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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--García Ruminot, José

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; las Ministras de Planificación, señora Paula Quintana Meléndez, y de Educación, señora Mónica Jiménez de la Jara; la Subdirectora de la División Jurídica, señora Luz María Gutiérrez Zelada; la Jefa de la Dirección Jurídica, señora Regina Clark Medina, y el Jefe de la Unidad de Currículum, señor Pedro Montt Leiva, todos del Ministerio de Educación.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Las actas de las sesiones 93ª y 1ª, ambas ordinarias, en 10 y 11 de marzo del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero inicia un proyecto de ley que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras (boletín N° 6.415-08) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.



Con los dos siguientes retira la urgencia que hizo presente respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Horvath y de los ex Senadores señores Stange, Valdés, Vega y Viera-Gallo, que tipifica la conducta de maltrato o crueldad con los animales (boletín N° 3.327-12).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable señor Naranjo y del ex Senador señor Viera-Gallo, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra (boletín N° 3.493-07).



--Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Doce de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación (boletín N° 4.970-04).



Con los seis siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, acerca de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile, y proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena (boletines números 5.522-07 y 5.324-07).



2.- Proyecto de ley que crea el subsidio al empleo (boletín N° 6.393-05).



3.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06).



4.- Proyecto de reforma a la Carta Fundamental, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (boletín N° 4.716-07).



5.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (boletín N° 5.766-08).



Con los cuatro siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las iniciativas que a continuación se individualizan:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (boletín N° 5.724-26).



2.- Proyecto de reforma a la Carta Fundamental, en segundo trámite constitucional, que crea la Defensoría de las Personas (boletín N° 6.232-07).



3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (boletín N° 5.069-03).



4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (boletín N° 3.962-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre modificación de la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (boletín N° 3.875-11).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 14 y 21 de marzo del presente año, en visita de Estado a la República de India.



Informa, además, que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior, señor Edmundo Pérez Yoma.



--Se toma conocimiento.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha prestado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica el artículo 66 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 5.924-06) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



2.- Proyecto de ley que crea el subsidio al empleo, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 6.393-05) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Siete del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los tres primeros remite copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra del artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y de los artículos 45 del Título IV, “De la Declaración de Quiebras”, del Código de Comercio, y 26, inciso segundo, del decreto ley N° 3.475, Ley de Timbres y Estampillas.



--Se toma conocimiento.



Con los cuatro siguientes remite copia autorizada de igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de los siguientes preceptos: inciso tercero del artículo 474 del Código del Trabajo; artículo 239 del Código Penal; artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933 y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y artículos 186 y 230 del Código Procesal Penal.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, referido al aumento de cupos para los subsidios del Programa de Protección del Patrimonio Familiar en la Región de Aisén.



Dos de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con los que contesta igual número de oficios cursados en nombre del Senador señor Horvath, relativos a la contaminación de las aguas de la localidad de Repollal, comuna de Las Guaitecas, y al proyecto de instalación de la central termoeléctrica a carbón Los Robles.



Del señor Subsecretario de Previsión Social, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Vásquez, respecto de una moción de su autoría que regula el otorgamiento de préstamos de enlace previsional, la que fue declarada inadmisible por contener materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República.



Del señor Subsecretario de Transportes, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, acerca del tipo de control de frecuencia que se realiza en cada una de las líneas del Transantiago.



Del señor Director del Servicio Electoral, con el que remite el cronograma de las actividades relacionadas con las elecciones presidencial y parlamentaria del 11 de diciembre de 2009.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República en cuanto a obtener el acuerdo del Senado para nombrar a los señores Roberto Pliscoff Vásquez y Genaro Arriagada Herrera como integrantes del Consejo Nacional de Televisión, con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín N° S 1.147-05) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Queda para tabla.

Comunicaciones


De la Comisión de Obras Públicas, en la que informa que eligió como su Presidente al Senador señor Longueira.



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, mediante la cual comunica que eligió como su Presidente al Senador señor Orpis.



--Se toma conocimiento.

Solicitudes de permiso constitucional



De los Senadores señora Matthei y señores Girardi, Romero y Ruiz-Esquide, para ausentarse del país a contar del 14 de marzo en curso.



--Se accede.

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:



1°.- Citar a sesión especial para mañana, 18 de marzo, de 15:45 a 16 horas, a fin de pronunciarse sobre la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República en orden a obtener el acuerdo del Senado para designar a dos integrantes del Consejo Nacional de Televisión.



2°.- Respecto del proyecto que crea un subsidio para el empleo juvenil, primero, autorizar a la Comisión de Hacienda para tratarlo tanto en general cuanto en particular a la vez; y segundo, si llegara a estar informado, incluirlo en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana.



3°.- Dedicar los tiempos de Votaciones y el de Incidentes de la sesión de hoy a asuntos de tabla, despachando totalmente el proyecto sobre Ley General de Educación.

RECONOCIMIENTO A GESTIÓN DE MESA ANTERIOR

El señor NOVOA (Presidente).- Señores Senadores, antes de comenzar el Orden del Día, la Mesa, en nombre de la Corporación, quiere reconocer la gestión de su antecesora, integrada por los Honorables señores Zaldívar y Prokurica.



En un gesto de cordialidad, en un reconocimiento sencillo pero que espero se transforme en tradición en el Senado, efectuaremos un sencillo homenaje a nuestros predecesores. Como se ha hecho en otras oportunidades, les entregaremos una campanilla simbólica, para que recuerden siempre el período en que dirigieron a la Corporación.



--Los Senadores señores Zaldívar y Prokurica se dirigen a la testera, donde los señores Presidente y Vicepresidente, respectivamente, les hacen entrega de la Campana Simbólica de la Sala.



--(Aplausos en la Sala).

V. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4970-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 31ª, en 1 de julio de 2008.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 69ª, en 18 de noviembre de 2008.


Educación (segundo), sesión 1ª, en 11 de marzo de 2009.


Hacienda, sesión 1ª, en 11 de marzo de 2009.


Discusión:



Sesiones 33ª, en 2 de julio de 2008 (se rechaza el envío a Comisiones unidas); 74ª y 76ª, en 2 y 3 de diciembre de 2008 (queda pendiente su discusión); 77ª, en 9 de diciembre de 2008 (se aprueba en general).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa, como recordarán Sus Señorías, fue aprobada en general en sesión de 9 de diciembre del año pasado.



Ambas Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 17, 27, 34, 35, 41, 43, 44, 51, 52, 58, 62, 68, 69 y 72 permanentes y los artículos 2º, 3º, 4º, 6º, 8º y 9º transitorios. Estas disposiciones conservan el mismo texto aprobado en general por la Corporación, por lo cual corresponde darlas por aprobadas, salvo que algún señor Senador solicite someterlas a discusión y votación.

El señor ÁVILA.- Con mi voto en contra.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, al no haber sido objeto de indicaciones, tienen que quedar reglamentariamente aprobadas.
El señor ÁVILA.- ¿La opinión no vale entonces?
El señor NOVOA (Presidente).- Solo se deja constancia del quórum.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, por las razones que haré presentes luego del informe del Presidente de  la Comisión y de la intervención de la Ministra, pido votación separada del artículo 8º transitorio, para defender la educación rural.



--Se aprueban reglamentariamente las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, dejándose constancia de que se pronunciaron a favor 22 señores Senadores.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Educación efectuó numerosas modificaciones al texto de la Honorable Cámara de Diputados.



A su vez, la de Hacienda, en el ámbito de su competencia, también introdujo enmiendas al despachado previamente por la de Educación. La casi totalidad de ellas fueron resueltas por unanimidad, de manera que el señor Presidente pondrá en discusión y votación oportunamente solo las acordadas por mayoría y las que hayan sido objeto de petición de votación separada.



Cabe recordar que, conforme a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, las modificaciones que se aprobaron en forma unánime deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión y votación, o que hubiera indicaciones renovadas.



--Se aprueban los artículos acogidos unánimemente por las Comisiones, dejándose constancia de que se pronunciaron a favor 20 señores Senadores.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los artículos 2º a 8º, 11 a 14, 16, 18 a 26, 28 a 33, 37 a 40, 45 a 50, 53 a 61, 63 a 68 y 70 permanentes, y los artículos transitorios 1º, 5º, 7º y 10 tienen carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo cual requieren para su aprobación el voto conforme de 19 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cinco columnas, que transcriben el texto de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza; el proyecto aprobado en general por el Senado; las enmiendas de la Comisión de Educación; y las de Hacienda, y, por último, el texto final que resultaría si ellas se aprobaran.

El señor NOVOA (Presidente).- Antes de entrar en la discusión de las normas que no tuvieron aprobación unánime, solicito autorización para que ingresen a la Sala los asesores de la señora Ministra de Educación, señoras Regina Clark y Luz María Gutiérrez y señor Pedro Montt.



--Se autoriza.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, la enmienda al artículo 1º había sido aprobada con los votos a favor de los Senadores señores Cantero, Letelier y Núñez y el rechazo del Honorable señor Chadwick, pero este último retiró su oposición. En consecuencia, resulta aprobada por unanimidad.



--Se aprueba, dejándose constancia de que se pronunciaron a favor 20 señores Senadores.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La modificación al inciso sexto del artículo 4º fue aprobado con los votos favorables de los Honorables señores Cantero, Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide,  y también contó con el voto en contra del Senador señor Chadwick, quien retiró su oposición. Por consiguiente, resulta aprobada unánimemente.



--Se aprueba, dejándose constancia de que votaron a favor 20 señores Senadores.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El inciso séptimo del mismo artículo fue aprobado con los votos a favor de los Senadores señores Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide y el voto en contra de los Honorables señores Cantero y Chadwick. Ambos han retirado su oposición, por lo que resulta aprobado unánimemente.



--Se aprueba.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Luego, corresponde analizar la modificación al párrafo primero de la letra a) del artículo 10, que señala: “Intercalar a continuación de la frase ‘vida cultural’, el vocablo ‘,deportiva’.”. Esta norma fue aprobada con los votos a favor de los Senadores señores Chadwick, Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide y la abstención del Honorable señor Cantero.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.

El señor CANTERO.- Retiro mi abstención, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- En consecuencia, quedaría aprobada.



--Se aprueba la intercalación del vocablo “, deportiva” sugerida por la Comisión de Educación en el párrafo primero de la letra a) del artículo 10 (20 votos). 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, en la letra h) del artículo 29 -que pasa a ser letra g)-, la Comisión de Educación propone intercalar, a continuación de “los hitos”, la expresión “y procesos”.



Esta modificación, que corresponde a la indicación número 291, fue aprobada con los votos favorables de los Honorables señores Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide y el voto en contra del Senador señor Chadwick, quien ha retirado su oposición, por lo que correspondería darla por aprobada en forma unánime.



--Se aprueba la intercalación de la expresión “y procesos” en la letra h) -que pasa a ser letra g)- del artículo 29 (20 votos).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Luego, en el artículo 42, la Comisión de Educación sugiere reemplazar la expresión “ley o” por “ley y”.



Esta enmienda, que corresponde a la indicación número 379, fue aprobada con los votos favorables de los Honorables señores Núñez, Chadwick y Ruiz-Esquide y la abstención del Senador señor Letelier.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.

El señor LETELIER.- Retiro mi abstención, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Por lo tanto, queda aprobada la modificación.



--Se aprueba el reemplazo de la expresión “ley o” por “ley y” en el artículo 42 (20 votos).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, el Honorable señor Letelier, antes del inicio del debate en particular, pidió votar en forma separada el artículo 46, aprobado unánimemente por la Comisión de Educación.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.

El señor CHADWICK.- Ese artículo no fue objeto de indicación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Independiente de ello, cualquier señor Senador está en su derecho de solicitar votación separada antes del inicio de la discusión particular.

El señor LARRAÍN.- Pero el artículo 46 no fue objeto de ninguna indicación.

El señor LETELIER.- Sí, lo fue.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Recibió varias indicaciones, entre ellas, la número 385. Y el Honorable señor Letelier ha pedido votar en forma separada, según entiendo, el último párrafo.

El señor LETELIER.- En realidad, me refiero al párrafo segundo de la letra g) del artículo 46.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, si le pareciera a la Sala, se daría por aprobado el resto del artículo.



--Se aprueba el artículo 46, con excepción del párrafo segundo de su letra g) (20 votos).

El señor NOVOA (Presidente).- Ahora corresponde pronunciarse sobre el resto de la norma.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.
El señor LETELIER.- Señor Presidente, el párrafo segundo de la letra g) se relaciona con las excepciones para ejercer la función docente.



Dice así: “Tratándose de la educación parvularia y básica, se entenderá por docente idóneo al que cuente con el título profesional de la educación del respectivo nivel y especialidad cuando corresponda, o esté habilitado para ejercer la función docente según las normas legales vigentes”



Algo parecido se señala a continuación para la educación media: “En la educación media, se entenderá por docente idóneo al que cuente con el título de profesional de la educación del respectivo nivel y especialidad cuando corresponda, o esté habilitado para ejercer la función docente según las normas legales vigentes, o esté en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres en un área afín a la especialidad que imparta”.



--(Manifestaciones en tribunas).



En cuanto a esta norma, quiero expresar lo siguiente.



En primer lugar, considero inconveniente el texto en los términos en que viene redactado. Por ello, he pedido votarlo separadamente.



Hay dos interpretaciones sobre el punto. Algunos señalan -lo conversé con la señora Ministra- que la facultad en cuestión solo regiría para la educación técnico-profesional, lo que, quizás, parece atendible.



Sin embargo, la redacción propuesta -y disculpen Sus Señorías la forma en que voy a decirlo- hace irrelevante ser profesional de la pedagogía; desvaloriza lo que es ser un docente, desvaloriza la carrera universitaria de los profesionales de la educación. Un ingeniero comercial, por ejemplo, cumpliría formalmente los requisitos y podría enseñar Matemáticas en cualquier establecimiento. Y eso, señor Presidente, me parece un contrasentido respecto de lo que todo el país quiere, que es realizar esfuerzos para mejorar la calidad de la educación y que se reconozca el papel fundamental que los profesores juegan en dicho proceso. Se trata de valorizar progresivamente el rol de los docentes.



En atención a ello, quiero sugerir dos alternativas, porque creo que hay consenso sobre la materia. 



La primera consiste en eliminar la última parte de la norma, que habilita para ejercer la docencia a los profesionales que se hallen en posesión de un título o licenciatura de al menos 8 semestres en un área afín a la especialidad respectiva. O sea, bastaría con votar en forma separada esta parte de la disposición.



De lo contrario, habría que restringir la facultad solo a la educación técnico-profesional. Pero, como el párrafo no dice que se limita a esta, me inclino por la primera opción, que significa votar separadamente su última parte, que expresa: “o esté en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres en un área afín a la especialidad que imparta.”.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra, quien goza de preferencia para su uso.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Ruego al público apostado en las tribunas abstenerse de efectuar cualquier manifestación.

La señora JIMÉNEZ (Ministra de Educación).- Señor Presidente, quiero hacer presente que, en la práctica, en la educación técnico-profesional resulta absolutamente necesario contar con especialistas provenientes de otras disciplinas.



Por lo tanto, si finalmente los señores Senadores deciden modificar el párrafo, el Ejecutivo prefiere que ello se haga restringiéndolo a la educación técnico-profesional. Pero eso, por supuesto, depende de Sus Señorías.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, en verdad, me sorprende que se desee eliminar algo que, en mi opinión, es fundamental y sustantivo, como señal de la sociedad, para mejorar la calidad de la educación.



Por cierto, hay gente que puede estar en contra, pero creo que ningún profesor serio, trabajador, prestigiado y buen docente puede tener temor a eso.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Agradeceré al público asistente no hacer manifestaciones.

El señor LONGUEIRA.- Para mí, señor Presidente, solo pueden tener temor aquellos que no reúnan tales características.



Pienso que esta es una situación en que se debe demostrar si estamos legislando por el bien del país o por hacer demagogia. Sin duda, es mucho más grato decirles a los profesores que vamos a modificar la norma. Pero, señor Presidente, debemos legislar en favor de los jóvenes de Chile. Pensemos un minuto en los cientos de familias de clase media que desean que la calidad de la enseñanza mejore. 



¿Vamos a impedir por ley que alguien recurra a un profesional que puede contribuir a mejorar la calidad de la educación?



¡Estos son los monopolios que tenemos que terminar, señor Presidente!



--(Manifestaciones en tribunas).



Con la eliminación de esa parte de la norma solo ganan los profesores mediocres. Ellos son los únicos que pueden temer a que contribuyan a mejorar la calidad de la educación profesionales que no pertenecen a este ámbito.



Por lo tanto, señor Presidente, creo que la disposición es fundamental. Y me parecería una pésima señal que hoy día se impidiera a un médico contribuir a ese objetivo haciendo clases de Biología en un establecimiento de nuestro país. 



¿Se lo vamos a prohibir?



--(Manifestaciones en tribunas).



¿También le vamos a impedir a un ingeniero impartir clases de Matemáticas?



Yo lo único que pido es que el Senado esté a la altura que le corresponde, velando por el bien común y no por intereses particulares, personales o gremiales. 



Pensemos un minuto en los miles de jóvenes de nuestro país a los cuales se les quitará la posibilidad de que un médico les haga clases de Biología. 



Yo sé que es más popular decir lo contrario de lo que estoy señalando, porque ningún profesor va a estar de acuerdo. Pero ojalá que esta iniciativa legal la tramitemos sin hacer demagogia, sin hablarle a la galería y pensando un instante en todos esos jóvenes que están esperando que alguna vez la calidad de la educación mejore definitivamente.



Creo que el artículo 46 es una señal de la sociedad para que muchos profesionales de diversas áreas contribuyan voluntariamente con su aporte, en establecimientos de sectores de escasos recursos o en cualquier lugar del país, a mejorar la calidad de la enseñanza. Me parece absurdo prohibírselo.



Yo pregunto: ¿por qué un profesional puede impartir clases en alguna universidad y no hacer lo mismo en la educación secundaria? ¿Cuál es la razón? ¿Qué argumento existe?



--(Manifestaciones en tribunas).



¿Acaso algún profesor que a la vez es un gran académico le tiene temor a ello? ¡No, señor Presidente! ¡Ninguno!



Por consiguiente, debemos brindar esa posibilidad a cientos de profesionales chilenos. 



Yo imparto clases gratuitamente en una institución. Destino parte de mi tiempo a eso, y lo hago feliz.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Por favor, pido a las personas que están en tribunas no realizar ninguna clase de manifestación.

El señor LONGUEIRA.- Lo reitero, señor Presidente: me parecería absurdo negarles esa oportunidad a cientos de profesionales chilenos que desean contribuir al mejoramiento de la calidad de la educación de su país, que por ley se les prohibiera destinar algunas horas de la semana a transmitir su experiencia y sus conocimientos a nuestros jóvenes.



Por eso, señor Presidente, votaré gustoso a favor del artículo 46 que se nos propone.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, por lo que se aprecia, los deditos continuaron entrelazados, ahora en la Comisión. ¡Solo faltó la Canción Nacional como música de fondo...!



Yo voté en contra de la idea de legislar en relación con este proyecto, y mantengo mi visión completamente negativa del resultado que arrojó el trabajo de la Comisión.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Una vez más, solicito no realizar manifestaciones, ni a favor ni en contra.



Muchas gracias.

El señor ÁVILA.- La razón, señor Presidente, es muy sencilla: la iniciativa no ha cambiado en nada su esencia. Se mantiene la organización que permite separar a los niños por condición socioeconómica en colegios subvencionados y municipales; persiste el financiamiento compartido; se permite la discriminación de los estudiantes en caso de que esta no sea arbitraria.



--(Manifestaciones en tribunas).



Y la pregunta es: ¿Quién calificará la arbitrariedad: los mismos que llevan años seleccionando alumnos; aquellos que discriminan económicamente con el financiamiento compartido?



Es falso que la LGE elimine la selección. Su artículo 12 señala que para la admisión de los alumnos de 1° a 6° año básico no podrá considerarse el rendimiento académico pasado o potencial. Sin embargo, el artículo 13 acepta que se utilicen pruebas de admisión. 



¿Por qué no realizar un sorteo cuando exista mayor demanda que las vacantes disponibles? 



La respuesta es muy simple: ¡El germen de la selección, de la discriminación -es decir, las lacras que marcan el estado actual de la educación- se mantiene vivo y no ha sido eliminado en esta oportunidad!


Señor Presidente, el tipo de aprobación que se ha hecho impide cualquier forma de debate. No se ha abordado el reemplazo de la actual estructura por otra de seis años de educación básica, cuatro de media y dos de media diferenciada.



Hoy, en séptimo y octavo básicos no existe formación docente especializada. Las escuelas contratan profesores de enseñanza media para que impartan clases en esos dos grados. Tal fórmula concede ventajas a los establecimientos particulares pagados y subvencionados, por cuanto, al ofrecer ambos niveles, pueden atraer a docentes para que hagan clases a los séptimos y octavos básicos. Las escuelas municipales, que se concentran en un solo nivel educativo, no tienen dicha posibilidad.



¿Qué sucede con aquellos establecimientos que únicamente ofrecen primero a cuarto medio? 



175 mil estudiantes de séptimo y octavo año básico deberán pasar a la enseñanza media.



En Argentina se intentó llevar a cabo esta misma reforma, pero los condicionamientos de infraestructura y financieros impidieron su implementación. Y en Chile no se han estudiado en profundidad las consecuencias de su aplicación.



Habrá hacinamiento de distintas escuelas en un solo edificio; desorden curricular, por la disociación entre las transformaciones curriculares y la implementación de la reforma; una estructura organizacional caótica, con establecimientos mejor preparados para implementar el nuevo sistema y otros con menos posibilidades de llevar a cabo una transición exitosa.



Aquellos son solo parte de los inconvenientes que deberán enfrentarse una vez que se ponga en práctica la reforma.



Se me acabó el tiempo, señor Presidente.



¿Me permite concluir mi exposición?

El señor NOVOA (Presidente).- Quiero recordar a Su Señoría que estamos en la discusión particular de la iniciativa y, en este momento, abocados específicamente a la votación separada planteada por el Honorable señor Letelier. Así que le agradecería remitirse a ese punto. Y lo mismo les pido a todos los señores Senadores.



Puede terminar su intervención.

El señor ÁVILA.- Gracias, señor Presidente.



Solo quiero explicar el término tan abrupto de mi razonamiento, porque, dada la modalidad de discusión que impera esta tarde, resulta imposible emitir una opinión general fundada como la que he señalado si no está ligada rigurosamente al punto específico en debate.



Hecha presente tal consideración, quedo, por lo menos, con la tranquilidad de espíritu de haber reiterado mi rechazo al proyecto.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Deseo aclarar que la modalidad de debate no impera únicamente esta tarde, sino que la establece el Reglamento desde hace muchos años.



Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, me referiré, específicamente, al párrafo segundo de la letra g) del artículo 46.



Quiero partir diciendo que su texto fue absolutamente consensuado en el acuerdo que se logró en torno a este proyecto de Ley General de Educación. Por lo tanto, no hay un malentendido en él. Tan claro es que se presentó una indicación a efectos de que se pudiese establecer que esta situación excepcional de los profesionales idóneos o de especialidades afines se diera solo en la educación técnico-profesional. Y ella fue rechazada de forma unánime, porque todos entendíamos que se estaba buscando precisamente abrir la posibilidad -es lo que habíamos concordado- de que profesionales con una especialidad acorde a determinada asignatura pudiesen                    -obviamente, de modo excepcional- contribuir a la labor docente asumiendo dicha disciplina.



--(Manifestaciones en tribunas).



Es factible que existan otras opiniones, que son muy respetables. Considero que la dignidad de un profesor no se evalúa ni está en juego cuando un profesional distinto puede colaborar en algo que sí me parece un objetivo absolutamente común: tender a la búsqueda de la posibilidad de mejorar la calidad de la educación.



--(Manifestaciones en tribunas).



Señor Presidente, este concepto fue tomado de distintos países desarrollados, que tienen mejores estándares de educación que los que hemos logrado, en los cuales se posibilita en forma excepcional -muchas veces se trata de profesionales jóvenes dispuestos a entregar un aporte en la materia- el contribuir a la labor docente, al trabajo de los profesores, en un colegio, en un liceo, en una escuela determinada, para poder, en conjunto, mejorar los estándares educacionales.



Ese es el sentido de la norma; así fue aprobada; fue parte del acuerdo (se lo recuerdo al Ejecutivo). Por eso fue rechazada unánimemente la indicación relativa a la educación técnico-profesional, pues lo que se quería era su aplicación en educación media.



He dicho.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Agradeceré a los señores Senadores no entrar en diálogo con el público que se halla en las tribunas.



Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, se ha hecho referencia aquí a un acuerdo relativo a la educación entre la Concertación y los parlamentarios de  la Alianza.



Quiero decir que no soy parte de él…



--(Manifestaciones en tribunas).



No soy parte de él porque -lo dije en su momento- creo que no fue un buen acuerdo.



Intervine en la discusión en general de esta iniciativa y voté en contra porque considero que no es un buen proyecto para la educación, en particular para la educación pública de nuestro país. Y me parece que también pone en una condición muy difícil a nuestros profesores, a nuestros maestros.



--(Manifestaciones en tribunas).



En cuanto a los procedimientos -el señor Presidente lo señaló-, es importante destacar que la discusión y votación general ya se efectuaron; los temas sobre los que en particular me tocó pronunciarme en la Comisión de Hacienda son extremadamente específicos y acotados.



Está echada la suerte de esta iniciativa, pero no la de la educación pública.



Creo que la larga marcha de la educación pública en Chile va a continuar.  Hoy se despachará este proyecto, pero la lucha por contar con una educación pública de calidad que constituya el sistema central de educación en la República es una tarea pendiente.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- El Honorable señor Letelier ha pedido que se vote en forma separada la parte final de la norma que va a leer a continuación el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El resto del artículo ya se encuentra aprobado.



El texto sobre el cual el Senador señor Letelier propone pronunciarse en forma separada se encuentra en el inciso segundo de la letra g) del artículo 46 del proyecto, y dice lo siguiente: “…o esté en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres en un área afín a la especialidad que imparta.”.

El señor NOVOA (Presidente).- Antes de comenzar la votación, el señor Secretario nos aclarará si esta norma requiere quórum especial.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así es, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Desde luego, los Senadores que lo deseen pueden fundamentar su voto.



Votar “sí” significa mantener la norma tal como viene aprobada por la Comisión, y “no”, acoger la proposición del Honorable señor Letelier, que consiste en suprimir solo la parte leída por el señor Secretario.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, deseo hacer una consulta. Porque se nos va a producir un problema acá.



Si no se alcanzara el quórum y elimináramos la última frase del texto, significaría que ni siquiera para la educación técnico-profesional va a existir la posibilidad de tener profesionales competentes y especializados que enseñen su especialidad a los alumnos.



En ese caso, me imagino que una escuela agrícola como las que existen en la Región que represento no va a poder contar con los ingenieros agrónomos que se desempeñan día a día en distintas faenas y enseñan a los niños a trabajar en ellas.



De ser así, le pido al Senador señor Letelier que retire su solicitud de votación separada porque vamos a quedar en el peor de los mundos y ningún especialista o profesional va a poder desempeñarse nunca en la enseñanza media.



--(Manifestaciones en tribunas).



Me parece que ese objetivo no lo persigue nadie. Y parto de la base de que los colegas que se hallan en las tribunas saben que existen muchos profesionales que hacen un aporte tan valioso como el de ellos a la educación.



Entonces, considero absurdo pedir esta votación separada.



Reitero mi petición a Su Señoría para que retire la solicitud y aprobemos el artículo. 



--(Manifestaciones en tribunas).



Así, en el tercer trámite, podremos buscar una fórmula distinta. Pero lo peor sería quedarse sin nada. Eso sí resultaría francamente absurdo.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, está pedida la votación separada.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.



Como se trata de su segundo discurso, le agradecería…

El señor LETELIER.- Mi primera intervención fue una solicitud, no un discurso.



Ahora quiero fundamentar el porqué de ella.



Ante todo, creo que la frase en cuestión resulta inútil; es innecesaria para quienes desean que tal posibilidad se concrete. Porque, por desgracia, en la actualidad existe la facultad legal para que los SEREMI autoricen a personas que no son profesores a ejercer como tales.



--(Manifestaciones en tribunas).



Disculpen que lo diga, porque entiendo la inquietud del Senador Pizarro; entiendo la preocupación de no contar con profesores suficientes de una especialidad u otra, pero quizás, para que haya más docentes, necesitamos generar los estímulos correctos en la sociedad y que se les pague, si realmente queremos que la educación sea lo más importante del país, un sueldo más adecuado.



--(Manifestaciones en tribunas).



Pero aquí hay distorsiones.



Señor Presidente, esa frase final no es necesaria. No quiero ofender a nadie, pero en Chile existen muchos profesores, formados solamente los sábados, que no se pueden ni se deben comparar con los docentes que estudian 5 años en la universidad.



Lo que se quiere aquí es evitar dar una señal equívoca.



Hoy se puede tener a un ingeniero agrónomo enseñando en un liceo técnico-profesional porque se los habilita para hacer clases; todos lo sabemos.



--(Manifestaciones en tribunas).



Lo que se encuentra en el proyecto de ley hoy está permitido. Lo agresivo de esta frase, lo incorrecto de ella, dice relación a que a futuro no tendrá que estar habilitado por un SEREMI para este fin. Ni siquiera eso. A la vez, resulta contradictoria con algo que hemos dicho y que -según entiendo- ha sido parte de la discusión con el Colegio de Profesores: queremos que exista una prueba nacional para habilitar a quienes van a ser profesores.



--(Manifestaciones en tribunas).



En suma, es una frase agresiva, innecesaria y además contradictoria con lo que hemos dicho que deseamos.



Por eso, estimo necesario votar en contra de ella. No se requiere -por desgracia- para lograr lo que señalaba el Honorable señor Longueira.



Espero que progresivamente nos aseguremos de que quienes educan a nuestros hijos, en todos los establecimientos, sean profesionales.



Distinta es la discusión que ha querido presentar el Senador Ávila en cuanto a si este proyecto de ley es bueno o malo.



Considero que -muchos me lo han escuchado decir- en algunos sentidos esta es una iniciativa “peor es nada”. Porque quedarnos con la normativa que tenemos -excúsenme- resulta peor. 



La presente iniciativa no aborda la cuestión del financiamiento, que me encantaría que la debatiéramos. No está en discusión la posibilidad de poner término a la situación abusiva que significa que el Estado le deba dar la misma cantidad de plata a un colegio público y a un establecimiento particular subvencionado. 



Eso no se plantea en esta ley en proyecto. 



No hay que distorsionar las cosas. La iniciativa que nos ocupa está acotada a algunas materias. Y la frase final del inciso segundo de la letra g) del artículo 46 -no es parte del acuerdo político- resulta ineficaz, innecesaria y, peor aún, es una pésima señal, contraria a lo que queremos lograr: la generación de incentivos positivos para formar profesores y para valorarlos socialmente.



Voy a votar que no.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- En votación la frase final del inciso segundo de la letra g) del artículo 46.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la frase final del inciso segundo de la letra g) del artículo 46 por no haberse reunido el quórum constitucional requerido (17 votos a favor, 6 en contra y una abstención).


Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Escalona, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Ávila, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez y Ominami.



Se abstuvo el señor Bianchi.


--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Ruego a quienes se hallan en las tribunas mantener hasta el final un espíritu constructivo.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, corresponde tratar la petición del Honorable señor Horvath en orden a votar separadamente el artículo 8° transitorio.



--(Aplausos en tribunas).
El señor NOVOA (Presidente).- En discusión el artículo 8° transitorio.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el artículo 25 de la ley en proyecto señala: “El nivel de educación básica regular tendrá una duración de seis años y el nivel de educación media regular tendrá una duración de seis años, cuatro de los cuales, en el segundo caso, serán de formación general y los dos finales de formación diferenciada”.



Yo presenté una indicación a dicho artículo del siguiente tenor: “Independiente de los cambios de ciclos educacionales, las escuelas rurales” de zonas aisladas “deberán impartir de manera obligatoria el nivel de Educación Básica Regular completo y los dos años de formación general establecido para el nivel de Educación Media Regular”.



Si leemos el segundo informe de la Comisión de Educación, nos percataremos de que la indicación fue apoyada por algunos de sus integrantes, pero el Presidente del órgano técnico la declaró inadmisible, lo que impide que sea renovada.



Por otra parte, el artículo 8° transitorio -respecto del cual he pedido votación separada- expresa: “La estructura curricular establecida en el artículo 25 comenzará a regir a partir del año escolar que se inicie ocho años después de la entrada en vigencia de esta ley”. Es decir, hay una transitoriedad.



Sobre el particular, quiero hacer presente que los 8 años de transición resultan del todo insuficientes, y que, al revés de lo que se piensa, el fenómeno mundial de emigración rural ha funcionado negativamente en Chile. 



Según estadísticas, 16 por ciento de la población vive en zonas rurales; sin embargo, más de 50 por ciento del territorio se encuentra en condiciones de aislamiento o -como se ha denominado- “fronteras interiores”. El fenómeno de emigración rural en el país significa que las personas pasan de una economía de escala primaria a una terciaria, denominada de servicios, sin hacer productiva la parte intermedia de la estructura económica y social.



En la actualidad, la vida rural es totalmente distinta a la que nosotros imaginamos. Hoy día se impone la producción orgánica y limpia, de intereses especiales, y el turismo rural. Además, en este mismo Senado hemos aprobado normativas sobre programas de fertilización, limpia, Ley de Bosque Nativo, fomento forestal, mejoramiento genético, entre otras. Se ha implementado un completo plan de telefonía, electrificación y de acceso a la conectividad vía Internet. El presupuesto público contempla programas para caminos y huellas vecinales.



Por ello, esta tendencia debe, puede y conviene revertirse. No es posible continuar en una línea en la cual, fundamentalmente, la educación propende al centralismo, sea a nivel nacional, regional o comunal.



Además, este proyecto de ley no garantiza la calidad de la educación, porque la letra b) del artículo 3° dice: “propender a asegurar”, pero no la garantiza. Yo presenté una indicación que expresaba: “debe garantizar”; pero no prosperó en la Comisión y el Gobierno no la acogió. 



Señor Presidente, solicito votar en contra del artículo 8° transitorio, mientras el Estado no garantice en las zonas aisladas y rurales de nuestro país la implementación de estos dos años de formación general, posteriores a los seis de educación básica 



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hay una pregunta que se le formuló al Ejecutivo. 

El señor LARRAÍN.- Pero el Ejecutivo no ha pedido intervenir.

El señor NOVOA (Presidente).- La señora Ministra tiene la palabra.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Ruego a los señores profesores mantener la compostura.



¡Silencio, por favor!



Muchas gracias.



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora JIMÉNEZ (Ministra de Educación).- Señor Presidente, respecto de lo planteado por el Honorable señor Horvath, efectivamente en el artículo 8° transitorio se considera un lapso de 8 años para la implementación de la estructura curricular establecida en el artículo 25, y el Gobierno se encargará de tomar todas las medidas necesarias para que no suceda nada de lo que él anuncia. Y lo lógico es establecer que existen establecimientos de educación básica y de educación media. 



Por ello, no podemos acceder a lo que nos está solicitando.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación el artículo 8° transitorio.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 8° transitorio (19 votos a favor, 4 en contra y 2 abstenciones) y queda despachado el proyecto en este trámite. 


Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.



Votaron por la negativa los señores Flores, Navarro, Ominami y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Ávila y Horvath.

El señor NOVOA (Presidente).- No existen otras normas sobre las que debamos pronunciarnos.


--(Manifestaciones en tribunas).
El señor NOVOA (Presidente).- ¡Silencio, por favor! 



Se suspende la sesión por algunos minutos. 

)----------(



--Se suspendió a las 17:15.



--Se reanudó a las 17:23.

)------------------(

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

La señora JIMÉNEZ (Ministra de Educación).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora JIMÉNEZ (Ministra de Educación).- Señor Presidente, para la Secretaria de Estado que habla, y para el Ejecutivo en general, es muy importante manifestar nuestro agradecimiento al Senado.



Debo decir que estoy profundamente impresionada por el prolijo trabajo que realizó la Comisión de Educación de la Corporación, la cual se dio todo el tiempo necesario para debatir las más de 500 indicaciones que se presentaron.



Con la aprobación del proyecto se logra algo de especial relevancia: superar la antigua LOCE. Asimismo, hay avances muy significativos en materia de principios, pues no solo se incluyen los principios emblemáticos de calidad y equidad, sino que también se suman los de interculturalidad, integralidad y sustentabilidad.



Gracias a Sus Señorías, Chile está dando un gran paso tendiente a mejorar la educación y a construir un país más justo y equitativo. A partir de ahora, debido al trabajo realizado por el Senado, contaremos con una educación de mejor calidad para todos los estudiantes; una educación pluralista y participativa; una educación que promoverá la inclusión e integración de todos los alumnos. Y, como hemos planteado muchas veces, a todos nos incumbe la tarea de que la educación sea realmente de calidad.



En tal sentido, valoramos el acuerdo alcanzado, y también el que se integre a todas las personas, incluyendo al profesorado, por supuesto. Chile requiere una educación de calidad y equitativa. Y esto último solo será posible si somos capaces de lograr que la calidad llegue a todos los sectores.



Me parece que una mejor educación implica mejor calidad académica; mejores currículos; mejor administración educacional; mayor inversión, y mejores profesores y directores en los establecimientos educacionales.



La aprobación de la Ley General de Educación significará un gran avance para la educación, el cual, sin lugar a dudas, beneficiará a los niños y niñas de Chile. Y valoro muy especialmente el hecho de que todos ellos, desde Arica a Punta Arenas, en Putre o en Antofagasta, tendrán la oportunidad de aprender lo mismo. Eso les garantiza la normativa.



Reitero mi reconocimiento por el acuerdo alcanzado por todos los sectores políticos, el cual hizo posible -como señalé cuando se empezó a discutir el proyecto-, el gran paso que ahora hemos dado. 



Agradezco también la generosidad demostrada por los señores parlamentarios con respecto a la Ley General de Educación, la cual, sin duda, los chilenos irán valorando día a día.



Muchas gracias, señores Senadores, en particular a quienes efectuaron la labor de detalle, la cual -como mencioné- fue extraordinariamente prolija y me dejó muy impresionada.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Gracias a usted, señora Ministra.

Reconocimiento CONSTITUCIONAL a pueblos INDÍGENAS

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Corresponde proseguir la discusión general del proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Honorables señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y proyecto de reforma a la Carta Fundamental, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que reconoce a los pueblos indígenas de Chile, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.
--Los antecedentes sobre el primer proyecto (5324-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional: (moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero).

En primer trámite, sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 91ª, en 3 de marzo de 2009.


--Los antecedentes sobre el segundo proyecto (5522-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:


En primer trámite, sesión 72ª, en 4 de diciembre de 2007.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 91ª, en 3 de marzo de 2009.


Discusión:


Sesión 1ª, en 11 de marzo de 2009 (queda pendiente su discusión general).

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La discusión general del proyecto se inició en la sesión del miércoles 11 del mes en curso.



En esa oportunidad quedaron inscritos para intervenir los Senadores señores Longueira, Arancibia, Sabag, Vásquez, Ávila, Muñoz Barra, Ruiz-Esquide, Chadwick, Escalona, Larraín y García.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra al Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- No intervendré, señor Presidente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el asunto que ha encendido el debate en el Senado forma parte de los afectos que la inmensa mayoría de quienes estamos en esta Sala sentimos por las etnias originarias de nuestra sociedad.



A las distintas comunidades, con sus características culturales propias, siempre las hemos involucrado en el concepto de “pueblos indígenas”. Y esta oración la encontramos incluso en el mismo título de la reforma constitucional que nos ocupa, al señalar que busca reconocer a los “pueblos indígenas” de Chile.



Si alguien quisiera verbalizar dicho enunciado de manera espontánea y superficial, podría afirmar que estos pueblos no solo cuentan con nuestro reconocimiento, sino también con nuestro total cariño, como han demostrado todos los Gobiernos democráticos de la Concertación al dedicar gran parte de sus mejores esfuerzos a satisfacer, hasta donde sea legalmente posible, las demandas de estos chilenos.



Se trata, por lo tanto, de una materia que viene desde hace años. Por ejemplo, en 1989 se verificó un hito importante, conocido como “Acuerdo de Nueva Imperial”, que se ha intentado renovar año tras año sin éxito, por la dificultad que envuelve para algunas corrientes políticas la utilización de la frase “pueblos indígenas”.



Hoy nos encontramos ante el proyecto de reforma que podría ser definitivo para llevarnos, finalmente, a buen puerto.



En 2007 -según se expresa en el mensaje-, el Ejecutivo envió una iniciativa para dar “cumplimiento al compromiso asumido”, después de 16 años de discusión en el Congreso. Ese texto fue refundido con otro, originado en el mismo año en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero.



En su mensaje, el Gobierno señala que el Estado debe reconocer la existencia de los pueblos indígenas, negada por siglos, y comprometerse a promover el desarrollo de estos y el respeto por sus tierras. Con ello, aclara, nadie pone en duda la unidad de la nación, de la cual ellos son parte constitutiva e indisoluble.



Por lo demás, todos sabemos que es un anhelo muy sentido por los pueblos indígenas el verse reconocidos y protegidos jurídicamente por la máxima expresión de la normativa del Estado, como es la Ley Fundamental.



A su vez, los autores de la moción exponen que con ese reconocimiento se da una muestra de respeto e interés de la nación hacia las tradiciones y cultura de los habitantes originarios del país y se confirma la proscripción de toda discriminación basada en consideraciones étnicas.



El proyecto en debate se estructura, según hemos visto, sobre la base de las modificaciones a los artículos 4º y 19 de la Carta.



El primero de ellos dispone que “Chile es una república democrática.”. El que ahora se propone expresa, en cambio, que la Nación chilena es una e indivisible; reconoce y valora la contribución de los pueblos indígenas originarios, a los que define como grupos anteriores a la organización del Estado y la conformación de la primera, y determina que es deber de este último respetar la identidad, cultura y tradiciones de sus raíces ancestrales. Dichos pueblos podrán organizar su vida de acuerdo a sus costumbres, siempre que ello no contravenga la Constitución y las leyes.



Por su parte, la enmienda del párrafo primero del número 2º del artículo 19 se traducirá en que la norma, además de asegurar la igualdad ante la ley, recalcará que “En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres, cualquiera sea su origen étnico o racial, son iguales ante la ley.



“Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias;”.



La reforma constitucional en debate recoge las permanentes preocupaciones de los Gobiernos de la Concertación y nuestro sector político en cuanto a acoger las demandas de las diferentes etnias para contar con un reconocimiento en el nivel constitucional, sin que ello signifique contradecir la disposición que proclama la calidad de único e indivisible del Estado.



El 13 de septiembre de 2007 nuestro país dio su voto para que la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptara la Declaración de Derechos de los Pueblos Indígenas.



El 4 de marzo de 2008 el Congreso Nacional aprobó el Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, instrumento que data de 1989. De esta manera, su texto fue incorporado a nuestro ordenamiento jurídico.



Aparte de los documentos referidos, cabe señalar que desde 1990 hasta la fecha han sido numerosas las iniciativas, tanto de Diputados como de Senadores, que apuntaron, sin éxito, a recoger estas demandas.



Me parece de interés recordar aquí la sentencia dictada por el Tribunal Constitucional a raíz del requerimiento de un grupo de Diputados para declarar inconstitucional el Convenio Nº 169.



Pronunciada el 4 de agosto de 2000, deseo extraer de ella lo referente a la expresión “pueblos indígenas”, que, en más de una oportunidad, ha sido origen de polémica y rechazo de parte de algunos legisladores. En su considerando 44º, dicho organismo llega “a la íntima convicción que la expresión “pueblos indígenas”, debe ser considerada en el ámbito de dicho tratado, como un conjunto de personas o grupo de personas de un país que poseen en común características culturales propias, que no se encuentran dotadas de potestades públicas y que tienen y tendrán derecho a participar y a ser consultadas, en materias que les conciernan, con estricta sujeción a la Ley Suprema del respectivo Estado de cuya población forman parte. Ellos” -recalca el Tribunal- “no constituyen un ente colectivo autónomo entre los individuos y el Estado.



La Comisión de Constitución, en su informe sobre el proyecto, subraya que “Esta precisión era necesaria, pues hay preceptos de los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1996, que admiten que todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación, en virtud del cual establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural, fines para cuyo logro pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales.”.



A su vez, el Ministro señor Viera-Gallo, en su oportunidad, explicó que el concepto de “pueblo” contenido en el proyecto ha sido tomado de la definición de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), que entiende por tal una comunidad que comparte una tradición histórica común, una identidad racial o étnica, homogeneidad cultural, unidad lingüística y afinidad religiosa o ideológica, una cierta conexión territorial o una vida en común.



Por si todavía quedaran algunas inquietudes, conviene recordar que el mismo señor Ministro, en el seno de la Comisión de Constitución, previno que no sería explicable que el reconocimiento en la Carta comprendiera menos de lo que dicen la Ley Indígena -la Nº 19.253- y el Convenio Nº 169, de la OIT, en el sentido de explicitar que el concepto de “pueblo” no confiere a sus integrantes el derecho a la autodeterminación política.



Tratadistas y expertos en la materia, en diferentes documentos, han observado que el reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas implicaría un salto cualitativo importante para la sociedad chilena.



Además, el Gobierno reconoce que, al contemplarse esa medida en el nivel de la Carta Fundamental, se salda una deuda del ordenamiento jurídico con los pueblos originarios y sus culturas, que integran nuestra identidad nacional tanto como cualquier otro de los grupos incorporados a la nación desde la formación del Estado.



El Derecho Internacional y el Derecho Comparado reconocen a los indígenas la facultad de preservar y fortalecer la identidad cultural y las tradiciones, las lenguas y la educación intercultural o bilingüe; el derecho a organizarse en comunidad, conforme a sus tradiciones, en instituciones que cuenten con una adecuada autonomía para el cumplimiento de sus fines propios, como cuerpos intermedios; el derecho a resolver conflictos internos de acuerdo a sus costumbres, sin contravenir, por cierto, la Constitución y las leyes; el derecho a participar libremente en los asuntos públicos que les conciernan directamente, lo cual implica que deben ser escuchados, y a participar en la vida política, social, económica y cultural.



Asimismo, aseguran el deber del Estado de velar por el desarrollo de los pueblos indígenas y asegurar la adecuada protección de las tierras y las aguas de propiedad de estos.



Con satisfacción podemos afirmar que la mayor parte de estas disposiciones se encuentran recogidas en la actual Ley Indígena y que el proyecto en debate las eleva a rango constitucional.



La propia Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, creada por el Presidente Ricardo Lagos, planteó, en las conclusiones de su informe final, “la necesidad del reconocimiento constitucional a los pueblos indígenas”.



Me parece que, tras las discusiones y análisis efectuados, quedan en pie algunos conceptos que podríamos considerar como la columna vertebral o la base sobre la cual se construye toda la reforma constitucional. En consecuencia, queda claro que:



-La nación chilena es una, indivisible y multicultural.



-Existe reconocimiento de los pueblos indígenas que habitan el territorio nacional.



-Se reconocen los derechos a la conservación, fortalecimiento, desarrollo, protección y promoción de su identidad, cultura, idioma, instituciones y tradiciones.



-Se reconoce el derecho de estos pueblos a participar en la vida económica, social, política y cultural en las formas establecidas en el orden jurídico chileno.



-Se establece el deber del Estado de otorgar protección a las tierras y aguas de propiedad indígena.



-La garantía de igualdad ante la ley excluye cualquier distinción basada en el origen étnico o racial de las personas.



Señor Presidente, en el curso del debate no podemos olvidar que los gobiernos de la Concertación y quienes los apoyamos -y seguiremos apoyándolos- hemos desplegado esfuerzos importantes para satisfacer las inquietudes, aspiraciones y demandas de nuestras etnias. Era mucho lo que se debía hacer, de modo que lo tanto materializado hasta ahora todavía resulta insuficiente, a pesar de ser significativo, porque todavía resta por cumplir para pagar la deuda histórica con estos grupos de chilenos que, siendo de cultura y costumbres distintas, son nacionales, igual que todos los que hemos nacido en el país.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, la muy brillante intervención del Honorable señor Sabag me permite ahorrarme muchos de los conceptos jurídicos que quería expresar, porque los ha planteado con mucha precisión, y, por tanto, es importante que queden en la historia de la ley.



Lo primero que quiero consignar, en nombre del Gobierno, es el agrado de poder dar este primer paso, después de 18 años, gracias a una convergencia de voluntades entre su proyecto y el de señores Senadores de la Oposición, lo que hace posible que esta Corporación apruebe -así lo espero- la idea de reconocer en la Carta el carácter multicultural de la nación chilena y, al mismo tiempo, la existencia de diversos pueblos que la integran.



Lo que queda definitivamente atrás es la idea de la asimilación, que por muchos años imperó en el país. Incluso en el Senado hubo, en su momento, voces partidarias de ella. Se sostenía que en nuestro territorio había una sola raza, mestiza toda, que borraba cualquier diferencia y que estaba simbolizada por el llamado -entre comillas- “roto chileno”.



Esa teoría ya fue dejada atrás por el Parlamento, con la Ley Indígena, y espero que hoy, cuando el Senado apruebe la reforma, quedará definitivamente sepultada, en el sentido de que, más allá del mestizaje que puede haber en Chile, subsisten en la nación pueblos originarios anteriores al Estado que constituyen parte sustancial de nuestra historia, por lo que deben estar reconocidos en las bases de la institucionalidad.



En consecuencia, esta frase tan simple: “El Estado reconoce la existencia de los pueblos indígenas” tiene una importancia cultural y política enorme, porque con ella damos vuelta la página a una forma de percibir la historia y reconocemos la peculiaridad de nuestra nacionalidad.



Ahora bien, la redacción propuesta reconoce tres derechos fundamentales de los pueblos indígenas.



El primero es el relativo a desarrollarse, a fortalecer su identidad. O sea, no se busca que se asimilen; no se quiere que todos sean iguales, sino que, al contrario, se valora su diferencia como algo que enriquece la cultura de la nación. Como dice el texto, pueden “desarrollar su identidad, cultura, idiomas, instituciones y tradiciones”.



Eso está agrupado en un solo conjunto, que es el derecho -por así decir- a proyectarse como indígenas, con sus peculiaridades propias.



El segundo, de gran importancia, es el referente “a participar en la vida económica, social, política y cultural del país”. 



Deseo consignar que hace años se presentó un proyecto de ley en la Cámara, patrocinado por Diputados como los señores Huenchumilla y Cardemil, entre otros, para establecer una forma de participación política de los indígenas en el Parlamento. Si bien no prosperó, fue la primera señal de que era necesario avanzar en el sentido de buscar instancias más adecuadas para tal efecto.



El modelo que muchos tenemos en mente es el de Nueva Zelandia, donde el pueblo maorí tiene pleno derecho a participar en la vida económica, social y política; elige un número determinado de Diputados y de Senadores, y, por cierto, está representado en toda la escala del Estado.



En este momento hay una consulta en curso, realizada por la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), para estudiar mecanismos de esa índole. Y existe la idea, entre otras, de buscar alguna forma nueva de establecer y plasmar la participación de estos pueblos. Por cierto, ello será muy distinto si se trata del rapanui, del mapuche, del atacameño. Habrá que ver en cada caso la organización que se requiere, pero sin duda constituye una materia muy importante.



El tercer derecho es algo también trascendente, contenido en el Convenio Nº 169, de la OIT, y la Declaración pertinente de las Naciones Unidas: organizarse conforme a las costumbres propias. Es decir, en todo aquello que no contravenga la ley, los pueblos deben tener autonomía para poder hacerlo como les parezca, de acuerdo con sus valores, ideas, tradiciones y costumbres.



Estos tres derechos conforman, en su totalidad, la esencia de lo que hoy día se somete al conocimiento del Senado.



En el proyecto original del Gobierno se hacía referencia expresamente al “derecho de los pueblos indígenas”. Esa fórmula desapareció en la iniciativa que nos ocupa, pero tenemos que buscar redacciones más adecuadas. Lo que se quiere indicar es que, tal como lo establece el Convenio Nº 169, existen derechos subjetivos individuales, de cada indígena, y derechos colectivos de los pueblos, como tales. 



La pregunta es cómo se ejercen los derechos colectivos, quién es su sujeto. En nuestro Derecho se ha avanzado relativamente poco en la materia, pero una sentencia muy importante de la Corte Suprema reconoce el derecho colectivo de los chilenos a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Y, por tanto, ¿quién puede invocarlo? Aquí es donde viene la propuesta: o las comunidades indígenas, o las organizaciones, o cada uno de sus integrantes.



Por ejemplo, si hubiera -como lo hay- el derecho a desarrollar el idioma propio de una etnia, cualquier comunidad, cualquier organización indígena o cualquier indígena, en forma individual, podría invocarlo, en cuanto miembro de ese pueblo, que justamente está dotado de los derechos que aquí se indican.



Lo ideal sería buscar una redacción que dijera: “El Estado reconoce la existencia de los pueblos indígenas que habitan su territorio y sus derechos, los que podrán ser ejercidos a través de sus comunidades, organizaciones, integrantes”. Creo que cuando el proyecto vuelva a la Comisión se podrá perfeccionar el punto, para que no sea algo que dé pie, en ningún caso, a que alguien sostenga que no se hallan explícitamente reconocidos los derechos colectivos establecidos especialmente por el Convenio Nº 169, de la OIT, y, también, la Declaración de Derechos de los Pueblos Indígenas, de las Naciones Unidas.



En seguida, quiero resaltar o reafirmar lo expresado por el Senador señor Sabag en el sentido de que el concepto de “pueblo” no es válido aquí para el Derecho Internacional. Es decir, no se trata -como lo establece muy claramente, además, el propio Convenio Nº 169- de que los pueblos indígenas tengan derecho a la autodeterminación. Si eso fuera así, obviamente no se avanzaría en el Derecho Internacional de aquellos que están formando parte de distintas nacionalidades en diferentes partes del mundo, en diferentes Estados. Baste pensar en China o India, donde cientos de pueblos cohabitan en una misma realidad.



Lo que sí es cierto es que dentro de una misma nación existe una entidad -en este caso, un “pueblo indígena”, concepto definido bien por el Tribunal Constitucional, como certeramente recordó el Senador señor Sabag- titular de derechos que son ejercidos por sus organizaciones, sus comunidades o sus integrantes. Y esos derechos deben ser respetados, cuando ya quedan establecidos en la Constitución -sobre todo en sus bases-, por la ley, las autoridades y los habitantes.



Otro punto importante de señalar es la precisión que el proyecto de reforma establece respecto de la garantía constitucional de la igualdad ante la ley, que da origen al recurso de protección. El texto propuesto dice: “En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres, cualquiera sea su origen étnico o racial, son iguales ante la ley.”. Por tanto, cualquier distinción que se hiciere en nombre de la raza o de la etnia que no obedeciera -como se dice normalmente- a una discriminación positiva (por ejemplo, becas indígenas o programas para indígenas), sino a una arbitrariedad, daría origen a un recurso de protección.



Ello resulta muy relevante para hacer que tales garantías sean eficaces, de tal modo que nadie pueda, por la raza, ser discriminado de un puesto de trabajo, de un lugar de estudio o, en general, de cualquier actividad en el país.



Y, por último, se propone una redacción para proteger, con una mención especial, la propiedad sobre las tierras de las personas y comunidades indígenas y sus derechos de aprovechamiento de aguas.



Sabido es que, para los pueblos originarios de América, la relación con la tierra es muy especial. No es solo jurídica, sino también cultural. Implica una cosmovisión mucho más fuerte en este aspecto en comparación con lo que fue para la cultura española y, después, para la que dominó en Chile. 



En consecuencia, hacer una mención específica a la protección de las tierras de las personas y comunidades indígenas tiene un valor en sí mismo. Porque quiere decir que el Estado les reconoce en forma especial a esos pueblos el derecho de propiedad.



Además, el Convenio Nº 169 les extiende una serie de derechos respecto de los territorios indígenas, que pueden no ser ya de su propiedad conforme a la ley vigente.



Lo mismo vale con relación al aprovechamiento de las aguas, cuestión que para nada va en contra de lo establecido por la Ley Indígena en lo referente a la forma en que aquel se lleva a cabo, en especial, para las comunidades atacameñas del norte del país.



Señor Presidente, esperamos que la Sala del Senado apruebe por amplia mayoría el proyecto de reforma constitucional y que este vuelva a la Comisión para mejorar su redacción.



Con respecto a la elaboración de su texto, cabe señalar que se escuchó la opinión de 50 -quizá un poco más- organizaciones indígenas de todo Chile. Muchas de ellas -hay que reconocerlo- aspiraban a una redacción diferente, en la cual no había necesariamente acuerdo entre una comunidad y otra o entre un representante indígena y otro, y que poseía connotaciones que van más allá de lo que aquí se establece.



Sin embargo, hago presente que la Comisión llevó a cabo al menos tres sesiones para escuchar a los representantes de tales comunidades.



El Gobierno, por su parte, está dispuesto a mejorar la propuesta y, si es necesario, a impulsar una consulta mayor a nivel nacional para lograr contar con el insumo de las opiniones de las comunidades indígenas y de los representantes y las personas que pertenecen a las diferentes etnias del país. Para ello, estamos muy dispuestos a buscar la fórmula que sea más adecuada. Nadie quiere hacer esto entre cuatro paredes. 



Resulta obvio que, al final, se escuchará lo que haya que escuchar; pero, en una sociedad democrática como la nuestra, el que decide es el Parlamento.



Y cabe tener presente que la totalidad de los Diputados y la mitad de los Senadores pronto irán a buscar el voto de todos los habitantes de Chile y, también, el de los pueblos indígenas. Por lo tanto, lo que se decida en esta materia seguro se considerará al momento de la votación en las próximas elecciones.



En consecuencia, señor Presidente, no me queda más que esperar que el proyecto en discusión se apruebe; que se aumente la participación y se escuche a todos, y, finalmente, que se busque la redacción jurídica más adecuada para terminar con una injusticia histórica, que se arrastra ya por tanto tiempo.



Gracias, señor Presidente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, a propósito del proyecto en debate, me di a la tarea de testear el sentimiento de las organizaciones que han surgido en el mundo de nuestros pueblos originarios.



Me fue pésimo. No encontré una sola que estuviese a favor.



En vista del fracaso, opté por pedir la opinión de los representantes del sector en la CONADI. Ahí me enteré de que 8 consejeros entregaron una carta dirigida a la Presidenta Michelle Bachelet, en la que le solicitan que retire la “suma urgencia” al proyecto, puesto que no ha sido consultado ni sometido a los trámites que ordenan los tratados internacionales de pueblos indígenas.



Entonces, a la luz de este cuadro tan negativo respecto de la iniciativa, me pregunté quiénes están contentos. Y caigo en la conclusión de que los únicos que se muestran exultantes son los “huincas” Allamand, Cantero, Espina, García y Romero.



Esto, obviamente, plantea un hecho digno de ser meditado con tranquilidad.



Los mencionados Senadores pasarían a ser algo así como los “nuevos conquistadores”, pero en “cabalgaduras” cuatro por cuatro climatizadas y de doble cabina.



En fin, señor Presidente, esta reforma constitucional que nos convoca solo reconoce en teoría a los pueblos indígenas, por cuanto impide que estos adquieran derechos concretos en lo relativo a la propiedad comunitaria sobre las aguas y la tierra.



El proyecto define a la nación chilena como “una, indivisible y multicultural”. Y si bien reconoce la existencia de los pueblos indígenas en el territorio, no les concede mayor relevancia jurídica.



En la iniciativa, la parte referida a derechos y protección de las tierras y aguas otorga alcances que están por debajo de los estándares establecidos en el Convenio Nº 169 de la OIT y de las expectativas y demandas indígenas.



El texto refundido excluye a los pueblos indígenas como titulares de Derecho. Les reconoce a sus comunidades e integrantes el derecho a participar en la vida de la nación, pero solo en la forma establecida por el ordenamiento jurídico nacional. Esto constituye un límite para su real participación. 



El derecho a participar que se desprende de la iniciativa no incluye a los pueblos, sino a un número significativo de unidades menores, que no corresponden a sus instituciones representativas, de acuerdo a sus tradiciones y cultura.



Tampoco los reconoce como sujetos políticos, sino como mero dato de su presencia en Chile, sin mayor relevancia jurídica.



Se comprometió un cambio de enfoque, desde uno centrado en políticas públicas, programas y proyectos diversos, a otro constitutivo de derechos y mayor participación de sus titulares en el destino de sus vidas.



En el mundo indígena solicitan el retiro de este nuevo proyecto o, al menos, que no se discuta bajo presión ni con la premura a que se ha sometido. Sostienen que no se puede seguir adelante sin convocar a un diálogo efectivo, que incluya a sus representantes, para que se obtenga el reconocimiento constitucional de su existencia y derechos. 



En ese sentido, valoro lo que acaba de señalar el Ministro señor Viera-Gallo, en el sentido de que el Gobierno estaría dispuesto a ampliar el espectro, el universo, la extensión de la consulta, con el propósito de brindarle a esta reforma, tan emblemática y bajo escrutinio internacional, las opiniones de todas las partes interesadas.



La propuesta adolece de errores de forma y de fondo, incluso desde la perspectiva de los derechos humanos, que es la que se asume desde el mundo indígena.



De partida, como ha quedado de manifiesto, se elaboró sin consultar a los beneficiarios. Y establece una serie de limitaciones que restringen los derechos de los pueblos originarios contenidos en el Convenio Nº 169 de la OIT y en la Declaración de las Naciones Unidas. 



En los hechos, de acuerdo a lo que advierto en el sentimiento de la gente involucrada en forma muy profunda en el trámite del proyecto, con la aprobación del Convenio Nº 169 efectivamente se dio no uno, sino dos o tres pasos adelante. Pero, luego, en un giro propio de un ritmo tropical, se retroceder lo mismo o más. Ello porque, desde el punto de vista de los derechos, los logros alcanzados en el citado Acuerdo de la OIT son subsumidos en una propuesta constitucional que se ocupa muy especialmente de anular toda conquista en la dirección a que apunta el Convenio referido.



La supeditación de un tratado multilateral a la ley doméstica, vulnera el Derecho Internacional. El artículo 6 del Convenio otorga a los pueblos interesados el derecho a ser consultados. Pero en esta reforma constitucional eso no se respeta.



Al no existir un reconocimiento de valor internacional y constitucional, la situación indígena continuará como hace 200 años; esto es, en un eterno conflicto.



La aprobación del Convenio N° 169 de la OIT por parte del Senado -como ya mencioné- apuntaba a que por fin se reconocerían los derechos reales a nuestros pueblos originarios. Sin embargo, el proyecto en debate, curiosamente, se empeña en ir en la dirección contraria. En consecuencia, debería ser objeto de indicaciones a fin de tener un texto que garantice el reconocimiento verdadero de los derechos colectivos.



Señor Presidente, creo que no podemos dejar pasar esta oportunidad. Las circunstancias, pero sobre todo el contexto internacional, nos obligan a ir a un reconocimiento efectivo de los derechos de nuestros pueblos originarios. Hasta ahora no pueden sentir una identidad plena. Les son ignorados y muchas veces atropellados derechos ancestrales. Respecto de ellos, han emprendido una lucha que genera focos de conflicto en determinadas zonas del país. Y eso crea una imagen externa muy negativa para el Estado chileno.



A mi juicio, el conflicto con las etnias y su repercusión en diversos foros más allá de nuestras fronteras crean condiciones para que todo avance que se logre en campos importantes se vea perjudicado a raíz de la muy negativa visión que hoy se tiene en el mundo acerca de aquellos países que no son capaces de asimilar como corresponde su propia historia.



Quienes le dan vuelta la espalda al pasado y pretenden mirar el futuro pero sin hacerse cargo de los problemas que heredamos están mal enfocados y no conseguirán jamás la paz social que todos anhelamos; el progreso sustentable en que nos esforzamos, y, desde luego, la pertenencia a una nación que pueda mirar con dignidad a sus vecinos y al resto del mundo.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el motivo de esta reforma constitucional dice relación a una realidad compleja y difícil que afecta a los pueblos indígenas de nuestro país.



Quizás parte de las dificultades para llegar a un acuerdo constitucional -que se refiere a un ámbito específico- se confunda con la legítima inquietud de que, desde muchos puntos de vista (social, económico, político, cultural, entre otros), la realidad de la población indígena en Chile es extremadamente delicada y, en algunos aspectos, muy negativa. Porque las carencias que afectan a dicho sector, por razones de distinta naturaleza, son muchas y especialmente graves en materia de educación, salud y empleo.



¿Cómo se enfrentan esas situaciones?



En nuestro medio hay una evaluación negativa de cómo se ha ido aplicando la Ley Indígena, que es el antecedente jurídico fundamental. Pero también hay un juicio crítico acerca de las políticas públicas que ha venido desarrollando el Estado durante las últimas dos décadas. Porque al final aquellas, por basarse en criterios asistencialistas y de discriminación positiva, no han apuntado a la raíz del problema ni han resuelto las dificultades.



Pienso que a la postre esas políticas, lejos de resolver sus problemas, han perpetuado la condición de pobreza en que vive la gran mayoría de nuestros pueblos indígenas. Y me parece que eso ha de ser enfrentado con realismo y con políticas adecuadas.



De acuerdo con el último censo, el porcentaje correspondiente a etnias o pueblos indígenas alcanza a 4,6 por ciento de la población. El mayor grupo lo constituyen los mapuches, quienes representan 87,3 por ciento del total, seguidos de aimaras, atacameños, quechuas, rapanuí o pascuenses, collas, alacalufes y yámanas, en proporciones menores, y todos ellos se encuentran concentrados en algunas Regiones.



Desde el punto de vista de la pobreza y de la indigencia, dichas etnias presentan una situación socioeconómica más deteriorada que la del resto de la población. Según la encuesta CASEN, cuando la pobreza del país era de 20,6 por ciento, en los sectores indígenas llegaba a 32,2 por ciento. Y cuando la indigencia general alcanzaba 14,7 por ciento, en el sector indígena rural ascendía a 36,1 por ciento.



En materia de ingresos -a la luz de los mismos antecedentes-, la mayoría de las familias que declararon pertenecer a una etnia se ubican en los quintiles más bajos.



En cuanto a su nivel educacional, las personas que pertenecen a las etnias también presentan disparidades negativas respecto del resto de la población.



Dicha situación es la que, a mi juicio, constituye una deuda social de Chile, la que debe asumirse en distintos planos y con diferentes instrumentos, políticas y respuestas.



Algunas se pueden realizar a nivel constitucional. Pero el grueso de ellas se tiene que lograr por otros caminos que ayuden, a través de políticas públicas, a la superación de la pobreza, a garantizar una mayor igualdad de oportunidades, a mejorar sustancialmente la calidad de la educación, a garantizar para los pueblos indígenas un desarrollo socioeconómico acorde con la realidad del país, con igualdad y armonía, con un mayor reconocimiento y mejores canales de participación y, en especial, con un fomento de las culturas indígenas, que están perdiendo su identidad.



De acuerdo con un trabajo del Centro de Estudios Públicos, de julio de 2002, que abarcó todo el país, solo 16 por ciento de quienes declararon pertenecer a la etnia mapuche habla mapudungún. Esto resulta muy complejo y delicado, porque, si el análisis es exacto, ello reflejaría que se está perdiendo lo esencial en una etnia: su lengua. Y nosotros debemos procurar que la mantención y preservación de los pueblos indígenas vayan acompañadas de la conservación de su lengua. Eso ciertamente dará la potencia y la fuerza que requiere la preservación cultural.



Por lo tanto, para enfrentar esta realidad, que resulta compleja, no se puede pensar que un mecanismo vaya a resolver todas las dificultades que muy someramente he señalado.



Por lo mismo, creo que es un paso muy significativo el que se está dando con esta reforma constitucional, que, en un nuevo artículo 4º -el actual dispone que Chile es una república democrática, que se mantiene y se intercala en el artículo 5º, el cual desarrolla la soberanía y cómo es su ejercicio en el país-, abre un espacio, un nicho en un capítulo que es esencial dentro de nuestro ordenamiento constitucional: el de las Bases de la Institucionalidad. No se trata de un precepto cualquiera de una ley cualquiera. Es una norma de política fundamental del país, y está inserta en un capítulo que, además, exige para su aprobación o reforma un quórum mucho más alto que el que requieren otras disposiciones constitucionales. Eso da cuenta desde ya de un compromiso y una prioridad importantes.



¿Cuáles son las nociones de dicho compromiso?



La primera dice relación a la nación chilena, la cual, como tal, nos integra a todos, cualquiera sea nuestro origen, cualquiera sea la razón por la cual habitamos esta tierra, cualquiera sea el lugar de nacimiento o cómo nos hemos integrado a ella a lo largo de la historia. Por eso, se dice con razón que la nación es una e indivisible, pero multicultural, lo que refleja, en armonía y en complementación, las realidades nacionales. Una sola nación, pero muchas culturas que la integran, sin superioridad de ninguna de ellas, configura el Chile de todos.



Y enseguida están los tres grandes aspectos que, según refería el Ministro señor Viera-Gallo, contiene la reforma.



El primero de ellos trata de algo abordado en muchas reuniones en que me ha tocado participar con los más variados grupos indígenas del país, en particular cuando se intentó incorporar una norma en tal sentido en el proyecto de reforma del año 2005, que no logró acuerdo ni entendimiento. Se refiere a la existencia de los pueblos indígenas a nivel constitucional. Porque nuestro ordenamiento jurídico, a través de la Ley Indígena, los tiene reconocidos desde hace ya algunas décadas. Pero un reconocimiento a nivel constitucional como el de ahora, en su forma y redacción, apunta a la aspiración central que se ha venido planteando: reconocer a los pueblos que habitan el territorio nacional.



Al mismo tiempo, se otorga un derecho especial a sus organizaciones, a sus comunidades y a todos sus integrantes, destinado a lo más central que ha de consagrar  nuestra Constitución: la conservación, el fortalecimiento y el desarrollo de la identidad cultural, de los idiomas, de las instituciones y de las tradiciones de cada uno de nuestros pueblos indígenas.



Finalmente, se concede un reconocimiento explícito a la participación en todos los ámbitos (económico, social, político y cultural), en la forma que establezca el ordenamiento jurídico nacional. No podría ser de otra manera. No es posible, para propiciar esa participación, validar instrumentos jurídicos de otro país. Y, si no fueran instrumentos jurídicos, tampoco poseerían validez, pues carecerían de carácter imperativo.



Por lo tanto, el planteamiento que recoge el inciso segundo de la norma propuesta me parece que logra resolver con acierto los problemas centrales, dentro de lo que se puede hacer. Porque, de lo contrario, entramos en una situación especialmente compleja.



Y el inciso tercero no hace más que refrendar lo dicho en el anterior, especificando cómo se pueden desarrollar las instituciones, esa vida social propia de nuestros pueblos, dentro de un ordenamiento que al final es uno solo. Dice: “Los pueblos indígenas podrán organizar su vida de acuerdo a sus costumbres,”. 



Por lo tanto, podrán desarrollar las institucionalidades que correspondan siempre que ello no contravenga a  la Constitución ni a las leyes.



Y aquí hay un punto que me parece que también es muy importante y que se refleja también en el Convenio 169, a que se han referido ya varios de quienes me han precedido en el uso de la palabra, para entender que la expresión “pueblos indígenas” no busca ni procura garantizar derechos de autodeterminación que pudieran diferenciar el ordenamiento vigente en el país, generando -por así decirlo- situaciones distintas (Estados dentro del Estado), porque eso complotaría o atentaría contra este concepto de unidad, de igualdad, que procuramos asegurar. Pero da  espacio para que estas costumbres puedan desenvolverse y que en muchas cosas no sean incompatibles con nuestro ordenamiento constitucional o legal.



En consecuencia, se logra el objetivo sin romper ese aspecto. Y es muy importante para la historia de la ley que así se interprete  y no se le dé a la expresión “pueblos indígenas” una noción distinta, que en el ámbito del  Derecho Internacional se le ha dado por algunos que procuran -en otras realidades, probablemente- objetivos distintos a los que serían razonables en nuestro país.



Pero no es eso todo lo que hace esta reforma. Hay otro elemento que me parece muy esencial y que tiene que ver con una propuesta que nosotros habíamos impulsado en algún momento sin éxito, pero que se ha recogido en esta proposición de reforma, cual es la que se agrega en el número 2º del artículo 19. 



Tal disposición establece la igualdad ante la ley. Y se ha ido especificando por distintos motivos. La última reforma que sufrió fue para asegurar que “hombres y mujeres” son iguales ante la ley. A esa norma, reformada hace no muchos años para incorporar la frase entrecomillada, se agrega la expresión “cualquiera sea su origen étnico o racial”, para cerrar con “son iguales ante la ley.”.



Yo quiero rescatar la importancia de esa disposición, que probablemente muchos pasan por alto sin considerar todo lo que significa su valor y su impacto en la vida cotidiana de los pueblos indígenas.



¿Por qué lo digo y subrayo? Porque la consecuencia directa que tiene aprobar tal texto en este artículo permite la aplicación del recurso de protección, reglamentado en el artículo 20 de la Constitución.



El de protección es quizás la mayor innovación dentro de los recursos que protegen los derechos garantizados por la Constitución en nuestro tiempo.



Este artículo nos va a asegurar que esa igualdad se haga efectiva. Uno podría decir que ya estaba, y que efectivamente la discriminación de que pudiese haber sido objeto alguien por razones étnicas o raciales -o como antes entre hombres y mujeres- estaba subentendida dentro de la norma. Sin embargo, el hacerlo explícito garantiza algo que es muy trascendente.



Señor Presidente, esto tiene una importancia muy relevante, porque normalmente la visión que se tiene de los pueblos indígenas es que ellos viven o están ubicados fundamentalmente en algunos sectores o regiones rurales. 



Sin embargo, los censos demuestran otra realidad. Un 80 por ciento, por ejemplo, de quienes se han autodeclarado indígenas en los censos, viven en áreas urbanas y el 50 por ciento de ellos reside en la Región Metropolitana. Y, por lo tanto, el habitar en áreas urbanas grandes o  particularmente la mitad de ellos en la Región Metropolitana, hace que su reconocimiento sea más complejo y difícil. Porque cuando se trata de una Región, como la de La Araucanía, muchas comunidades mapuches, indígenas, en sectores rurales o urbanos, pueden hacer oír con más fuerza su voz o tener con más claridad un reconocimiento. Por la significación que poseen desde muchos puntos de vista, cualquiera discriminación se hace rápidamente visible.



Pero no ocurre lo mismo cuando se trata de una situación en una ciudad gigantesca, como Santiago, con más de seis o siete millones de habitantes, en que las discriminaciones pueden ser más hipócritas respecto de muchos. Aquí se está buscando un recurso que explícitamente garantiza -aunque se podría señalar que se subentendía que existía- un reconocimiento y una protección, la cual, para mi gusto, tiene especial fuerza.



Y, finalmente, esta reforma, señor Presidente, hace explícito, en el número 24º del artículo 19, a través del cual se regula el derecho de propiedad, el de aprovechamiento de aguas en un apartado especial para las personas y comunidades indígenas en lo que corresponde.



Se protege, de acuerdo a esta norma, “la propiedad sobre las tierras de las personas y comunidades indígenas y sus derechos de aprovechamiento de aguas conforme a lo establecido en la Constitución y las leyes.”, como a cualquier otro particular que ha obtenido logros por ese camino.



Por lo tanto, creo que con esa norma -como todas, siempre perfectible-, se está dando un paso especialmente valioso e importante. Y quizás la necesaria o la razonable búsqueda de una solución integral a los problemas de los pueblos indígenas a que antes me refería no se agote con esta reforma constitucional. Pero cada cosa tiene que resolverse con su instrumento.



Por eso, para lo que aquí se busca -preservar el sentido de la nación, pero aceptando la multiculturalidad-, el asegurar a estos pueblos, en conformidad a la Constitución y a la ley, el reconocimiento de sus derechos -entre ellos, el de propiedad y de aguas en  particular- implica un avance significativo. Los demás asuntos quedarán pendientes, pero serán motivo de otras políticas que en su momento se aplicarán.



Por eso, votaremos que Sí a esta reforma constitucional.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, represento a la Región de La Araucanía, en donde viven aproximadamente 50 mil familias indígenas.



En verdad en el debate de esta materia se dicen muchas cosas, pero no siempre ellas están de acuerdo con la realidad que aquellas viven.



Sé que desde el año 1990 hasta la fecha, ha habido avances indiscutibles -no se pueden negar ni desconocer-, como los hechos por los Gobiernos de Patricio Aylwin, del actual Senador Frei Ruiz-Tagle, de Ricardo Lagos y, por supuesto, de la Presidenta Michelle Bachelet.



Este es un asunto muy delicado. Fíjense los señores Senadores que hoy prácticamente la mayor población indígena, o más del 50 por ciento de ella -algunos dirán en buena hora-, se halla en la Región Metropolitana. 



En la Región de La Araucanía, donde se encuentra la más numerosa, aproximadamente el 47 por ciento del total de los indígenas es mapuche.



La pregunta que uno tendría que hacerse es por qué han dejado sus reducciones. ¿Por qué han vuelto la espalda en alguna medida al concepto mapuche, que significa hijo de la tierra? ¿Será porque han perdido tal identidad? ¿O porque las políticas desarrolladas por los Gobiernos, los de la Concertación e incluso los anteriores a ella -a pesar de los adelantos-, han sido más en teoría que en la práctica?



Hablar de la pobreza indígena -muy superior a la urbana- desde una oficina o desde un estudio que cuenta con elementos técnicos, resulta absolutamente más digerible que comprobarla constante y permanentemente en los sectores que representamos los Senadores de la Región de La Araucanía.



Se trata de un pueblo que tiene una tradición histórico-guerrera, como señala “La Araucana”, pero que es dócil y pacífico, yo diría hasta los extremos. Muchas veces a los mapuches se los ha querido calificar de terroristas, concepto que podría aplicarse a un porcentaje minúsculo de ellos. Pero de las 50 mil familias a que me referí les garantizo que el 98 ó 99 por ciento trabaja en las condiciones que la sociedad huinca les otorga, respetando el Estado de Derecho; sus miembros son buenos vecinos de la gran mayoría de los terratenientes o agricultores “huincas”, como ellos les llaman, y han llegado a una relación bastante civilizada, diría yo, con las empresas forestales, que cada vez van secando, succionando, las aguas de sus vertientes, el caudal de sus ríos, matando la ecología, el ambiente.



Si uno mira hoy día La Araucanía, verá que no es la misma que conocimos hasta hace un tiempo, por el reinado de los eucaliptos y de los pinos, porque estos últimos toman más de 100 litros de agua, y los primeros, más de 140 litros, como lo he señalado en más de alguna oportunidad en el Senado. Por eso, los eucaliptos son el arma que ocupan países como Australia para, precisamente, secar los pantanos que existen en ellos. 



En la Región de La Araucanía los cordones agrícolas son cada día menos. Es cosa de darle una mirada desde el aire. Antes su paisaje era brillante, por la espiga de nuestros trigos y cereales; hoy prima el verde de los árboles, riqueza nativa que es arrancada para ser llevada a las empresas forestales sin dejar absolutamente nada en los lugares de donde ella emerge.



No he preparado ningún discurso, estimados colegas.
El señor ÁVILA.- ¡Mire…!

El señor MUÑOZ BARRA.- Simplemente, estoy hablando con el conocimiento que implica haber residido toda mi vida en la Novena Región y haber compartido muy de cerca con las comunidades indígenas en forma permanente y sistemática, en un coloquio que ha permitido que sus miembros cuenten sus aspiraciones, sus problemas, tal como, indudablemente, lo han hecho otros señores parlamentarios. En ese sentido, no quiero arrogarme un cumplimiento de lo que nuestro mandato señala.



Perdonen que diga que tengo desconfianza en esta modificación, aunque lleve una buena intención por parte de sus autores.



Miraba, por ejemplo, el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, donde figura una cantidad inmensa -dos páginas completas- de agrupaciones que habrían concurrido a dicho órgano técnico. Deben de aparecer más de un centenar de instituciones. Pero me llama la atención que en el documento remitido a la Sala no haya una sola palabra de lo que opinaron esas entidades.



Primera vez, señor Presidente, que veo un informe en que se detalla quiénes asistieron a las sesiones sin que al mismo tiempo se consigne una sola línea de lo que cada invitado dijo acerca de lo allí tratado. 


Aparecen, por supuesto, los ministros; los subsecretarios; los directores de diversos servicios; Wilson Reyes; Álvaro Marifil; el Director Regional de Magallanes de la CONADI, señor Nelson Aguilera; los consejeros tales y cuales. Podría estar media hora citando a las personas que concurrieron.



Pero, bueno, ¿se fueron a sentar solamente?; ¿participaron?; ¿dijeron algo? Y si participaron y dijeron algo, ¿por qué razón, señor Presidente, el documento no indica lo que ellas plantearon?



Para mí, este es un informe absolutamente inconcluso.
El señor NOVOA (Presidente).- Le van a dar una explicación, señor Senador.

El señor MUÑOZ BARRA.- El señor Secretario me señala que hay un anexo, pero este tampoco contempla la opinión de quienes participaron en la Comisión.



¿Qué establece la Constitución? Un sinfín de derechos. Dispone, por ejemplo, que “El expropiado podrá reclamar de la legalidad del acto expropiatorio ante los tribunales ordinarios y tendrá siempre derecho a indemnización por el daño patrimonial efectivamente causado, la que se fijará de común acuerdo o en sentencia dictada conforme a derecho por esos tribunales”.



¿A qué se refiere? A la propiedad, a su uso, goce, etcétera. Pero, ¡por favor!, los que vivimos en la Región lo sabemos: ¿Cuándo un campesino o una familia mapuche ha sido capaz de ganar un juicio en los tribunales? 



--(Manifestaciones en tribunas).



Efectivamente, como señalan algunas voces provenientes de las tribunas: ¡nunca! Porque ellos no tienen la asesoría necesaria. A lo máximo, uno o dos abogados “huachos” en la CONADI, que no tienen siquiera cuatro o cinco minutos para escuchar los problemas de los comuneros indígenas.



¡Esa es la verdad!



Si alguien cree, con buena intención -yo no estoy calificando nada-, que este proyecto de reforma constitucional, elaborado por un prestigioso grupo de parlamentarios de la Oposición y que hizo suyo el Gobierno, va a atenuar las dificultades existentes en las comunidades indígenas para que haya un efectivo reconocimiento de sus pueblos, está profundamente equivocado. Lo que hará será aumentar el concepto o intención de rebeldía de otras familias campesinas mapuches de la Región. Es decir, no solucionará prácticamente nada.



Se ha llegado al extremo de hacernos creer que los comuneros indígenas serán indemnizados cuando se liciten o se adopten otros mecanismos respecto de las riquezas situadas en el subsuelo de sus tierras -metales, petróleo, hidrocarburos-. Está claro que todas esas riquezas pertenecen al Estado. Pero, ¿de qué indemnización me hablan, cuando las comunidades indígenas viven en dos o tres hectáreas de terreno? ¿Cuánto van a recibir? 



Hoy, la cantidad de territorio que le corresponde a cada mapuche no alcanza a una hectárea. ¡Y más encima se les quiere exigir que sean productivos, que logren rendimientos económicos!


Esto, realmente, o es un chiste, o es una farsa. Yo me he encontrado con buenos agricultores, poseedores de 600 ó 700 hectáreas de terreno, endeudados hasta la coronilla y que no pueden pagar créditos que pidieron para aplicar tecnología y desarrollar sus campos. Y resulta que ahora estamos diciendo que con este proyecto y otros se producirá un real proceso de desarrollo para nuestros indígenas.



¡No es así!



¡Los campesinos van a seguir marcando el paso! 



¡Los campesinos van a seguir desarrollándose conforme a lo que les entrega el INDAP! 



No podrán alcanzar mayor proyección, por el robo grosero que hace el famoso programa Orígenes, que deja el 80 por ciento de los recursos en manos de algunos entes asistenciales. En el último caso conocido, los agricultores, después de cuatro años, no tocarán más de 500 mil pesos de un total aproximado de 59 millones de dólares.



Aquí no ha habido una política armónica; no ha habido una política coherente; no se ha conversado. Y si el pueblo mapuche ha sido oído en las oficinas de Santiago, no significa que se haya tomado en cuenta su tremendo dolor, su amargura y su frustración.


¡Se hace como que se les escucha, pero no se resuelven sus problemas!



Y hemos llegado a extremos, señor Presidente. El proyecto habla de que ellos serán propietarios de derechos de agua. Así lo deja entrever uno de sus artículos. 



¡De qué derechos de agua me hablan si en la Región de La Araucanía hay un millón 500 mil metros cúbicos de agua por segundo -volumen equivalente a la pasada de 20 ó 30 veces el caudal de las aguas del río Cautín bajo su puente- en manos de 300 personas!


Y Sus Señorías han de saber que en el invierno más de 100 mil comuneros no tienen agua, no solo para sus animales, sino también para ellos mismos. Para ayudar a esas familias, se les debe llevar agua extraída de ríos contaminados, infectados, en camiones aljibes.



Por eso, yo siento angustia y pena por estar tramitando una reforma constitucional sobre reconocimiento de los pueblos indígenas que, aunque consta de cuatro numerales, no resuelve los problemas de las familias indígenas de nuestra región.

El señor LARRAÍN.- ¡Por eso vamos a cambiar el Gobierno!

El señor MUÑOZ BARRA.- No sé. ¡Ustedes también tuvieron la oportunidad de dar una solución en los 17 años del General Pinochet y realmente no se hizo mucho en ese sentido!

El señor LARRAÍN.- ¡Conteste con seriedad!

El señor MUÑOZ BARRA.- Como Su Señoría me ha lanzado una pulla, yo le respondo, con mucho respeto, que en esta materia hay una responsabilidad histórica, diría yo. 



Entonces, mejor hablemos de la historia de nuestro país, que en más de cien años…

El señor LARRAÍN.- ¡Ustedes llevan más de 20 gobernando!

El señor NOVOA (Presidente).- Ruego evitar los diálogos, señores Senadores.

El señor MUÑOZ BARRA.- Decía que en más de cien años no es tanto lo que se ha entregado a los grupos indígenas.



Hoy, quiero felicitar a mis Honorables colegas de la Alianza por Chile.

El señor ÁVILA.- ¡Bien…!

El señor MUÑOZ BARRA.- ¡Por supuesto! ¡Al César lo que es del César…!

 

Los Senadores de la Derecha elaboraron gran parte de este proyecto, el cual fue recogido y aceptado por el Gobierno. Se ha traído hasta esta Sala, y ahora nos encontramos frente a la obligación de decir “sí” o “no”.



En efecto, algunos sectores van a señalar que los Senadores de la Concertación votamos en contra del reconocimiento de los pueblos indígenas. Pero la verdad es que la iniciativa efectúa modificaciones que no van al fondo del problema, que no significan un verdadero reconocimiento y que solo plantean determinado tipo de generalidades.



Quiero expresar con mucho respeto que, cualquiera que sea el efecto político que tenga que pagar en este sentido, pero con la convicción de conocer a las familias campesinas mapuches, no voy a votar a favor. Me voy a abstener, porque mi rechazo podría ser malinterpretado, aun cuando quedo con angustia en mi corazón por el hecho de saber que esta es otra iniciativa que solo maquilla un tanto el problema que están viviendo las 50 mil familias indígenas de La Araucanía.



He dicho.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en verdad, asistimos a un debate que se aproxima a cumplir 19 años en el Parlamento.



Por cierto, la iniciativa de un grupo de Senadores de la Oposición, encaminada a incorporar este tema en la discusión, podría ser digna de mérito, en cuanto, efectivamente, se trata de un asunto que es necesario debatir.



No obstante, el punto expresado por el Honorable señor Muñoz Barra en relación a que en el informe no consta ni una opinión de los invitados no se subsana con el anexo hecho llegar por la Mesa. En realidad, se trata de documentos de la Biblioteca. No existe allí -como digo- una sola opinión.





Entonces, como no tuve oportunidad de participar en el debate en la Comisión, no puedo saber hoy qué dijo la comunidad lafquenche, la huilliche; qué señalaron los institutos de investigación, de cualquier tipo, ni qué plantearon las autoridades de Gobierno. Solo se consigna el punto de vista de los Senadores, quienes, mayoritariamente, corresponden a los que patrocinaron el proyecto.



Así, queda limitada la posibilidad de que esta Corporación discuta el tema debidamente informada. Por ende, este proceso de debate se halla absolutamente viciado. Y lo digo con toda claridad: viciado.



Los Senadores no hemos tenido ninguna oportunidad de conocer el parecer de las comunidades indígenas invitadas. Al calor de este proyecto, se ha omitido, se ha cercenado o, digámoslo abiertamente, se ha censurado la opinión de dichas comunidades. Repito: solo aparece en el informe el punto de vista de los autores de una de las iniciativas, lo cual significa un poco jugar “ocultando las cartas”.



Señor Presidente, yo solicito formalmente a la Mesa que averigüe por qué el documento que tenemos en nuestros escritorios no contiene la opinión de los invitados.



Cuando fui Presidente de la Comisión de Educación, se realizaron audiencias públicas sobre la LGE durante cuatro meses, con más de cien instituciones invitadas. Y ahí están los planteamientos de cada una de ellas, para que el Senado pueda discutir debidamente informado. 



El voluminoso documento que se le ha hecho llegar al Honorable señor Muñoz Barra -lo he visto- contiene los informes técnicos, pero no incluye el parecer de las personas consultadas.



Señor Presidente, mi posición en torno a la forma y el fondo de este proyecto de reforma constitucional -a este “gesto”, como se le ha llamado- debe ponderarse de acuerdo con el actual clima y condición de los supuestos beneficiados.



Se requieren dos tercios para aprobar esta propuesta de reconocimiento.



Siento que se ha carecido del más mínimo debate y, en particular, de la necesaria aplicación de un criterio básico: el consentimiento previo, es decir, el derecho a ser escuchado y a no ser pauteado.



Aquí hay un debate abierto. 



Me parece que la Ministra de MIDEPLAN, Paula Quintana, tiene la mejor de las intenciones respecto al procedimiento para consultar a los pueblos originarios sobre el asunto de contar con parlamentarios indígenas.



No obstante, se trata de un procedimiento normado; o sea, se entregan las preguntas hechas. Y el Convenio Nº 169 es claro en cuanto a que el proceso de consulta debe hacerse de la mano con las comunidades indígenas, con los pueblos originarios, para determinar qué y cómo se va a preguntar. El que se plantea es un test que más bien parece un censo.



Este proyecto de reforma constitucional se ha presentado con urgencia y mediando un procedimiento de total ilegalidad en la consulta indígena que lleva adelante CONADI, cuando ya tenemos un grave conflicto instalado por aplicación de la Ley Antiterrorista a decenas de mapuches detenidos y procesados.



Este debate lo tuvimos también en un momento muy complejo, a propósito de la denominada “Verdad Histórica y Nuevo Trato”, época en que se mantenía presos por una ley especial a los loncos Aniceto Norín y Pascual Pichún.



Recordemos que la Presidenta se comprometió a no aplicar más la Ley Antiterrorista. Me parece adecuado, porque está claro que cuando el Estado quiere resolver los problemas de arrastre, de deuda histórica con los pueblos originarios, no lo logra con carabineros, pues, en definitiva, el resultado de esa política solo arroja mapuches muertos. Por fortuna, ni un policía ni un huinca ha perdido la vida en estos conflictos; solo mapuches.



El año 2007 se gastaron 11 millones de dólares únicamente en mantener a miles de carabineros custodiando los predios forestales de la Novena Región ¡Once millones de dólares! Está en el informe de la institución uniformada.



Lo he dicho diez veces en este Hemiciclo: el total de recursos para comprar tierras indígenas en el mismo período fue de 10 mil millones de pesos. Y se gastaron 5 mil 300 millones -el informe de Carabineros es indesmentible- solo en custodia de los predios forestales, es decir, el 50 por ciento del presupuesto para adquirir tierras y devolverlas, en mi opinión, a sus legítimos dueños, que son las comunidades mapuches.



Hemos dicho que Carabineros sigue utilizando subametralladoras UZI, consideradas armamento de guerra, para custodiar dicho predios en, por ejemplo, Temucuicui y Ercilla. Y se han denunciado varios peritajes en procesos tendientes a esclarecer el origen de los atentados. Nadie está a favor de amparar algún tipo de atentado contra la propiedad privada. Estamos por que actúe el Derecho, pero que lo haga en igualdad de condiciones. Porque, como se ha dicho, aquí hay un sujeto de derecho más vulnerable, situado en una posición más feble y que ha sido avasallado de manera permanente e histórica.



No se trata de evaluar hoy las causas del conflicto indígena. Algunos dirán que el origen de toda la problemática lo constituyen el vestuario, la educación, las condiciones de vida. En definitiva, harán un discurso social. Pero en una reforma constitucional lo que se discuten son derechos políticos, derechos sociales, del mismo nivel que el de los derechos para la subsistencia diaria, que son los que tienen todos los chilenos.



Claramente, los pueblos originarios no quieren renunciar a su cultura; si no, los tendríamos de cuello y corbata.



Visité Rapa Nui este fin de semana. Ahí estaba Alfonso Rapu, líder de la revolución en la década de los sesenta, cuando los indígenas de su etnia eran azotados públicamente; cuando el gobernador firmaba decretos para que no se hablara allí el idioma nativo, y cuando a sus habitantes se los mantenía confinados en Hanga Roa porque el Estado chileno había arrendado a la empresa ovejera Williamson Balfour la totalidad de la isla. 



¡Eso es lo que hacíamos hace no más de 50 años con el pueblo rapa nui!



Por suerte, hubo personas como Alfonso Rapu, como las “nua”, como las ancianas y ancianos del lugar, que se rebelaron contra el Estado chileno, el cual, bajo la premisa de apoyar el desarrollo de los pueblos indígenas, no ha hecho sino someterlos.



Por eso, señor Presidente, siento que este debate, en particular sobre si es necesario efectuar hoy un reconocimiento constitucional, resulta absolutamente indispensable. 



Sin embargo, ¿cuál es el tema fundamental? ¿Se ha consultado a los pueblos originarios? Su opinión ni siquiera se halla consignada en el informe. ¿Se ha preguntado al pueblo huilliche si quiere el puente de Chacao? Les aseguro que la respuesta sería una negación. ¿Se ha consultado a los rapa nui si desean el nuevo aeropuerto o qué forma de vida quieren llevar? Vayan a la isla y sabrán que allí hay opiniones que no han sido recogidas.



No se ha consultado apropiadamente el parecer de los pueblos indígenas acerca del proyecto en debate. Ni la Derecha ni el Gobierno han efectuado ese trámite.



¿Por qué creen que la CONADI está consultando -entre comillas- a los pueblos indígenas? Porque todos saben que el derecho a consulta que se hace sobre las políticas indígenas debe ser ajustado al Derecho Internacional. 



Por eso me preocupa enormemente, Senador Larraín, la opinión que se consigna en el informe de la Comisión de Constitución respecto de que a usted “le parece peligroso que se pueda dar a la expresión ‘pueblos indígenas’ un significado que erosione el esfuerzo de construir una identidad nacional que abarque a todos sus componentes, con los mismos derechos y las mismas obligaciones”.



¿Es la misma identidad nacional que quisimos instaurar en Rapa Nui? ¿A latigazos? ¿Marginando al pueblo rapanui? 



¿Es la misma identidad que queremos para la zona mapuche, para la zona aimara cuando les decimos: “Sí, tienen derechos, porque serán reconocidos por el Estado”, pero no los proveemos ni de una gota de agua para que puedan hacer producir sus tierras?



En el mismo informe se lee: “Entiende Su Señoría” -el Senador Larraín- “que el Convenio N° 169 de la OIT establece que el empleo del término ‘pueblos’ no deberá interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a  los derechos que pueda conferírsele en el derecho internacional”.



La verdad es que hemos dicho que todo convenio o tratado internacional suscrito por Chile es ley de la República. Por ejemplo, el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto de Costa Rica y el conjunto de tratados internacionales sobre la misma materia. 



Sin embargo, el Senador Larraín nos dice que en este Convenio en particular el término “pueblos” no deberá interpretarse en el sentido de que tenga implicancia alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferírsele en el Derecho Internacional. Y esto se agrava porque Su Señoría participó en el análisis del proyecto en la Comisión de Constitución.

El señor LARRAÍN.- ¿Me concede un interrupción, señor Senador?

El señor NAVARRO.- Por supuesto, con la venia de la Mesa. 



¿Es con cargo a mi tiempo, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- No se preocupe, después le daremos un par de minutos adicionales.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- ¡Le agradezco la interrupción, señor Senador, porque sé lo que vale el tiempo…!



Solo quiero precisarle que lo que he dicho es exactamente lo que se consigna en el propio Convenio N° 169 de la OIT: a la expresión “pueblos indígenas” no se le debe dar la acepción que se utiliza en otros ámbitos del Derecho Internacional.



No he hecho más que repetir lo que el mencionado Convenio, que a Su Señoría le gusta y que cita profusamente, está preconizando.



En ese espíritu, me parece bien emplear la expresión “pueblos indígenas”. Pero si eso dará pie para que cada uno de estos quiera tener un Estado dentro del Estado, considero que sería altamente inconveniente para Chile y para los propios pueblos indígenas que forman parte de la unidad nacional.



No pretendo nada más que eso. Y solicité intervenir solo para aclarar tal concepto. 



Gracias, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Recupera el uso de la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, esa materia será parte del debate. 



Sólo quiero poner los ejemplos del pueblo sami en Noruega y del pueblo maorí en Nueva Zelanda. 



Ojalá pudiéramos traer a Parekura Horomia, Ministro de Asuntos Maoríes de Nueva Zelanda, a quien conocí en uno de los viajes de la Presidenta Bachelet. 



Ojalá pudiéramos ver cómo los maoríes, que conforman el 16 por ciento de la población actual de Nueva Zelanda, administran el 66 por ciento de la pesca y las plantas geotérmicas en sus territorios ancestrales. 



Lo mismo ocurre con el pueblo sami, al que se le ha conferido la autonomía política y administrativa sobre casi un tercio del territorio de Noruega. 



Por ello, pienso que en esta materia existen muchos fantasmas.



Lo que están buscando los pueblos originarios en Chile es que se les reconozcan, de verdad, sus derechos colectivos. Que no solo se establezca que existen y que tienen derecho a la tierra y el agua, para que después se les nieguen ambas cosas. 



En el caso de la tierra, tal como lo he dicho, resultan insuficientes los montos de inversión y hay que apresurar el trabajo de la Ministra y de la CONADI.



Y en materia de agua, señor Presidente, tenemos el salar de Llamara en Iquique, Primera Región, que está siendo saqueado por las empresas mineras, secándose, con efectos absolutamente irreversibles.



El Convenio N° 169 de la OIT y la Declaración de Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas son importantes y ambos instrumentos contienen elementos que la nación chilena debiera adaptar.



Por suerte hoy día tenemos una política de borde costero para los pueblos indígenas. Pero aún la deuda es grande con ese sector.



Y en medio de este panorama de represión y desmantelamiento de los derechos indígenas se le da urgencia a la iniciativa que nos ocupa, sin atender la opinión de los pueblos indígenas. Capitis diminutio: la mejor fórmula. Es decir, se les considera discapacitados para el ejercicio efectivo, como ciudadanos chilenos, de sus derechos.



Además, con esta propuesta se desmantelan los tratados suscritos por Chile, incluido el Convenio N° 169. Se amordaza la Declaración sobre Derechos de los Pueblos Indígenas. 



Señor Presidente, las denuncias sobre esta materia no solo provienen del ámbito interno: se oponen al actual texto todos los consejeros indígenas de la CONADI y organizaciones como Identidad Territorial Lafkenche, Consejo Nacional Aymara y muchos otros, que lo han puesto de manifiesto mediante declaraciones que han hecho llegar a los señores Senadores; sino también de conocedores del tema indígena en el concierto internacional.



Bartolomé Clavero, miembro del Foro Permanente de Naciones Unidas para las Cuestiones Indígenas, ha señalado:



“Lo primero que reconoce el proyecto de reforma constitucional de reconocimiento de los pueblos indígenas no es precisamente a estos, sino a ‘la Nación chilena’ como ‘una, indivisible y multicultural’”. Es decir, se reafirma lo que hemos manifestado aquí. Se dice que queremos reconocer a los pueblos originarios, pero partimos señalando: “La Nación chilena es una, indivisible y multicultural”.



Continúa Clavero: “Lo segundo que reconoce tampoco es a los pueblos indígenas como sujetos políticos, sino a los mismos como mero dato de presencia en Chile sin mayor relevancia jurídica y a sus comunidades y personas como sujetos, estos sí y solo estos, de derechos: ‘El Estado reconoce la existencia de los pueblos indígenas que habitan su territorio y el derecho de sus comunidades, organizaciones e integrantes’”. 



¡Si ese derecho se lo confiere la Constitución Política a todos los chilenos! 



Aquí estamos hablando de un reconocimiento de carácter especial, tal como lo establece el Convenio N° 169, y no de un derecho que la Carta Fundamental asigna a todos.



Señor Presidente, el sometimiento de los derechos indígenas a esta ley en proyecto traerá más problemas que soluciones, más agitación que paz.



Entonces, debemos darnos el tiempo necesario para, de verdad, consultar a los pueblos originarios. Y nadie se opondrá a eso. 



Los problemas comenzarán si el Senado aprueba el proyecto en debate sin la debida consideración de la opinión entregada por múltiples entidades y pueblos originarios.



Esta situación ya despierta alarma a nivel internacional y, por cierto, en nuestro país. Se trata del caso más audaz de que se tenga noticia, de una reacción del Estado ante la proclamación de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Hay un blindaje constitucional respecto de derechos que muchos aspiramos a que se constituyan, por cierto, de manera especial, sin privilegios.



El proyecto de reforma constitucional niega expresamente que los pueblos indígenas sean sujetos de derecho, y de paso cancela derechos de comunidades aimaras y atacameñas sobre sus aguas ancestrales. No solo eso. Se pretende colocar todo el derecho indígena bajo la tuición de una definición que no causa ningún consenso.



Voy a abstenerme, señor Presidente. Y solicito al Senado la prórroga del debate, porque todos estamos de acuerdo. Valoro la intención, pero no comparto el fondo del proyecto, pues traerá más problemas que paz social.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!

El señor NOVOA (Presidente).- Con relación al informe de la Comisión de Constitución, debo señalar a Sus Señorías que dicho documento está suscrito por todos los señores Senadores que participaron del debate habido en ella, que representan a la totalidad de las tendencias políticas. O sea, creo que puede haber omisiones, pero, en modo alguno, mala intención.



En todo caso, me informa el señor Secretario que las omisiones que exhiba el informe serán subsanadas antes de que el proyecto se ponga en votación, a fin de que quede clara la opinión de todos quienes fueron invitados a la Comisión.





)----------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero pedir autorización para que la Comisión de Agricultura pueda funcionar en paralelo con la Sala, a partir de las 19.



Con mayor razón si hoy no vamos a votar el proyecto.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Cuál es la materia que se analizará?

El señor LARRAÍN.- Es para constituir la nueva mesa de la Comisión. 



Por último, que nos autoricen por diez minutos, solamente para poder constituirla.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Hay acuerdo de la Sala?

El señor ESPINA.- Estamos en medio del debate.

El señor NOVOA (Presidente).- Se opone el Senador señor Espina.

)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Se encuentran inscritos los Honorables señores García, Escalona, Muñoz Aburto y Espina, en su segundo discurso -derecho que tienen los señores Senadores-, quien intervendrá por el tiempo que le corresponde. 



Tiene la palabra el Honorable señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, para mí el valor esencial -y tarea principal del Senado- es velar por la unidad de la nación chilena. 



Cualquier cosa que hagamos por agregar divisiones, odiosidades, y, en definitiva, puntos de desencuentro no hacen más que perjudicar esa unidad a la que tantas veces nos ha convocado la Presidenta de la República, y recientemente usted, señor Presidente, al asumir la presidencia del Senado. 



Reitero que para mí la unidad de la nación chilena es el valor esencial. Y ello no es contrario a este proyecto de reconocimiento constitucional de nuestros pueblos originarios. Por el contrario, nosotros entendemos que nuestro país es más rico en la medida en que haya más diversidad y se la reconozca.



Por eso, como Senador que representa a la Región de La Araucanía Sur -probablemente el territorio donde habita la mayor cantidad de población mapuche-, siento que este es un paso histórico, trascendente y extraordinariamente importante. 



La reforma constitucional que nos ocupa no es la solución de todos los problemas; nadie podría pretender aquello si no va acompañada de políticas públicas adecuadas y de una cultura de respeto a nuestros pueblos originarios. 



Sin embargo, señor Presidente, también creo que, luego de escuchar las intervenciones de algunos señores Senadores que me han precedido en el uso de la palabra, estamos a punto de perder esa oportunidad histórica. 



Además, me parece que sobre el particular -y lamento que haya salido del Hemiciclo la señora Ministra de Planificación- se juega al doble discurso, porque por un lado llegamos a la Sala con un supuesto acuerdo entre el Gobierno y la mayoría de los Senadores para efectuar este reconocimiento constitucional, y, por otro, ya se anuncian votos en contra    -en ejercicio legítimo del derecho que tienen los señores Senadores-, viéndose débil el Gobierno en la defensa de este proyecto que aparentemente venía consensuado. 



Tal como se dijo aquí, han transcurrido bastantes años y muchos proyectos han intentado hacer tal reconocimiento constitucional. Pero ahora que teníamos el acuerdo, que había expresión de voluntad mayoritaria del Senado, expresada también por el Gobierno, lamento que estemos desperdiciando esa oportunidad. 



Nosotros no podemos compararnos con naciones como Canadá o Nueva Zelanda. Somos un país pequeño, un territorio pequeño, una economía pequeña en el confín del mundo, y debemos atenernos a esa realidad, al igual que nuestra Constitución y nuestras leyes. Cualquier otra cosa es utopía; cualquier otra cosa es demagogia; cualquier otra cosa es simplemente pretender levantar banderas de lucha que no nos llevarán a buen puerto o destino. 



Existen personas en la sociedad chilena que nunca hubiesen querido ver este proyecto sobre nuestros escritorios, pues estiman -tal como lo expresó el Senador señor Navarro- que carece de sentido hacer este reconocimiento constitucional por tratarse de derechos ya reconocidos a todas las personas, y los integrantes de nuestros pueblos originarios, como parte de la nación chilena, tienen acceso a tales derechos. 



Mucha gente piensa lo mismo que el Honorable señor Navarro. Sin embargo, cuando uno conversa con las comunidades indígenas, con los hombres y mujeres mapuches de la Región de La Araucanía, se da cuenta que desean el reconocimiento constitucional, y, además, la solución efectiva de sus problemas, la instauración de políticas públicas que considere sus opiniones y también sus proyectos, sus sueños, sus esperanzas. Ya no se trata solo de los problemas sobre las tierras o las aguas, sino de los relativos al acceso a la salud, al derecho a una educación de calidad, al derecho a la vivienda, al derecho -también consagrado en nuestra Constitución Política- a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. 



En fin, son los derechos humanos fundamentales los que nuestros pueblos originarios piden a la sociedad chilena respetar y considerar de manera permanente. 



Sin embargo, señor Presidente -y también lo dijo aquí el Senador Muñoz Barra, ¿con qué nos encontramos? Con políticas públicas equivocadas, con políticas públicas como el Programa Orígenes, donde se ve el dinero pasar, pero no a los verdaderos beneficiados: las familias de nuestros pueblos originarios, y -por el interés que tengo en particular- las familias mapuches que habitan la Región de La Araucanía. Las platas se destinan a oficinas, a viajes, a viáticos; a la compra de camionetas; se quedan en consultoras, pero no se utilizan para superar la pobreza en la que viven miles de nuestros compatriotas mapuches. 



¡Eso nos tendría que preocupar! Así como nos debería llamar a reflexión el uso de los recursos de todos los chilenos para influir en la decisión de voto a través de la intervención electoral del Gobierno, circunstancia cada vez más vergonzosa e intensa. 



Entonces, seamos coherentes y perseverantes. 



Por lo tanto, aprobemos este reconocimiento constitucional como lo propone el proyecto en debate. Pero junto a ello, debe procurarse un paquete de políticas públicas que permita terminar con las tremendas diferencias existentes entre nuestros pueblos originarios -como la etnia mapuche- y el conjunto de la sociedad. 



Al observar ciertos indicadores, nos encontramos con que, por ejemplo, la pobreza es mayor en la población indígena que en la no indígena: 19 por ciento versus 13,3 por ciento; el analfabetismo en los indígenas es de 6,8 por ciento, mientras que en la población no indígena, de solo 3,7 por ciento; los años de escolaridad de la población indígena llegan, en promedio, a 8,7, en tanto que para la población no indígena alcanzan los 10,3 años. 



Por consiguiente, de tales indicadores se desprende la mantención del retraso de la población perteneciente a nuestros pueblos originarios, de su permanente situación de inestabilidad, de pobreza y, en algunos casos, incluso de indigencia. 



Entonces, señor Presidente, cada año cuando discutimos los presupuestos de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, del Programa Orígenes -principal instrumento público que se lleva adelante para apoyar a nuestras etnias originarias-, no solo nos debemos preocupar de que estén los recursos, sino, además, de que estos se utilicen bien, para tener éxito en la aplicación de las políticas indígenas.



A mi juicio, en eso han faltado mucha rigurosidad y una enorme voluntad por hacer bien las cosas a efectos de sacar de verdad a nuestros pueblos originarios de las condiciones de atraso, pobreza e indigencia en que se encuentran.



Por tanto, señor Presidente, no se puede venir a criticar el proyecto y a señalar que no cumple las expectativas. Yo les pediría a los mismos señores Senadores que hablaron de una consulta que les preguntáramos a las comunidades originarias si están conformes con la política indígena, la manera en que se invierten los recursos y el modo en que se llevan adelante los proyectos, considerando que muchos de ellos -en materia de agua potable, construcción de sedes sociales, producción- quedan inconclusos. ¿Ese es el respeto que merecen nuestros pueblos originarios: dejar las tareas y los proyectos a medio terminar? 



¡No, señor Presidente! El respeto, la consideración, el aprecio y el cariño, que yo al menos siento por las personas que integran el pueblo mapuche en la zona que represento y en todo el país, implican precisamente permitirles avanzar a la par con quienes no son indígenas y gozar de sus mismos derechos para educarse, para la atención de salud, para desarrollarse, para salir adelante con sus familias y para alcanzar mayor bienestar y mejor calidad de vida.



Sin embargo, en lugar de lograr lo anterior a través de las políticas públicas, lo estamos impidiendo por la mala administración de estas, por la ineficiente distribución de los recursos y por su manejo político. 



Para terminar, señor Presidente, anuncio que votaré a favor del proyecto, pues considero que constituye un avance. Es posible que resulte insuficiente, pero, sin lugar a dudas, es un paso absolutamente necesario e interpreta a quienes represento en la Región de La Araucanía. Ellos desean el reconocimiento constitucional y, además, la aplicación de políticas indígenas que les permitan salir del subdesarrollo.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, muchas veces los hechos políticos sorprenden y ocurren de manera inesperada. Lo digo porque, durante varios años, casi dos décadas, no ha habido acuerdo con relación al reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas.



Por eso, me llama profundamente la atención que quienes  estuvieron, en su momento y tempranamente, a favor de dicho reconocimiento ahora se manifiesten contrarios a la aprobación del proyecto. No encuentro explicación para una posición de tal naturaleza.



Señalo lo anterior, porque abstenerse equivaldría a votar en contra de la iniciativa, al ponerse en riesgo que se alcance el quórum constitucional requerido por una reforma de esta índole. El principal argumento que se esgrime para ello es la falta de consulta, pero esto se contradice con la discusión pública habida en los últimos años. De manera que constituye una observación enteramente formal.



En todos los lugares donde he participado, como Diputado por la provincia de Arauco o Senador por Los Lagos, interviniendo en numerosos debates en la Novena Región o incluso en actividades políticas en la Primera y en la Segunda con distintos pueblos originarios, la demanda por el reconocimiento constitucional y la discusión acerca de él han estado siempre presentes. Es decir, ¿quién podría decir hoy que lo relacionado con dicho reconocimiento no ha sido parte del debate público? Sería como intentar tapar el sol con un dedo.



Desde 1990, los pueblos indígenas han planteado dos grandes demandas al proceso de reconstrucción de la democracia en nuestro país: uno, la suscripción del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo, y dos, su reconocimiento constitucional.



Esas han sido sus dos grandes aspiraciones en materia conceptual. Hay otras -como las que señaló recién el Senador señor García- referidas, por ejemplo, a la eficiente o ineficiente aplicación del Programa Orígenes; al buen o mal trabajo de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena; a la correcta o incorrecta decisión con respecto a los predios que se adquieren con el Fondo de Tierras y Aguas Indígenas de la CONADI. Sobre esto último ha habido incluso fuertes discrepancias; en muchas ocasiones, dirigentes de comunidades han acusado de mal uso de los recursos cuando se favorece a unas comunidades y no a otras.



Existen materias del todo opinables. Pero, desde el punto de vista conceptual, de las grandes cuestiones indígenas abordadas en nuestro país, se han enarbolado dos importantes banderas: la aprobación del Convenio N° 169 de la OIT y el reconocimiento constitucional.



¿Entonces, podría yo votar en contra del proyecto, calificado con “suma urgencia” por el Ejecutivo, por el hecho de estar originado mayoritariamente en una moción presentada por parlamentarios de Oposición: los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero? Pienso que con ello caería en una incongruencia muy relevante, y además, cometería una mezquindad enorme.

El señor PROKURICA.- ¡Una pequeñez!

El señor ESCALONA.- Asimismo, el propio informe -que, al parecer, algunos Honorables colegas que intervinieron no se dieron el trabajo de leer- indica que el proyecto definitivo será el que resulte de refundir los textos hasta ahora propuestos. En todos estos años no ha existido solo un documento. De hecho, hubo iniciativas en las cuales no se alcanzó el quórum constitucional necesario y, por lo tanto, fueron rechazadas.



En otras palabras, la aprobación en general del proyecto dará paso a su discusión particular con el objeto de encontrar una redacción final capaz de involucrar a las diferentes visiones. ¿Entonces, sería lógico y correcto rechazarlo y congelar este proceso? En tal caso, creo que deberían levantarnos un monumento al absurdo.



¿Sería razonable que, después de 20 años de intentar resolver esta materia, votáramos en contra del proyecto que la aborda debido a que, en las últimas semanas, los Senadores de Oposición decidieron tomar la iniciativa sobre el particular? Reitero que ello revestiría una incongruencia enorme.



Entiendo que, en toda formación política y en toda persona dedicada a esta actividad, la búsqueda de protagonismo resulta esencial, pero ello no puede conducirnos a una situación ridícula.



La semana pasada llegó a mi oficina un interlocutor, quien se identificó como representante de los pueblos originarios, que traía una declaración en la que se nos pedía rechazar el proyecto. Y le señalé con mucha franqueza que para mí resultaría inexplicable votarlo en contra.



He conversado en numerosas oportunidades con dirigentes indígenas urbanos y rurales de nuestro país, quienes me han planteado que su problema esencial es la carencia de reconocimiento constitucional. Y les he respondido que trabajaría para que lo obtuvieran.



¿Cómo podría ahora salirles con la “empanada” -según el dicho popular- de votar en contra? Ello resultaría inexplicable. En verdad, no logro captar el mecanismo interno del razonamiento que apunta a que generemos el desplome de la iniciativa que nos ocupa.



Y, como sostuve con antelación, el argumento aducido respecto a la consulta se cae por sí mismo.



El proyecto aborda una de las demandas más esenciales presentadas por el pueblo mapuche y los que constituyen la nación chilena en el curso de los últimos años, desde la década de los ochenta, cuando, en la ciudad de Temuco, comenzaron a reunirse como tales y a presentar la plataforma que los ha unificado en períodos recientes.



Mi segunda y última reflexión -entiendo que el tiempo es escaso- se refiere a la relación entre pueblos indígenas y nación.



Me parece impensable que el reconocimiento constitucional se pueda fundar sobre la base de desconocer lo que somos: la nación chilena. Algunas personas se avergüenzan de ello y entienden que ser -por así decirlo- progresista, de Izquierda o radical es contradictorio con la defensa de tal concepto.



Ese razonamiento es del todo equivocado.



La transformación progresista más importante en la historia del país fue precisamente nuestra constitución como nación, de lo cual -por lo menos en lo formal- se van a cumplir doscientos años. Si analizamos esta materia en términos históricos más amplios, hace más de quinientos años nos erigimos como civilización en pueblos originarios autosuficientes -con un sistema de producción en extremo precario y una subsistencia muy limitada en muchos casos- y, como grupos autónomos, formamos parte de la monarquía española.



Son dos grandes momentos históricos en nuestra constitución como civilización y como individuos. 



Y después de tal proceso, que implicó un avance portentoso, es natural que ahora pasemos a considerarnos también como parte de una comunidad indivisible pero de carácter multicultural.



Eso nos lleva a reconocer a los pueblos originarios en nuestro ordenamiento constitucional. Y si quisiéramos violar este último, aquello no sería posible. Es decir, cualquier persona que pensara que el reconocimiento de los pueblos indígenas en la Carta tiene como horizonte su establecimiento como un Estado diferente al de Chile, no solo cometería una transgresión enorme al sentido común -pues simplemente ello es imposible-, sino además un error histórico garrafal.



La superación de la pobreza, los progresos obtenidos por el país, sus posibilidades de crecer y de ocupar un espacio en la civilización actual se fundan sobre la base de la existencia de Chile como nación, y no sobre lo que señalé precedentemente, lo cual es una quimera, algo inexistente en la realidad político-institucional, económica o social.



Por lo tanto, la perspectiva que el Congreso Nacional está trazando, en el sentido del reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas como parte de una nación única, indivisible pero también multicultural significa un avance histórico -cuyos críticos desafortunadamente no perciben- de amplísimas dimensiones y potencialidades. Ello, porque constituirá un instrumento que les posibilitará afirmar su cultura y el espacio que les corresponde en el desarrollo futuro de la nación chilena.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, deseo señalar que comparto el argumento de que, para quienes han luchado por el reconocimiento constitucional de los derechos de los pueblos originarios, resultaría absurdo restarse de votar a favor del proyecto que nos ocupa.



Por cierto, estas materias generan pasiones, como ocurrió en la Sala a propósito del debate sobre el Convenio Nº 169 de la OIT, cuando hubo quienes cuestionaron, criticaron y descalificaron lo que se  proponía, quizá por falta de conocimiento, o porque la pasión a veces enceguece la razón.



Chile ratificó dicho instrumento internacional; hoy forma parte de nuestro ordenamiento jurídico gracias al artículo 5º de la Carta Fundamental, y ha significado un tremendo avance.



Sin embargo, algunas de las mismas voces que se alzaron en aquel momento para manifestar dudas, ahora vuelven a hacerlo para generar confusión acerca de lo que se propone.



Lo que estamos haciendo es avanzar en la aprobación de la idea de legislar a efectos de que se reconozca en la Constitución a los pueblos originarios y sus derechos. Podremos discrepar con respecto a qué prerrogativas deben garantizarse, pero eso forma parte de una segunda discusión.



En materia de procedimiento, tal como consigna el informe de la Comisión, más de 41 organizaciones y dirigentes participaron en el debate. Otra cosa es qué mecanismo utilizaron estos para consultar a sus comunidades o cuán representativos son.



Sin duda, el proceso de consulta puede continuar. Y estoy seguro de que en dicho órgano técnico no existe el ánimo de impedir que, una vez que se apruebe en general el proyecto, se solicite el retiro de la urgencia, con el objeto de profundizar ese proceso, como muchas veces se ha realizado.



Me declaro partidario de aquello y quiero dejarlo consignado, no porque no se haya escuchado a nadie, pues reitero que se consultó a numerosas personas, sino porque resulta difícil abarcar a la totalidad de los actores que se sienten involucrados en esta materia.



Hay que considerar que los pueblos originarios no solo están conformados por los mapuches. Esta es una de nuestras distorsiones. Por ejemplo, el pueblo rapanui también tiene sus reivindicaciones y una historia distinta a la de los aimaras o los diaguitas.



Sería posible ir precisando que existen diferentes etnias que deseamos reconocer, cuyo valor no recae en cuál es más numerosa. Se trata de un principio que pretendemos consagrar en la Constitución.



Señor Presidente, anuncio que votaré a favor del reconocimiento de los pueblos indígenas…



--(Manifestaciones en tribunas).



Y a quienes están pifiando les digo que lo haré por ellos, para que superen su ignorancia.



Me explico.



Soy consciente de que el texto contiene errores, pues, a mi juicio, la idea inicial de que la nación chilena es una, indivisible y multicultural es erróneo, pues, como concepto jurídico, la nación no existe.



Lo que es necesario puntualizar es que el Estado es uno, indivisible y multicultural, por cuanto lleva asociado el territorio, y no así la nación.



Comparto un aspecto de la línea argumental del Senador Escalona, en el sentido de que la nación chilena está constituida, a la vez, por varios pueblos originarios, que algunos podrían calificar de naciones. Tiendo a estar de acuerdo con ese criterio, pero ello no es equivalente a conformar un Estado. Por ejemplo, podría sostenerse perfectamente que los rapanui eran una nación, que fue integrada al Estado de Chile, y hoy son parte constitutiva de la llamada “nación chilena”. Sin embargo, el límite en la discusión sobre las naciones radica en la existencia de un Estado único, unitario, indivisible. Y, en ese sentido, el primer concepto que subyace en la presente reforma debe ser precisado.



Lo segundo que resulta necesario precisar, señor Presidente, junto con reconocerse a los pueblos indígenas y determinarse los derechos que van a quedar consagrados en la Carta Fundamental -ello constituye un tremendo avance, que dice relación a sus instituciones, tradiciones, identidad, cultura e idiomas-, se refiere al siguiente punto, o sea, a quién ejerce esos derechos y los reivindica, que son, precisamente, sus organizaciones, comunidades e integrantes. Creo que hay una mejor forma de expresar el segundo concepto.



Respecto de ambas materias vamos a presentar indicaciones.



Con relación a lo consignado en las modificaciones del artículo 19 de la Carta, me parece que no hace más que reflejar el consenso que se puede construir en nuestro país.



Quizás a algunos nos gustaría ir más allá. En lo personal, soy de aquellos que se inscriben más en la posición neozelandesa o australiana en cuanto a los derechos de tierras y de aguas, y de que no se puede intervenir en esos bienes o propiedades bajo ninguna circunstancia, a menos que haya acuerdo. No consulta: acuerdo.



Este es un debate complementario, que es necesario desarrollar.



Entiendo que aquí estamos construyendo los consensos posibles para que haya una reforma constitucional en la materia, en particular en lo relativo al numeral 24º del artículo 19. Ahí se presenta un legítimo tema de discusión, pero donde puede haber matices.



La referencia que se hace en el numeral 2º del artículo 19 es un avance, sin duda. Constituye un reconocimiento a nivel de la Carta y establece criterios acerca de la discriminación que incluye los orígenes étnicos o sociales, lo que quedaría explicitado en la Ley Fundamental.



Entre otras cosas, lo ocurrido hace un mes y medio en La Moneda no hizo más que dejar en evidencia una situación de esa índole. Me refiero a aquel episodio en que una persona fue al Palacio vestida primero de turista y la dejaron entrar; pero, cuando esa misma persona trató de entrar al edificio vestida con el atuendo de uno de los pueblos originarios, el mapuche, la discriminaron. Ello ejemplifica en forma palpable una conducta que persiste en nuestra sociedad, por razones étnicas, lo cual resulta muy violento. Por eso, tiene mucho valor que este aspecto se halle establecido en la Carta, porque permite también que se ejerzan ciertos recursos.



Lo que se votará es la idea de legislar, señor Presidente, y abrigo la convicción de que, tal como lo han dicho otros, la iniciativa tiene valor por existir la voluntad de todos los sectores políticos, cada uno desde su perspectiva, en orden a avanzar.



Insisto en que voy a presentar indicaciones sobre el concepto de la primera frase del artículo 4º, que estimo un equívoco.



Pero también me gustaría preguntar a mis Honorables colegas que han anunciado que se van a abstener si ello obedece a que no quieren que haya reforma constitucional. ¿Es porque les resulta irrelevante? ¿O es porque no desean que se reconozcan los derechos de los pueblos originarios?



Porque lo primero es estar de acuerdo en la dictación de una ley. Después podremos ver la sustancia. Y aquellos que dicen oponerse, aquellos que afirman que quieren defender los derechos sin dar este paso, en verdad no hacen más que desconocer lo que señalan en otros foros.



Señor Presidente, no puedo terminar mis palabras sin manifestar lo siguiente. Tengo un tremendo respeto por la diplomacia, por el Derecho Internacional -me formaron en esa idea-, así como también por la Organización de las Naciones Unidas y el Relator Especial que ella contemple para los asuntos indígenas. Pero quiero dejar consignado que espero que haya prudencia -tremenda prudencia- en las opiniones que se emitan respecto del accionar del Senado, porque, de repente, se escuchan voces y rumores que cuestionan la legitimidad de su proceder. Y confío en que de parte del señor Relator no haya ningún atisbo de esto último respecto de lo que nosotros hemos hecho. Porque, de haberlo, demostraría su falta de imparcialidad y que no es una persona idónea para representar a las Naciones Unidas en relación con el esfuerzo que desplegamos por el reconocimiento de los pueblos originarios y sus derechos.



En Chile hemos avanzado bastante más en este ámbito que los países desarrollados, a los que tantas veces les gusta dictar cátedra. Quienes han leído acerca de la historia de Estados Unidos saben del maltrato a los pueblos originarios en esa nación, cómo los masacraron, los condenaron, los emborracharon, les quitaron sus derechos. Y todos conocemos la realidad de Europa, de los países que se llaman “avanzados”.



Lo único que quiero expresar en esta materia, señor Presidente, es que ellos no son parámetros para decirnos cómo actuar ni cómo avanzar en el reconocimiento de nuestra identidad nacional, que es multiétnica. Creo que nuestra nación incluye varias otras en su interior. Lo importante es que tengamos la convicción de que el Estado chileno es uno, idea vinculada al territorio, al concepto de indivisibilidad y al contenido multicultural que se va a reconocer con la reforma.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Le corresponde intervenir al Honorable señor Muñoz Aburto, pero entiendo que le ha concedido una breve interrupción al Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Así es.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, creo que en un debate como este es posible aseverar que algunos Senadores podemos estar equivocados, pero parece que otros han recibido una bendición de no sé qué parte del cosmos, ya que, cuando no se está de acuerdo en lo que ellos plantean legítimamente, deslizan conceptos de “demagogia”, de “falta de conocimiento”, lo que realmente no contribuye a una discusión en donde se respeten equivocaciones, errores o interpretaciones que no corresponden. Es decir, aquí alguna gente está adquiriendo un título para juzgar a los demás sin juzgarse a sí misma, a pesar de que ella sí mantiene posiciones contrarias a las que de repente sostenemos los que también formamos parte del Gobierno. O sea, se ve la paja en el ojo ajeno y no la viga en el propio. Me refiero, por ejemplo, a descalificaciones dirigidas en contra de personajes importantes de nuestra coalición, efectuadas en forma descomedida. Eso sería “patriótico”, “inteligente”.



En consecuencia, quiero exponer que no acepto de ninguna manera las descalificaciones adjetivas que hemos escuchado de algunas personas que debieran asumir la responsabilidad de contribuir a un coloquio más conciliador, defendiendo su verdad pero respetando también la de quienes discrepan.



¡Aquí no hay ningún Senador sentado porque sí! ¡Todos hemos sido elegidos por la ciudadanía y, por lo tanto, nos debemos respeto entre pares!



En el asunto que estamos viendo hoy, para citar un caso, hay algo que no sé cómo se puede justificar. El párrafo final que se agrega al número 24º del artículo 19 de la Carta dice: “La ley protege la propiedad sobre las tierras de las personas y comunidades indígenas y sus derechos de aprovechamiento de aguas conforme lo establecido en la Constitución y en las leyes.”. ¡Por favor! Esta gente que sabe tanto del problema indígena no tiene idea de que a partir del año 1981 se patentaron las aguas y la gran mayoría de las reducciones -al menos, de las que represento en La Araucanía- perdieron sus derechos, o sea, carecen de ese vital elemento. Y ya dije, en la oportunidad anterior -pero pareció un elemento irrelevante-, que 300 personas, en el territorio de mi circunscripción, disponen de un millón 500 mil metros cúbicos de agua por segundo, negándosela a los que no cuentan con ella. 



Y se llega a tal extremo -por eso, no sé si se ha tratado de redactar algo con alguna intencionalidad- que la propia CONADI, la CORFO, el INDAP, que han querido auspiciar algunos proyectos de agua para comunidades indígenas, no pueden hacerlo por encontrarse todo ese recurso patentado.



¿Y qué está tratando de hacer ahora la CONADI, señores Senadores que dominan tanto la materia? Comprar derechos de agua a particulares. Pero se encuentra con precios realmente exorbitantes.



Vale decir, el agua, que es la vida para las comunidades indígenas, se halla en el famoso mercado que tanto se critica. Mas hoy día ello se soslaya diciéndose que es un producto del mercado.



Entonces, cuando me he abstenido en relación con el proyecto, ha sido por esa razón, en lo fundamental.



¿Y cuáles son las otras modificaciones propuestas?



“Chile es una república democrática”, dice la Constitución. ¿Cuál es la enmienda que se plantea? “La Nación chilena es una, indivisible y multicultural”.



Si así lo ha sido en la práctica. Hoy día, claro, lo colocamos en la iniciativa y vamos a darle mayor peso. Pero la realidad es la que señalo.



Y algunas cosas resultan poco entendibles para una persona demasiado modesta, en relación con otras. El número 2° del artículo 19 expresaría: “La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres, cualquiera sea su origen étnico o racial, son iguales ante la ley.”. Ignoraba, en cuanto a esta última materia, que existiera algún tipo de discriminación por el origen étnico o racial. No he conocido en el país un caso de esa índole.



Ahora -y con esto termino-, por supuesto que es posible mejorar la iniciativa. Esa es la intención. Pero pienso que, entre pares, debemos tener la voluntad de aceptar la manera de ver un proyecto, sin confrontarnos entre nosotros mismos, porque, a lo mejor, sobre la base de un debate mucho más fraternal, más lúcido, de mejor nivel, podría ser factible corregir en la discusión particular las deficiencias que hoy he estado señalando.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto, quien podrá disponer de todo su tiempo. La interrupción del Honorable señor Muñoz Barra será considerada como su segundo discurso.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, qué duda cabe de que estamos en presencia de un proyecto de suma importancia. Y así lo han demostrado las diversas intervenciones que han tenido lugar ya en dos sesiones.



El respeto a la diversidad cultural y la consagración de esta a nivel constitucional, así como de los derechos consiguientes de los pueblos indígenas, es una deuda para quienes formamos parte de la sociedad chilena. Por tal motivo, el solo hecho de que estemos debatiendo sobre el particular resulta un logro que debe ser valorado y constituye un primer paso para avanzar hacia una Carta Fundamental más respetuosa e igualitaria respecto de las diversas etnias.



Sin embargo, al analizarse el proyecto en la Comisión de Constitución, expresé mi voto negativo señalando que lo hacía para recoger el parecer de especialistas y de diversas organizaciones y dirigentes de los pueblos, los cuales me lo habían solicitado así. Por eso, quisiera profundizar algunas de estas ideas.



En primer lugar, en cuanto a la forma -y voy a discrepar de quienes me precedieron en el uso de la palabra-, pienso que, lamentablemente, la iniciativa no ha sido consultada suficientemente con los involucrados. Si bien el Convenio N° 169 de la OIT no es vinculante hasta un año después de su ratificación, el incremento de la participación reviste mucha importancia.



Pero, en honor a la verdad, debo expresar que, en dos reuniones celebradas en Santiago, se recibieron las opiniones de más de cincuenta organizaciones indígenas, las cuales representaban no solo al pueblo mapuche y huilliche, sino también al aimara, al quechua, al kawashkar y al yagán. Y en todas y cada una de las intervenciones no hubo ninguna en que se mostrara satisfacción o aprobación con respecto al proyecto que nos ocupa.



Por mi parte, les creo a los Ministros señor Viera-Gallo y señora Quintana cuando dicen que se ampliará la consulta y participación durante la discusión particular. Es posible resolver, entonces, las discrepancias surgidas al respecto con algunos señores Senadores.



Por estos días, la creación de un Consejo Indígena y la propuesta de elección de representantes indígenas al Congreso Nacional son objeto de una consulta amplia, incluso promocionada a través de los medios de comunicación. La consideración de algo así hubiera sido muy positiva para una iniciativa de este tipo.



Lo que me parece más relevante es la construcción sustantiva del proyecto.



Ello, por una parte, en cuanto existe una tendencia a limitar los efectos del reconocimiento en lo relativo al derecho a acceder, conservar y proteger tierras y recursos naturales. Se deja estas materias fuera, primero, de los derechos reconocidos como tales, y se expresa, luego, que a su respecto solo se protege la propiedad y el ejercicio del derecho de aprovechamiento de aguas, vale decir, aquellos ya existentes y constituidos con arreglo a la normativa vigente, sin hacerse mención a la posesión ancestral de que hayan sido objeto.



Por la otra, el proyecto, siguiendo el planteamiento tradicional, busca a toda costa afirmar la existencia en Chile de una sola nación indivisible, ante la aprensión de que el no hacerlo dé origen a pretensiones separatistas o autonomistas.



En el fondo, lo que se quiere reconocer se termina negando, por el temor a consagrar la plurinacionalidad.



En estas razones, señor Presidente, Honorables colegas -por eso he querido consignarlo-, fundé mi voto en contra en la Comisión de Constitución.



He dicho.

El señor NAVARRO.- ¿Y ahora?

El señor NOVOA (Presidente).- En su segundo discurso, tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo manifestar que coincido plenamente con lo expresado por el Senador señor Escalona en su intervención y en gran parte, también, con lo expuesto por el Honorable señor Letelier.



Creo sinceramente que quizás este es uno de los debates en que mejor se aplica la expresión “mundo al revés”. Fíjese, señor Presidente, que los señores Senadores que han manifestado su decisión de abstenerse, con legítimo derecho, han dado dos argumentos.



Uno de ellos es que la iniciativa no los satisface.



La abstención, en la práctica, significa impedir el reconocimiento constitucional por el Estado de la existencia de pueblos indígenas. Quiero consignar que esos mismos Honorables colegas, desde 1990 en adelante, han venido votando a favor de un proyecto de reforma constitucional cuyo contenido es de mucha menos envergadura que el que ahora nos ocupa y siempre argumentaron que su objetivo era lograr dicho reconocimiento.



El texto en discusión, en cambio, aborda materias adicionales. Es mucho más beneficioso para las comunidades mapuches y todos los pueblos originarios. Pero ahora esos señores Senadores se abstienen de pronunciarse, lo que puede impedir que se reúna, probablemente, una mayoría que permita aprobarlo, en circunstancias de que por iniciativas que presentaban mucha menos proyección enarbolaron la bandera de votarlas a favor. Lo digo con el mayor respeto y consideración.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite una interrupción, Honorable colega?

El señor ESPINA.- Sí, Su Señoría, con la venia de la Mesa.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Agradezco la gentileza, señor Presidente.



Quiero preguntar a mi Honorable colega Espina lo siguiente: ¿cuántas agrupaciones de pueblos indígenas -sé que usted estuvo trabajando arduamente en la normativa y es uno de sus inspiradores- estuvieron de acuerdo con el proyecto que nos ocupa?

El señor ESPINA.- Le contesto encantado, Su Señoría.



El texto en debate lo analizamos con alrededor de 50 organizaciones diferentes. Algunas lo consideraron insuficiente y solicitaron mejorarlo; otras plantearon que debería abordar materias adicionales a la reforma constitucional, dado que a ellos les llaman la atención asuntos distintos de los propuestos, y un tercer grupo expresó su conformidad con él.



Señor Presidente, por su intermedio, quiero pedirle al señor Secretario que adopte las medidas administrativas que correspondan para incluir en el informe -resulta inconcebible que no se haya hecho- un resumen de las opiniones de quienes asistieron a la Comisión.



Los Senadores -digamos las cosas como son- hacemos fe de que en estos informes grandes, gruesos, se transcriben todas las opiniones vertidas. Y cuando uno llega a la Comisión, lee la parte de la norma que le interesa que figure exactamente como se aprobó. 



Por lo tanto, solicito revisar el punto. Porque en verdad no resulta admisible que en el estudio de la iniciativa hayan participado 50 o más organizaciones y en el informe no aparezca una síntesis de sus planteamientos.



Yendo al asunto de fondo, cabe destacar que en este proyecto de reforma se establece, por primera vez, que la nación chilena es multicultural. 



Yo me pregunto: ¿Quién se puede oponer a que se haga el reconocimiento, que no se ha hecho nunca, de que somos una nación multicultural? Se trata de una sentidísima aspiración de las comunidades mapuches, que jamás se contempló en las reformas que antes quienes hoy día se oponen o abstienen votaron a favor.



En segundo lugar, se establece expresamente: “El Estado reconoce la existencia de los pueblos indígenas”. ¡Si la discrepancia que había era por el uso de la expresión “pueblos”! Y ahora que ese término se incorpora, los mismos Senadores que criticaban a la Alianza por no querer incluirlo dicen que ello no les satisface, y por lo tanto, se abstienen y se corre el riesgo de que la reforma, que requiere un alto quórum para su aprobación, se rechace.



Pero la iniciativa no solo se refiere a eso, señor Presidente. Además, reconoce “el derecho de sus comunidades, organizaciones e integrantes a conservar” -¡fíjense bien, Sus Señorías!- “su identidad, cultura, idiomas, instituciones y tradiciones”. Es decir, recoge un antiguo anhelo de las comunidades indígenas del país.



A continuación, se plantea que esos pueblos “podrán organizar su vida de acuerdo a sus costumbres” siempre, obviamente, que ello no constituya un delito o una ilegalidad, norma básica de cualquier Estado que pretenda regirse bajo las normas del Derecho.



¡Ninguna reforma constitucional anterior, señor Presidente, les dio el derecho a organizarse de acuerdo a sus costumbres!



Luego -y nobleza obliga: esta disposición se generó en una indicación del Senador señor Larraín-, se incorpora la frase “cualquiera sea su origen étnico y racial” para fortalece el principio de igualdad ante la ley y dar paso al recurso de protección -esto se debe concordar con la norma sobre dicho recurso- cuando se incurra en una acción arbitraria. 



Ese reforzamiento del recurso de protección significa, nada más y nada menos, que el día de mañana un comunero o un ciudadano indígena puede recurrir a la Corte de Apelaciones respectiva, por cualquier medio, para requerir que se restablezca el imperio de la ley porque siente que se le ha discriminado. 



¡Pecado mortal de la reforma: fortalecer el derecho a que no haya discriminación…! ¡Gran pecado, señor Presidente…!



Asimismo, se establece que “La ley protege” -“proteger” significa tomar medidas de resguardo- “la propiedad sobre las tierras de las personas” -individuales- “y comunidades indígenas y sus derechos de aprovechamiento de aguas”. Ello, precisamente porque se les entregaban tierras sin tales derechos.



Señor Presidente, francamente, es el mundo al revés. ¡Si esto es mucho más de lo que en diversas oportunidades se había votado en el Senado!



Daré dos argumentos adicionales. 



Uno, estamos debatiendo la idea de legislar. Por ende, ¡después se podrán presentar indicaciones! Todas las críticas que se le hacen al proyecto son susceptibles de acogerse a través de indicaciones, las cuales tienen por finalidad perfeccionar un texto.



Distinto es que no se quiera legislar. 



Votar el proyecto en general implica estar o no de acuerdo con establecer el reconocimiento constitucional de los pueblos originarios. Esa es la idea de legislar. La letra que quede finalmente dependerá de las indicaciones que se introduzcan.



Entonces, señor Presidente, digamos las cosas como son: abstenerse o votar en contra es, simplemente, darle un portazo a la aspiración que durante veinte años se ha sostenido en esta materia.



Segundo argumento adicional. Cuando recorro mi Región o veo los diarios, escucho o leo críticas brutales contra el Gobierno en relación con lo que ocurre con las comunidades mapuches y los pueblos indígenas. 



Si yo perteneciera a la coalición gobernante y fuera partidario de esas críticas, renunciaría a ella. 



En eso el Senador señor Navarro actuó con toda franqueza, y lo hizo.

El señor ALLAMAND.- ¡Se demoró un poco!

El señor ESPINA.- Por ejemplo, se dice: “Las tierras que se les entregan son de mala calidad”.



¿Qué organismo entrega las tierras? La CONADI. ¿De quién depende esta? ¿De la Alianza? ¡No! ¡Del Gobierno!



Se afirma también que las comunidades indígenas no reciben casi ningún apoyo para hacer producir sus tierras y contar con poderes compradores. ¿Y quién fija las políticas públicas para ayudar a que las comunidades mapuches reciban tierras de buena calidad; para que, en el paso siguiente, se las capacite y prepare para hacerlas producir, y, finalmente, para que se les proporcionen poderes compradores? ¿La Alianza? ¡No! ¡El Ejecutivo! 



¡Y los Senadores de Gobierno critican a su propio Gobierno!



Eso es fantástico. ¡Sin embargo, o se está con el Gobierno o se está con la Oposición! Pero no se puede apoyar a este y a la vez “sacarle la mugre” -excúsenme la expresión- todos los días.



Además, se reclama por la mala calidad de la educación que reciben las comunidades mapuches; por los problemas de salud, de infraestructura, en fin. ¡Pero si llevan veinte años gobernando!



Se dice que el Régimen militar lo hizo mal en esa materia. Tal vez así haya sido. Pero estamos hablando de veinte años atrás -¡dos décadas, cuatro Presidentes!-, tiempo suficiente para poder aplicar medidas que hubieran sacado de la pobreza a las comunidades mapuches.



Entonces, con toda franqueza, sostener esos argumentos para anunciar que se van a abstener en la votación del proyecto es una inconsecuencia. Porque tales errores no son culpa de quienes participamos en la redacción de esta reforma constitucional.



¡Júzguennos, con todo derecho, después de un Gobierno de la Alianza! Si lo hacemos mal, la democracia tendrá razones para criticarnos dura y fuertemente. Pero no nos juzguen por los errores del Gobierno de la Concertación, porque nosotros no pertenecemos a él.



Por último, señor Presidente, voy a hacer una consideración de orden político.



Cuando uno realmente se esfuerza por sacar adelante una reforma de esta naturaleza y observa abstención y reticencia respecto de aquella, llega a pensar que ello se debe a que la iniciativa fue presentada por la Alianza. Sin embargo, aquí da lo mismo si la propuesta es del Gobierno o de la Oposición, porque se necesitan los votos de ambos sectores para aprobarla.



Por eso, nosotros nos pronunciaremos a favor.

El señor NOVOA (Presidente).- Ha llegado la hora de término de la sesión.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NOVOA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor HORVATH:



A los señores Ministros de Hacienda, de Economía y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, solicitándoles APLICACIÓN DE ARTÍCULO 151 DE DFL Nº 4, DE ECONOMÍA (2007), SOBRE SUBSIDIO TRANSITORIO A PAGO DE CONSUMO DE ENERGÍA ELÉCTRICA POR AUMENTO DE TARIFAS; a los señores Ministros de Obras Públicas y de Salud, pidiéndoles información acerca de FINANCIAMIENTO Y APOYO TÉCNICO PARA SISTEMAS DE TRATAMIENTO DE AGUAS Y DESALINIZACIÓN EN ISLAS HUICHAS, PUERTO AGUIRRE, ESTERO COPA Y CALETA ANDRADE, y al señor Ministro de Salud, requiriéndole CREACIÓN DE CENTRO ESPECIALIZADO CON CÁMARA HIPERBÁRICA EN MELINKA (Todos de Undécima Región). 


Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Salud, solicitándole diversos antecedentes sobre FUNCIONAMIENTO DE PLAN DE ACCIÓN PARA FORTALECIMIENTO DE GESTIÓN DE SALUD (“PLAN 90 DÍAS”).
)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:58.









Patricio Fernández Ruiz-Tagle,
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA CIERRE DE FAENAS E INSTALACIONES MINERAS

(6415-08)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto regular el cierre de faenas e instalaciones mineras.

ANTECEDENTES GENERALES.

La industria minera chilena se ha desarrollado exitosamente, gracias a la existencia de recursos minerales en abundancia y calidad, importantes flujos de inversión extranjera y nacional, así como un marco económico, político, social y jurídico estable.

En este escenario dinámico, los principios del desarrollo sustentable emergen como un paradigma que equilibra los objetivos económicos, sociales y ambientales de la sociedad y plantea el desafío de garantizar a las generaciones futuras la satisfacción de sus necesidades, con equidad social y respeto al medio ambiente.

Este proceso hacia la sustentabilidad está en constante evolución, se encuentra completamente vigente en la agenda internacional y cada vez es más utilizado como un patrón en la toma de decisiones a nivel mundial, regional y local por todos los actores involucrados en diferentes países.

Sin perjuicio de lo señalado, debe considerarse que, en el exigente mercado internacional la no incorporación de la totalidad de los costos  que demanda la producción minera, conlleva un riesgo muy importante al que Chile puede verse enfrentado ante una competencia que si lo ha hecho. 

Por ello, en la actualidad, la gestión empresarial ha adoptado criterios de responsabilidad social corporativa (RSC) a través de la aplicación de buenas políticas y conductas corporativas, que tienen especial consideración por el medioambiente y la seguridad, y que aspiran a satisfacer lo que los diferentes actores involucrados esperan tanto respecto de su comportamiento, como de su contribución en la obtención de un desarrollo sostenible en el largo plazo.

Esta responsabilidad social corporativa de las organizaciones conlleva un compromiso en que el objetivo empresarial de creación de riqueza se integra con la formalización de políticas y sistemas de gestión en las áreas económicas, sociales y medioambientales.

Al respecto, cabe hacer presente que no existe una regulación íntegra de la etapa de cierre o abandono, o etapa post operacional, la que es una fase más del ciclo de los proyectos mineros, que forma parte inseparable de la totalidad del proyecto o actividad, en la que podrán generarse impactos negativos de los cuales la empresa minera debe hacerse cargo, además de que los costos que ello demande, deben ser considerados en el proceso productivo.

La expresión más clara de la falta de regulación aplicable a la etapa de cierre de faenas e instalaciones, son los pasivos mineros, los cuales presentan riesgos para la población y el medio ambiente. Constituye una responsabilidad histórica para el Estado, detener la progresión de ellos de manera de no dejar a las generaciones futuras mayores pasivos que los que hemos recibido.

En relación al abandono es conveniente recordar que si bien el artículo 19 Nº 24 de la Carta Fundamental dispone que “la concesión minera obliga al dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento”, debiendo el régimen de amparo  tender a obtener el cumplimiento de dicha obligación, puede ocurrir que una concesión esté materialmente abandonada, pero que tenga un dueño al que le bastará pagar la patente correspondiente, para mantener la propiedad sobre la concesión minera. En tal caso, el sólo pago de la patente no basta para considerar que las instalaciones o faenas mineras no se encuentran abandonadas. Por consiguiente, la referencia al abandono de las faenas mineras es la dejación “material” del proyecto, independientemente de la extinción jurídica de la concesión. 

En forma general, podemos concluir que la importancia de una regulación de cierre de faenas mineras obedece a la necesidad de considerar la etapa de cierre como parte de la planificación minera, ya que es una de las pocas actividades industriales que se sabe de antemano que tiene una duración finita.  También a internalizar el costo del cierre por parte de las empresas mineras, de modo que sus operaciones no afecten negativamente a la población y al medio ambiente una vez producido, y así contribuya al desarrollo sustentable de nuestro país. Enseguida, obedece a permitir planificar las actividades futuras de comunidades que se desarrollan en torno a la minería. Finalmente, en el ámbito jurídico, se aborda como deber, por una parte, la no generación de pasivos ambientales y, por otra, la asunción de las responsabilidades generadas por las actividades económicas.

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

Actualmente, Chile no cuenta con una regulación específica de cierre de faenas mineras que exija una garantía financiera que asegure al Estado, la disponibilidad de fondos para cubrir, en forma exclusiva, los costos de las acciones contempladas en los planes de cierre, cuando la empresa incumpla total o parcialmente, las obligaciones contempladas en esta ley. Esto podría afectar la competitividad de la minería chilena en los mercados internacionales.

Sin embargo, cabe señalar que, en el año 1994, con la promulgación de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, se establecieron las responsabilidades por daño ambiental y la necesidad de evaluar los impactos ambientales de los proyectos o actividades en todas sus etapas. Esto último, significó introducir la evaluación de impactos con posterioridad al cese de operaciones de los proyectos y la identificación de medidas de mitigación.

Desde el año 1997 el ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) de los proyectos de inversión tipificados en el artículo 10 de la ley Nº 19.300 y artículo 3 del D.S. N°30/97 del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, ha operado en forma obligatoria, correspondiendo uno de ellos a los proyectos de “desarrollo minero, incluidos los de carbón, petróleo y gas, comprendiendo las prospecciones, explotaciones, plantas procesadoras y disposición de residuos y estériles”, los que, a través de una declaración de impacto ambiental (DIA) o estudio de impacto ambiental (EIA), deben obligatoriamente evaluar dicho  impacto  en todas las etapas del ciclo de vida del proyecto. 
Teniendo en consideración que los proyectos de desarrollo minero son de larga vida útil y que, por lo general, el ingreso al SEIA se efectúa en la etapa de ingeniería conceptual, en la práctica, los planes de cierre, incluidos en los estudios (o Declaraciones) de impacto ambiental, han sido de carácter conceptual, incluyendo la definición de criterios ambientales que guiarán en el futuro el desarrollo de planes de cierre más acabados.

Sin perjuicio de lo anterior, con el transcurso de los años y la experiencia, los planes de cierre se han detallado cada vez más. Las medidas de cierre propuestas para mitigar impactos han quedado como compromisos adquiridos por las empresas en la respectiva Resolución de Calificación Ambiental, junto a la obligatoriedad de presentar un plan de cierre detallado, antes de su inicio, que sea visado o aprobado por la COREMA o la Dirección Ejecutiva de CONAMA, según corresponda.

Por su parte, en el Título X del Reglamento de Seguridad Minera cuya modificación fue publicada en el Diario Oficial en el mes de febrero de 2004, se establece un conjunto de normas destinadas a regular el cierre de faenas mineras.

Sin embargo, el tema de la exigencia de garantías financieras que asegure al Estado los recursos económicos necesarios para implementar un plan de cierre, en caso de incumplimiento total o parcial del operador minero, todavía no ha sido resuelto.

La importancia del establecimiento legal de la garantía financiera, radica en la necesidad de certeza legal y técnica para los inversionistas en minería, así como para los organismos fiscalizadores del sector.  También en impulsar una planificación más integral en el sector minero, incorporando desde el inicio de la faena la planificación de su cierre.  Además, se funda en precaver la generación de pasivos ambientales, y reducir eventuales cargas para el Estado derivadas de operaciones mineras abandonadas.  Finalmente, en reflejar el liderazgo del  sector minero en la implementación de sistemas de gestión ambiental. 
CONTENIDO DEL PROYECTO 

Características generales del sistema

El objetivo principal de la aplicación de una ley que regule el cierre de faenas o instalaciones mineras es la prevención, minimización o control de los riesgos o efectos negativos que se generen sobre la salud y seguridad de las personas o del medio ambiente, con ocasión del cese de sus operaciones, o que continúen presentándose con posterioridad a éste y a consecuencia suya.

Se propone que esta ley se aplique a todas las faenas e instalaciones mineras de la Industria Extractiva Minera, tal como ya ha sido definido en el Reglamento de Seguridad Minera, contemplándose su aplicación gradual para las faenas en operación dentro de un plazo máximo de tres años desde su entrada en vigencia.

La empresa minera no podrá iniciar construcciones comprendidas dentro de los proyectos de faenas o instalaciones mineras, sin la previa aprobación por parte del Servicio Nacional de Geología y Minería del correspondiente Plan de Cierre, que se especifica más adelante.

El modelo de plan de cierre de faenas previsto en este proyecto de ley no afectará en caso alguno el cumplimiento de las medidas y condiciones contenidas en la Resolución de Calificación Ambiental que rijan a las titulares de proyectos sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 

Sujeto pasivo

Este sistema considera como sujeto pasivo de las obligaciones que establece, a quien realiza la actividad minera, quien efectivamente desarrolla un proyecto minero, quien construye una faena minera y sus instalaciones, quien explota, beneficia y vende minerales. Tal sujeto pasivo es la “empresa minera”, calidad jurídica que puede o no recaer en el titular de la(s) concesión(es) minera(s).

El proyecto define a la “empresa minera”  como la persona natural o jurídica responsable de la faena o instalación minera que, por cuenta propia o en representación de otra mediante contrato oneroso, ejecuta o entrega la ejecución de las actividades asociadas a la industria extractiva minera respecto de una concesión minera determinada, así como también lo es aquella a quién se le entrega dicha ejecución en el carácter que el correspondiente contrato lo señale. Se ha tenido presente que la concesión minera es un título jurídico que permite a su titular explorar o explotar sustancias minerales concesibles y los derechos que de dicho título emanan pueden ser arrendados, transferidos, dados en usufructo o, en general, ser objeto de cualquier acto jurídico, y que, por consiguiente, en quien debe recaer la obligación de realizar las medidas del plan de cierre de faenas e instalaciones mineras es en la persona natural o jurídica que, efectivamente, realiza dichas faenas, sin importar si tiene o no la titularidad de la concesión minera.

Cualquier persona que tenga un título que le permita ejecutar labores mineras, o emplazar y operar instalaciones mineras en un lugar determinado, requerirá de una serie de permisos sectoriales, respecto de los cuales debe asumir obligaciones y derechos propios, en razón de distintas normas o estatutos jurídicos que no alteran ni afectan el estatuto de concesionario. 

La autorización de planes de cierre operará como permiso sectorial creado por la ley que sometemos a trámite legislativo. Ello no importa una modificación del estatuto legal de las concesiones mineras, ni de las normas que regulan sus diversos aspectos, en particular, sus obligaciones, contenidas en la Ley Orgánica Constitucional N°18.097, por cuanto como ya se apuntó previamente, las obligaciones que se derivan de la nueva legislación que se propone se encuentran disociadas de la titularidad concesional, toda vez que se imponen derechamente a la figura de la “empresa minera” con independencia de si la misma es o no concesionario minero. 

Autoridad competente

Este cuerpo normativo considera una autoridad sectorial central, organismo ejecutivo, a quien se le encarga el deber de hacer cumplir la normativa sobre cierre de faenas mineras.

Teniendo en consideración que el Servicio Nacional de Geología y Minería (el Servicio) es el organismo sectorial minero, conocedor de los aspectos técnicos, económicos y jurídicos relativos a la industria minera, incluyendo sus problemáticas ambientales, se designa como autoridad central sectorial competente, en la que se radican las facultades para revisar y aprobar los planes de cierre, verificar la suficiencia de las garantías, fiscalizar el cumplimiento de la normativa, aplicar sanciones, etc.

Plan de cierre

El plan de cierre es la principal herramienta del sistema contenido en este proyecto de ley.  Se define como el documento que especifica el conjunto de medidas que la empresa minera adoptará con el fin de lograr el cierre de su faena e instalaciones en forma ordenada, eficiente, progresiva y oportuna, dentro del marco jurídico vigente, y considerando objetivos propios y adecuados a las características de la faena minera y su entorno, así como una programación global y de detalle de las actividades y sus costos. 

La trascendencia del plan de cierre para el funcionamiento de las empresas mineras es fundamental, toda vez que mientras éstas no cuenten con la respectiva aprobación de su plan no podrán iniciar las actividades propias del correspondiente proyecto de explotación. 

Procedimientos de aprobación del plan de cierre

El proyecto de ley prevé dos tipos de procedimientos para la aprobación del plan de cierre, según sea la capacidad de extracción de mineral de la faena o instalaciones.  En caso que ésta supere las cinco mil toneladas mensuales, el procedimiento se denomina “de aplicación general”; si la mencionada capacidad es igual o inferior a cinco mil toneladas mensuales, se prevé un procedimiento “simplificado”, asimilándose de esta forma al Reglamento del SEIA en cuanto al límite determinante de ingreso o no de un proyecto de desarrollo minero al sistema de evaluación de impacto ambiental.
La fijación por ley y no por vía reglamentaria del límite que determina el ingreso a uno u otro procedimiento, obedece a las diversas consecuencias financieras que los mismos tienen para los sujetos pasivos, toda vez que el procedimiento de aplicación general conlleva la necesidad de constituir una garantía, mientras que el simplificado no. Así, debido a que, en definitiva, el seguir uno u otro procedimiento tiene una incidencia patrimonial en la figura del sujeto pasivo es que se consideró importante dar certeza a éstos en cuanto al criterio que los haría ingresar a un procedimiento u otro, la cual se podría ver mermada si dicho límite fuera reglamentariamente modificable. 

Toda empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general deberá tener un plan de cierre de sus faenas o instalaciones elaborado de conformidad con la Resolución de Calificación Ambiental que califique favorablemente el proyecto minero, cuando corresponda, y sólo podrá operar después de obtener la conformidad del Servicio.

En aquellos casos que deba aplicarse el procedimiento simplificado, será el Servicio el encargado de preparar guías metodológicas o estándares para la elaboración de estos planes de cierre, su correcta ejecución y fiscalización.

Implementación del plan de cierre 

El proyecto señala que todo plan de cierre deberá ser cumplido de manera íntegra, cabal, eficiente, efectiva y oportuna por la empresa minera, sin perjuicio que podrá contratar a un tercero para que lo ejecute por cuenta de ella, ya sea respecto de la totalidad o de cualquiera de las obligaciones que nacen del mismo. 

Sin perjuicio de las facultades legales de otros órganos de la Administración del Estado, le corresponderá al Servicio fiscalizar el cumplimiento de esta ley y de su reglamento, función para la cual contará con amplias facultades.
Además, el sistema considera el otorgamiento de una autorización de un período de cierre temporal de operaciones por parte de la empresa minera, el cual deberá ser autorizado por el Servicio. 

Por otra parte, se contempla que todos los predios superficiales y las áreas cubiertas por concesiones mineras estarán afectos al gravamen de permitir la ejecución de las medidas de los planes de cierre, hasta su total cumplimiento.

Quien ejecuta el plan de cierre haciendo uso de esta facultad, deberá indemnizar al propietario del terreno superficial o al concesionario minero titular del predio que soporta el gravamen, por el daño que cause con ocasión de los trabajos que ejecute.

Respecto a infracciones y sanciones, el Director del Servicio será la persona competente para la aplicación administrativa de este aspecto en la presente propuesta de ley y su respectivo reglamento. 

Auditorías del plan

El proyecto de ley que se presenta prevé asimismo el deber de que los planes autorizados a través del procedimiento de aplicación general, sean auditados cada cinco años por una empresa auditora inscrita en el registro especial que al efecto lleve el Servicio, con el fin de verificar e informar a éste sobre el cumplimiento del plan y su garantía. 

Término del ciclo de vida de una faena o instalación minera

Finalizado el ciclo de vida de una faena o instalación minera, e implementada la totalidad de las acciones comprometidas en el plan de cierre, la empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general, deberá presentar al Servicio un informe final de auditoría, que contendrá una descripción de las obras que permanecerán en el sitio, así como los demás antecedentes que estime conveniente, debiendo el Servicio pronunciarse sobre dicho informe.

Cumplidas las obligaciones legales y reglamentarias, el Servicio deberá emitir un certificado que acredite el cumplimiento del plan de cierre de la faena o instalación minera. 

La emisión de los certificados de cierre por instalación, permite a la empresa minera solicitar la modificación del tipo, o reducción del monto, de la garantía financiera y la devolución de eventuales excedentes financieros; y la entrega del certificado de cierre final, marca el fin de la obligación de mantener una garantía financiera vigente, dando derecho a requerir la devolución de la misma o de los excedentes que existieren, previa realización del aporte correspondiente al fondo para la implementación de medidas de seguimiento y control que se crea con el proyecto de ley. 

El certificado acreditará el cumplimiento total y oportuno de los deberes y obligaciones que surgen, para la empresa minera, de la aplicación de esta ley y su reglamento, respecto de la instalación, grupo de instalaciones o faena a cuyo respecto se otorga, sin perjuicio de las responsabilidades que otras normas legales establezcan.

Garantía de cumplimiento

Todo plan de cierre de faenas o instalaciones, sometido al procedimiento de aplicación general, deberá incluir una garantía que asegure al Estado, en todo momento, la disponibilidad de fondos para cubrir, en forma exclusiva, los costos de las acciones, medidas y obras contempladas en los planes de cierre, cuando la empresa minera incumpla, total o parcialmente, las obligaciones contempladas en la presente ley.

La garantía deberá ser aprobada previamente por el Servicio y otorgada nominativamente a favor del Director, quien será su titular exclusivo y excluyente, con poder legal para girar contra o a cuenta de ella, disponer su liquidación y ejecución o su devolución, total o parcial, a la empresa minera. 

Las garantías serán inembargables, no podrán ser objeto de gravamen alguno y no formarán parte del derecho de prenda general de los acreedores de la empresa minera. 

El monto de la garantía será determinado a partir del cálculo de los costos de la implementación total y definitiva del cierre de la faena o instalación minera, en un sistema de cierre anticipado, evaluado periódicamente. Este monto deberá incluir los costos de administración de contratos con un tercero, ya sea por parte de la empresa minera o del Servicio.

El monto vigente de la garantía será el que resulte de calcular, en cada año, el valor presente de los costos de cierre total y definitivo de la faena o instalación minera. Para estos efectos se considerará que el cierre se produce desde el último día del mismo mes calendario del año siguiente a aquél en que se hace exigible la constitución de la garantía, y la implementación de las medidas de cierre se realizará dentro de un plazo máximo de cinco años. La actualización de los costos considerará la tasa de interés de los instrumentos financieros propuestos para la garantía.

El monto de la garantía deberá ser ajustado en caso de una modificación mayor de la faena o instalación minera, cambios en los costos de implementación del plan de cierre, u otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Director, según los criterios que se establecerán en el reglamento de la ley.

Le corresponderá a la empresa minera determinar la o las formas en que en que constituirá la garantía, pudiendo elegir entre los siguientes: efectivo; boleta bancaria de garantía; instrumentos financieros, tales como aquéllos emitidos por instituciones financieras (letras de crédito, títulos garantizados, depósitos a plazo, bonos., etc.), por la  Tesorería General de la República o por el Banco Central de Chile, o bonos de empresas públicas o privadas; o contratos de seguros, cumpliendo determinadas exigencias previstas por la propia ley.
Los instrumentos financieros elegibles como garantía deberán tener clasificaciones de riesgo iguales o superiores a Categoría A, para instrumentos de deuda de largo plazo, o Nivel 3, para instrumentos de deuda de corto plazo, conforme a las clasificaciones establecidas en el artículo 105 del D.L. N°3.500 y las asignaciones otorgadas a los instrumentos por la Comisión Clasificadora de Riesgos, y deberán ser depositados, con cargo a la empresa minera, en una institución de depósito de valores fiscalizada por la Superintendencia de Valores y Seguros.

Siempre que cumplan con los requisitos antes señalados, serán también elegibles instrumentos financieros extranjeros representativos de captaciones o de deuda, emitidos o garantizados por Estados extranjeros, bancos centrales o entidades bancarias extranjeras o internacionales, o que se encuentren inscritos en el registro de valores extranjeros de la Superintendencia de Valores y Seguros.

En cuanto a las empresas mineras sometidas al procedimiento simplificado, ellas no estarán obligadas a constituir garantía de cumplimiento de planes de cierre. Respecto de ellas, el Servicio velará por el cumplimiento de las actividades programadas en el plan de cierre y por las que el mismo disponga durante la operación de la faena minera, a través de un estricto programa de fiscalización y monitoreo.

El fondo para la implementación de medidas de seguimiento y control

Con el fin de controlar la situación posterior de las faenas cerradas, el proyecto de ley crea un fondo especial cuya finalidad es el financiamiento de las medidas de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos sobre las variables ambientales relevantes de las faenas mineras que han cumplido a cabalidad con sus respectivos planes de cierre. 

Este fondo será administrado por el Servicio, sin perjuicio de las delegaciones que al efecto la ley autoriza, y estará formado por los recursos que las empresas mineras deben entregar al Servicio para financiar las medidas de seguimiento y control respectivas, entrega que opera como condición necesaria para recibir el correspondiente certificado de cierre final; por el producto de las multas que el Servicio curse como consecuencia del ejercicio de las facultades que la presente ley le confiere; por las donaciones o asignaciones que le hicieren; y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado. 

El monto de los recursos que deben aportar las empresas mineras corresponderá al valor actualizado del costo total de las medidas establecidas, incrementado en un 10%, a fin de cautelar el íntegro financiamiento de las medidas ante eventuales imprevistos.

Disposiciones transitorias

En cuanto a la aplicación de la presente propuesta de ley a los proyectos mineros actualmente en operación, se establece un sistema de aplicación progresiva, distinguiendo entre aquellos proyectos que cuentan con Resolución de Calificación Ambiental y los que no cuentan con ella por encontrarse en operaciones antes de la entrada en vigencia de la ley N°19.300 y del reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

Tratándose de proyectos que cuentan con una Resolución de Calificación Ambiental, el proyecto de ley prevé que dentro del plazo de tres años, las empresas mineras deberán presentar al Servicio un proyecto de plan de cierre de sus faenas o instalaciones, el cual se regirá por las normas del proyecto de ley y su reglamento, sin el cual no se podrá cerrar una faena o instalación minera. Si el Servicio considera que los contenidos ambientales incluidos en las Resoluciones de Calificación Ambiental son insuficientes para evaluar el Plan de Cierre, la empresa minera deberá acompañar un informe técnico de alcance ambiental, el que se sujetará a los términos y condiciones señalados en el proyecto de ley, informe que no constituirá calificación ambiental para los efectos de la ley N°19.300.

En cuanto a la garantía, las empresas mineras deberán enterar la misma, determinada según lo dispuesto en el proyecto de ley, en cuotas anuales durante un período de cinco años, o durante el período que resta para iniciar el cierre previsto por la empresa, si éste resultare inferior.

Tratándose de proyectos que no cuentan con una Resolución de Calificación Ambiental, la empresa minera deberá presentar dentro de un plazo de tres años, proyectos de planes de cierre, los que serán sometidos al procedimiento de aprobación, fiscalización, y de emisión de certificados a cargo del Servicio, de acuerdo con las disposiciones establecidas en el proyecto de ley y en su reglamento, debiendo acompañarse un informe técnico de alcance ambiental, el que no constituirá calificación ambiental para los efectos de la ley N°19.300.
Respecto de la garantía serán aplicables las mismas condiciones señaladas para las empresas que sí cuentan con una Resolución de Calificación Ambiental.  

Incentivos especiales

Finalmente, el proyecto de ley prevé la posibilidad de deducir de la renta bruta los gastos efectivamente pagados o adeudados por causa del cumplimiento del plan de cierre de faenas e instalaciones mineras debidamente aprobado por la autoridad competente.
Asimismo, se prevé que en los casos en que se hayan constituido garantías en dinero, instrumentos financieros o boletas de garantías en efectivo, la deducción del gasto corresponderá al monto garantizado. El monto del gasto en el año que se constituya por primera vez la garantía, corresponderá al monto inicialmente garantizado; en los años siguientes, el monto anual del gasto corresponderá al incremento que haya experimentado la garantía en conformidad a dicha normativa. En el evento que el monto garantizado en un año disminuya respecto de aquél garantizado en el año anterior, dicha disminución será considerada como un ingreso tributable del año en que se determine el nuevo monto garantizado.

El proyecto de ley aclara que al cierre de una faena o instalación minera, los gastos totales deducidos por causa del cumplimiento de su plan de cierre no podrán superar la suma de las cantidades efectivamente pagadas o adeudadas por tal causa o la suma de las cantidades garantizadas con dinero o instrumentos financieros por tal concepto.

Por otra parte, el proyecto de ley prevé que dará derecho a crédito fiscal el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas e instalaciones mineras.
En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.-
Ámbito de aplicación. El cierre de las faenas e instalaciones mineras de la industria extractiva minera, se regirá por esta ley, sin perjuicio de lo que otras normas legales establezcan sobre la materia.

Artículo 2°.-
Objetivo. El objetivo principal del cierre de faenas e instalaciones mineras es la prevención, minimización o control de los riesgos o efectos negativos que se generen sobre la salud y seguridad de las personas o del medio ambiente, con ocasión del cese de sus operaciones, o que continúen presentándose con posterioridad a éste y a consecuencia suya.

Artículo 3°.-
Definiciones. Para los efectos de esta ley y su reglamento, se entenderá por:


a)
Abandono: el acto por el cual la empresa minera hace dejación del sitio donde se emplaza una faena o instalación minera, sin cumplir con las obligaciones que le impone la presente ley y su reglamento;


b)
Área de influencia: el área o espacio geográfico, cuyos componentes ambientales podrían verse afectados luego del cese de las operaciones de la faena o instalación minera;


c)
Cierre parcial de faena o cierre de una o más instalaciones: la etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de la totalidad de las actividades contempladas en el plan de cierre respecto de una instalación que forma parte de una faena minera, cuya implementación completa se acredita con el documento otorgado por el Servicio, que certifica que tales actividades se han realizado de acuerdo con el marco jurídico vigente;


d)
Cierre Total: la etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de las actividades contempladas en el plan de cierre de la totalidad de instalaciones que conforman una faena minera, y cuyo término se acredita con el documento otorgado por el Servicio, que certifica que tales actividades se han realizado de acuerdo con el respectivo plan de cierre y dentro del marco jurídico vigente;


e)
Director: el Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería;


f)
Empresa Minera: la persona natural o jurídica responsable de la faena o instalación minera que, por cuenta propia o en representación de otra mediante contrato oneroso, ejecuta o entrega la ejecución de las actividades asociadas a la industria extractiva minera respecto de una concesión minera determinada, así como también lo es aquella a quién se le entrega dicha ejecución en el carácter que el correspondiente contrato lo señale. La Empresa Minera que ejecute trabajos a través de terceros, pasará a llamarse “Empresa Minera Principal”, y la otra “Empresa Minera Contratista”;


g)
Exploración: el conjunto de acciones y trabajos que permiten identificar, mediante la aplicación de una o más técnicas de reconocimientos geológicos, zonas de características favorables para la presencia de acumulaciones de minerales y yacimientos;


h)
Faena minera: todas las labores que se realizan, desde las etapas de construcción del conjunto de instalaciones y lugares de trabajo de la industria extractiva minera, tales como minas, plantas de tratamiento, fundiciones, refinerías, maestranzas, talleres, casas de fuerza, muelles de embarque de productos mineros, campamentos, bodegas y, en general, la totalidad de las labores, instalaciones y servicios de apoyo e infraestructura necesaria para asegurar el funcionamiento de la Industria Extractiva Minera.


No se considerarán faenas mineras, las refinerías de petróleo, las industrias metalúrgicas no extractivas, las fábricas de vidrio, cemento, ladrillos, cerámica o similares, como también, las que expresamente señala el Código de Minería, vale decir, las arcillas superficiales y las arenas, rocas y demás materiales aplicables directamente a la construcción; tampoco se consideran faenas mineras las salinas artificiales formadas en las riberas del mar, lagunas o lagos; 


i)
Garantía: el instrumento de resguardo que asegura al Estado en todo momento, la disponibilidad de recursos financieros para cubrir, en forma exclusiva, los costos de las acciones, medidas y obras de cierre, ante el evento que la empresa minera incumpla, total o parcialmente, las obligaciones de cierre contempladas en la presente ley; 


j)
Industria Extractiva Minera: todas las actividades correspondientes a:



1.
Exploración y prospección de yacimientos y labores relacionados con el desarrollo de proyectos mineros;



2.
Construcción de proyectos mineros;



3.
Explotación, extracción y transporte de minerales, estériles, productos y subproductos dentro del área industrial minera;



4.
Actividades de concentración de minerales (físico–químicos, magnéticos, gravimétricos, entre otros) y de transformación pirometalúrgicos, hidrometalúrgicos y refinación de sustancias minerales y de sus productos;



5.
Disposición de estériles, desechos y residuos y la construcción y operación de obras civiles destinadas a estos fines;



6.
Actividades de embarque en tierra de sustancias minerales o sus productos;



7.
Exploración, prospección y explotación de depósitos naturales de sustancias fósiles e hidrocarburos líquidos o gaseosos y de fertilizantes;


k)
Información de utilidad pública: los antecedentes históricos generados durante la vida útil de una faena o instalación minera cuyas operaciones han cesado conforme a un plan de cierre, los cuales deberán ser custodiados en razón de ser de interés nacional, y que serán calificados por el Servicio previamente;


l)
Instalación minera: las construcciones, equipos, maquinarias y objetos destinados o asociados a la ejecución de las labores de una faena minera de la industria extractiva minera;


m)
Modificación mayor: los cambios importantes de los ritmos de explotación, de tecnología y diseño en los métodos de explotación, ventilación, fortificación o de tratamiento de minerales determinados y nuevos lugares de ubicación, ampliación o forma de depósitos de residuos mineros, por alteraciones en el tipo de roca, leyes o calidad de los minerales, como también, adelantos tecnológicos, que impliquen más que una simple ampliación de tratamiento para copar las capacidades de Proyecto de sus instalaciones;


n)
Nivel de prefactibilidad: la etapa de un proyecto de inversión que tiene por objetivo mejorar la calidad de la información que se dispone, lo cual conlleva efectuar un análisis técnico-económico cuyo objetivo es evaluar, con un mayor nivel de precisión, las diversas alternativas presentadas en el diseño del perfil del proyecto, para lo cual se requiere de un aumento de la inversión, como asimismo, de una disponibilidad de tiempo que permita llevar a cabo los estudios en terreno y de investigación; 


o)
Operación minera: las fases de exploración, prospección, construcción, desarrollo, producción y cierre de faenas mineras;


p)
Paralización temporal: el cese transitorio de la operación de una faena o instalación minera. Podrá ser total o parcial, según afecte a instalaciones específicas o al conjunto de instalaciones que constituyen la faena minera;


q)
Plan de Cierre: el documento que especifica el conjunto de medidas técnicas que la empresa minera adoptará con el fin de cumplir con los objetivos de la normativa que regula el cierre de faenas o instalaciones mineras, para lo cual considera una programación global y de detalle, tendiente a lograr el cierre de sus instalaciones en forma ordenada, eficiente, progresiva y oportuna, dentro del marco jurídico vigente;


r)
Prevención de riesgos o efectos ambientales: la actividad que tiene por objetivo evitar que se produzcan riesgos o efectos ambientales negativos derivados del cese de las operaciones de una faena o de sus instalaciones mineras, sobre la salud y seguridad de las personas y el medio ambiente;


s)
Prospección: el trabajo geológico minero conducente a examinar o evaluar el potencial de recursos mineros detectados en una exploración; 


t)
Riesgo: la probabilidad de ocurrencia de eventos que afectarían negativamente la salud y seguridad de las personas o el medioambiente;


u)
Servicio: el Servicio Nacional de Geología y Minería;


v)
Titular o Propietario: la persona natural o jurídica a cuyo nombre se encuentra inscrita la concesión minera en el Registro de Descubrimiento o de Propiedad del Conservador de Minas respectivo, según corresponda. El titular o propietario no perderá su calidad de tal, ni pasará a ser considerado como empresa minera por el hecho de traspasar la faena minera o parte de ella a terceros, a título gratuito, que no sea traslaticio de dominio.

Artículo 4°.-
Proyecto de Plan de Cierre. Toda empresa minera deberá someter a la aprobación del Servicio un proyecto de plan de cierre de las faenas o instalaciones mineras de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento.


La aprobación otorgada por el Servicio al proyecto de plan de cierre constituirá un permiso sectorial. La empresa minera no podrá iniciar las actividades comprendidas dentro de los proyectos de explotación de faenas o instalaciones mineras sin contar, previamente, con este permiso sectorial.
TÍTULO II

AUTORIDAD COMPETENTE
Artículo 5°.-
Autoridad competente y funciones. El Servicio es el órgano de la Administración del Estado encargado de revisar y aprobar los aspectos técnicos y financieros de los proyectos de planes de cierre de faenas e instalaciones mineras y sus modificaciones, como, asimismo, de velar por el cumplimiento de las obligaciones contraídas por la empresa minera dentro del marco de los planes de cierre aprobados.


Para estos efectos, le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:


a)
Aprobar los aspectos técnicos y financieros de los planes de cierre de faenas e instalaciones mineras y sus modificaciones, presentados por las empresas mineras;


b)
Inspeccionar las faenas o instalaciones mineras a fin de asegurar el cumplimiento de las obras y acciones comprometidas por la empresa minera, según lo establecido en el plan de cierre respectivo;


c)
Disponer o evaluar modificaciones a planes de cierre aprobados, de acuerdo con las variaciones que experimente el proyecto, en los términos del procedimiento establecido en el reglamento; 


d)
Aplicar sanciones administrativas, según lo dispuesto en el Título XI de esta ley;


e)
Verificar la concordancia entre la propuesta de medidas del plan de cierre y la estimación de costos asociada;


f)
Verificar la suficiencia de la garantía financiera y su aplicabilidad en relación a cierres parciales de faenas o instalaciones de faenas mineras, durante la vida útil del proyecto en su conjunto;


g)
Llevar a cabo todas las acciones necesarias para aplicar la garantía otorgada, a la correcta ejecución del plan de cierre, en caso de incumplimiento, total o parcial, de la empresa minera;


h)
Disponer, en caso que las medidas comprometidas en el plan de cierre fueren mal ejecutadas o su ejecución fuere incompleta, las acciones necesarias para que la garantía otorgada se aplique a la correcta y completa ejecución del plan de cierre; 


i)
Preparar guías metodológicas o estándares técnicos para la elaboración de los proyectos de planes de cierre simplificados; 


j)
Calificar las competencias específicas de las empresas de auditoría externa de planes de cierre y garantías para los efectos de verificar e informar sobre el cumplimiento de los mismos y sus garantías, y llevar el Registro correspondiente, de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento;


k)
Clausurar faenas o instalaciones mineras, pudiendo al efecto proceder a la aposición de sellos.

Artículo 6°.-
Coordinación con otros órganos. El Servicio podrá pedir a los otros órganos de la Administración del Estado la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones, los cuales no podrán denegar la entrega de los antecedentes requeridos.


En el caso de la fiscalización del cumplimiento de los requisitos de los instrumentos financieros señalados en el artículo 58° de esta ley, el Servicio mantendrá una continua coordinación con los órganos de la Administración del Estado en esta materia.
TITULO III

DEL PLAN DE CIERRE

Párrafo 1°

Requisitos generales
Artículo 7°.-
Plan de Cierre. Elaboración, contenidos, objetivos y requisitos formales. Toda empresa minera deberá tener un plan de cierre de sus faenas o instalaciones mineras, el que tendrá que ser elaborado de conformidad con la resolución de calificación ambiental que califique favorablemente el proyecto minero, cuando corresponda, y que contendrá las medidas y condiciones establecidas en ella para lograr el cierre de sus instalaciones y faenas en forma ordenada, eficiente y oportuna y con estricto cumplimiento de la normativa vigente. 


El plan de cierre contemplará objetivos propios y adecuados a las características de la faena o instalación minera y su entorno.


Los requisitos formales para el otorgamiento de este permiso sectorial, como, asimismo, los contenidos técnicos y económicos que deberá abordar el plan de cierre son los que se señalan en la presente ley y en el reglamento.

Párrafo 2°

Obligatoriedad del Plan de Cierre

Artículo 8°.-
Obligatoriedad del plan de cierre. Una vez aprobado, el plan de cierre obliga a la empresa minera a ejecutar todas las medidas contempladas en dicho documento, dentro del plazo fijado y de la manera y condiciones previstas en el mismo.

TÍTULO IV

APROBACIÓN DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Oportunidad de la aprobación

Artículo 9°.-
Oportunidad de la aprobación del plan de cierre. Todo plan de cierre deberá ser aprobado por el Director previo al inicio de las operaciones de la faena o instalación minera. El Servicio deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que sea acogido a tramitación. 

Artículo 10°.-
Tipos de procedimientos de aprobación. Los proyectos de planes de cierre de faenas o instalaciones Mineras, para su aprobación por el Servicio, deberán ser sometidos a los procedimientos de aplicación general o simplificado que se describen en el párrafo 2° del presente Título, según se trate de faenas o instalaciones cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a cinco mil toneladas mensuales o igual o inferior a dicha cantidad, respectivamente.

Artículo 11°.-
Extensión del plan de cierre.  Las empresas mineras deberán presentar su proyecto de plan de cierre de faenas o instalaciones mineras, ya sea de la totalidad de las obras contempladas en la faena minera o de una parte de ella, en las oportunidades que correspondan de acuerdo a la presente ley.
Párrafo 2°

De los procedimientos de aprobación del Plan de Cierre

§1. Del procedimiento de aplicación general

Artículo 12°.-
Ámbito de aplicación. Tratándose de faenas o instalaciones de la industria extractiva minera cuyo fin es la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral es superior a cinco mil toneladas mensuales, la empresa minera deberá presentar un proyecto de plan de cierre o de su modificación mayor, de acuerdo con el procedimiento de aplicación general que se establece en esta ley y en el reglamento. 

Artículo 13°.-
Contenido del plan de cierre. Los proyectos de planes de cierre de faenas o instalaciones mineras sometidos al procedimiento de aplicación general contendrán, a lo menos, los siguientes antecedentes y documentos:


a)
Identificación de la empresa minera y de sus representantes legales, así como una descripción de la respectiva faena y sus instalaciones, de acuerdo a la programación de la operación minera, acompañando la resolución de calificación ambiental correspondiente, cuando proceda;


b)
Un informe técnico, a nivel de prefactibilidad, de proyección de la situación en que se encontrará la faena o instalación al término de su actividad productiva, cuyo contenido establecerá el reglamento;


c)
Un informe técnico-ambiental, a nivel de prefactibilidad, que contenga la descripción del área de influencia de la faena o instalación, y que proyecte los efectos ambientales acumulativos mediante una metodología que permita prever la situación al término de su actividad productiva, según lo establecido en el reglamento. Dicho informe deberá elaborarse en base a la correspondiente resolución de calificación ambiental, y no constituye calificación ambiental para ninguno de los efectos previstos en la ley N°19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente. 


El reglamento establecerá los contenidos mínimos ambientales que deben contener los planes de cierre.


d)
Un informe técnico-económico, a nivel de prefactibilidad, con la descripción pormenorizada de las medidas de cierre que se proponen, las que deberán ajustarse a los objetivos de esta ley y a las características de la faena minera y su entorno y de acuerdo con lo establecido en el reglamento; 


e)
Un programa de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos durante la etapa posterior a la implementación de las obras de cierre correspondientes, el que deberá ajustarse a la respectiva resolución de calificación ambiental;


f)
Indicación de la información técnica que pueda ser considerada de utilidad pública, tales como información sobre infraestructura, monumentos nacionales según la definición de la ley N°17.288, sitios con valor antropológico, arqueológico, histórico y, en general, los pertenecientes al patrimonio cultural.


g)
Un programa de difusión a la comunidad sobre la implementación del plan de cierre de la faena minera;


h)
Una estimación de los costos del plan de cierre propuesto y el cronograma de ejecución de las medidas de cierre propuestas;


i)
El monto de la garantía, el período de cobertura y el o los instrumentos que se utilizarán, y;


j)
Cualquier otro documento a que se haya hecho referencia en el proyecto de plan de cierre y que sirviera de base para su elaboración.

Artículo 14°.-
Presentación y admisibilidad del plan de cierre. Para obtener la aprobación respectiva, la empresa minera deberá presentar el proyecto de plan de cierre al Servicio, el cual deberá verificar si contiene todos los antecedentes y documentos señalados en el artículo anterior. Dentro del plazo de cinco días, contado desde la fecha de su ingreso en la oficina de partes, el Servicio deberá pronunciarse respecto de su admisibilidad a tramitación. 
Artículo 15°.-
Aprobación, rechazo, aclaraciones o modificaciones al Plan de Cierre. Corresponderá al Servicio dictar una resolución fundada, aprobando o rechazando el proyecto de plan de cierre presentado por la empresa Minera. Podrá también requerir aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones al plan de cierre, en cuyo caso la resolución señalará el término dentro del cual deberán ser efectuadas. 

Artículo 16°.-
Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. El Director dictará la resolución aprobatoria de los proyectos de planes de cierre de faenas mineras presentados por las Empresas Mineras teniendo en consideración lo establecido en esta ley y su reglamento y en la Resolución de la Comisión Nacional o Regional del Medio Ambiente respectiva, según corresponda, que aprueba el proyecto minero desde la perspectiva ambiental, cuando proceda.

§2. Del procedimiento simplificado

Artículo 17°.-
Ámbito de aplicación. Tratándose de faenas o instalaciones de la industria extractiva minera cuyo fin es la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral es igual o inferior a cinco mil toneladas mensuales, la empresa minera deberá presentar un proyecto de plan de cierre o de su modificación mayor, de acuerdo con el procedimiento simplificado que se establecerá en el reglamento. 


Para estos efectos, le corresponderá al Servicio preparar guías metodológicas o estándares técnicos que servirán para la elaboración de los proyectos de planes de cierre sometidos a este procedimiento, conforme a lo establecido en el reglamento.
Artículo 18°.-
Contenido del plan de cierre. Los proyectos de planes de cierre de faenas o instalaciones mineras que se sometan al procedimiento simplificado, se elaborarán conforme a las instrucciones contenidas en las guías metodológicas que preparará el Servicio. Con todo, dichos proyectos de planes de cierre contendrán, a lo menos, los siguientes antecedentes y documentos:


a)
Identificación de la empresa minera y de la respectiva faena o instalación como, asimismo, de sus representantes legales, y;


b)
Un listado de las medidas de cierre de las faenas o instalaciones mineras. 

TÍTULO V

AUDITORÍA DE LOS PLANES DE CIERRE
Artículo 19°.-
Periodicidad y finalidad de las auditorías. Cada cinco años, la empresa minera que esté sometida al procedimiento de aplicación general deberá hacer revisar, a su cargo, su plan de cierre, por una empresa que se encuentre inscrita en el Registro Público de Empresas de Auditoría Externa que llevará el Servicio de conformidad con la presente ley y su reglamento.


Esta auditoria tendrá por finalidad verificar e informar al Servicio sobre el cumplimiento del Plan de Cierre y su garantía. 


El informe que emita el auditor deberá ser entregado al Servicio de acuerdo con el procedimiento que establecerá el reglamento.

Artículo 20°.-
De las empresas de auditoría externa, del Registro Público de Empresas de Auditoría Externa y de la independencia de juicio de aquéllas. Podrán prestar sus servicios las empresas de auditoría que se encuentren inscritas en el Registro Público de Empresas de Auditoría Externa que llevará el Servicio, las que quedarán sometidas a su fiscalización en cuanto a los requisitos exigidos por esta ley y su reglamento para estar inscritas en el mencionado Registro. 

El Servicio sólo podrá inscribir en el Registro a las empresas que acrediten que cumplen con los requisitos exigidos en esta ley y su reglamento.

En ningún caso podrán prestar servicios de auditoría quienes carezcan de independencia de juicio en relación con la empresa minera auditada. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una empresa minera auditada, las siguientes personas naturales y jurídicas:

a)
Las que tengan o hayan tenido durante los últimos doce meses algún vínculo de subordinación o dependencia, o quienes presten servicios a la empresa minera auditada o a cualquier otra entidad de su grupo empresarial, en su caso;

b)
Las que directa o indirectamente posean acciones o participaciones sociales de la empresa minera auditada o de cualquier otra entidad de su grupo empresarial, en su caso; 

c)
Las que tengan una relación de negocios significativa con la empresa minera auditada o con las entidades del grupo empresarial de que forma parte, en su caso, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la ley.
Artículo 21°.-
Contenido de la solicitud de inscripción en el Registro. Las empresas de auditoría externa, al solicitar su inscripción en el Registro, deberán acompañar copia de su reglamento interno, en el que se establecerá, a lo menos:

a)
El procedimiento de control y análisis de las auditorías de Planes de Cierre;

b)
Su política de confidencialidad interna;

c)
El manejo de información privilegiada, y:

d)
La forma de verificar y garantizar la independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa.
TÍTULO VI

IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE CIERRE Y PARALIZACIÓN TEMPORAL DE OPERACIONES

Párrafo 1°

Implementación del Plan de Cierre

Artículo 22°.-
Del cumplimiento del Plan de Cierre. Todo plan de cierre aprobado por el Servicio deberá ser cumplido de manera íntegra, eficiente, efectiva y oportuna por la empresa minera o, en su caso, por un tercero contratado para que lo ejecute por cuenta de ella.

Artículo 23°.-
Información exigida por el Servicio. Deber de reserva. Los fiscalizadores del Servicio, siempre y en todo lugar, tendrán amplias facultades para solicitar la información necesaria para el desempeño de sus funciones y las empresas mineras estarán obligadas a proporcionársela de forma veraz, completa y oportuna.


Los funcionarios o personas que a cualquier otro título presten servicios en el Servicio estarán obligados a guardar reserva acerca de los documentos y antecedentes de que tomen conocimiento con ocasión de la revisión de los planes de cierre de las empresas mineras sujetas a las obligaciones que establece esta ley, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos o que los mismos sean requeridos por una autoridad pública con atribuciones legales para ello. La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal.

Párrafo 2°

De la paralización temporal de operaciones

Artículo 24°.-
Paralización. Duración y deberes durante la misma. Si la empresa minera debe paralizar temporalmente sus faenas o instalaciones mineras, deberá informarlo al Servicio, indicando los motivos y el plazo estimado que durará este cese. Conjuntamente presentará un proyecto que contenga un plan de medidas que implementará durante el período que dure la paralización.


Dicho plazo podrá ampliarse, en cuyo caso la empresa minera deberá informarlo al Servicio señalando las circunstancias que así lo ameriten. 


La empresa minera mantendrá vigente la garantía durante todo el tiempo que dure la paralización temporal.


Cumplido el plazo sin que la empresa minera hubiere solicitado prórrogas, la paralización temporal se transformará, de pleno derecho, en cese de las operaciones, debiendo implementar, dentro del plazo señalado en el respectivo plan de cierre, todas las medidas comprometidas en el mismo documento.

Artículo 25°.-
Sanción en caso de abandono encubierto. Los representantes, directores y gerentes de la empresa minera que, falsamente y a sabiendas, hubieren informado al Servicio sobre la paralización temporal de operaciones, encubriendo un abandono de las faenas o instalaciones mineras, serán castigados con multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales.

TÍTULO VII

DE LAS SERVIDUMBRES Y PERMISOS
Artículo 26°.-
De las servidumbres para la ejecución de los planes de cierre. Todos los predios superficiales y las áreas cubiertas por concesiones mineras estarán afectas al gravamen de permitir la ejecución de todas las medidas previstas en un plan de cierre, hasta su total cumplimiento. Cuando se complete la ejecución total del respectivo plan de cierre, cesará el ejercicio del gravamen.

Artículo 27°.-
Indemnización por daño. Quien ejecuta el plan de cierre haciendo uso de esta facultad, deberá indemnizar al propietario del terreno superficial o al concesionario minero titular de la concesión que soporta el gravamen, por el daño que cause con ocasión de los trabajos que ejecute.

Artículo 28°.-
Afectación de la servidumbre al plan de cierre. No podrá ejercerse la facultad de afectar un predio superficial o una concesión minera con un fin diverso al de ejecutar un plan de cierre.

Artículo 29°.-
Constitución y régimen de la servidumbre. La constitución de la servidumbre, su ejercicio y las indemnizaciones correspondientes se regirán por lo dispuesto en el artículo 123 del Código de Minería.

Artículo 30°.-
Constitución judicial de la servidumbre. Tratándose de la constitución judicial de la servidumbre, se requerirá que el solicitante acredite ser titular de un plan de cierre aprobado y vigente, y justifique, con los planos y otros antecedentes técnicos que resulten pertinentes, la necesidad y utilidad de la imposición del gravamen y su ejercicio.
Artículo 31°.-
Permisos necesarios respecto de predios superficiales. Respecto de los terrenos superficiales se observarán las siguientes reglas:


a)
Respecto de terrenos abiertos e incultos, quienquiera que sea su dueño, no se requerirá permiso alguno para entrar en ellos con el fin de ejecutar completamente las medidas contempladas en un plan de cierre aprobado. En caso de obstáculo al ejercicio de esta facultad, podrá ocurrirse al juez competente para que resuelva.


b)
Tratándose de casas y sus dependencias o de terrenos plantados de vides o arboladas, será posible entrar en ellos con el fin de ejecutar las medidas contempladas en un Plan de Cierre aprobado, cuando se cuente con el permiso escrito del dueño. En caso de negativa al otorgamiento del permiso, podrá ocurrirse al juez competente para que resuelva.


c)
Respecto de terrenos cerrados o abiertos, cultivados y bosques, será necesario contar con el permiso escrito del dueño, poseedor o tenedor. Cuando el dueño sea el Estado o la Municipalidad, el permiso deberá solicitarse del Gobernador o Alcalde que corresponda. En caso de negativa al otorgamiento del permiso, podrá ocurrirse al juez competente para que resuelva.


Para los efectos de este artículo será juez competente aquél en cuya jurisdicción se encuentre ubicado el predio superficial o el punto medio o punto de interés de la concesión respectiva. El procedimiento a aplicar será el sumarísimo previsto y regulado en el artículo 235 del Código de Minería.


Sin perjuicio de lo anterior, en los casos en que se haya otorgado cualquiera de los permisos a que aluden los incisos segundo y siguientes del artículo 15 del Código de Minería, los mismos se entenderán otorgados también para la realización de todas las medidas previstas en un Plan de Cierre, hasta su total cumplimiento, sin que sea necesario requerirlos nuevamente.

Artículo 32°.-
Permisos necesarios respecto de concesionarios mineros. Cuando se trate de ejercer esta facultad dentro de los límites de una concesión u otra faena minera ajena, el solicitante deberá contar con el permiso del titular de la concesión u otra faena minera, el cual podrá ser suplido mediante autorización judicial, para cuyo otorgamiento han de seguirse las reglas del artículo 235 del Código de Minería. 

TÍTULO VIII
DEL CUMPLIMIENTO DEL PLAN DE CIERRE
Artículo 33°.-
Informe final de auditoría. Implementada la totalidad de las acciones comprometidas en el plan de cierre, la empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general deberá presentar al Servicio un informe final de auditoría que contendrá una descripción de las obras que permanecerán en el sitio, así como demás antecedentes, de acuerdo al procedimiento que se establecerá en el reglamento.


El informe final de auditoría será revisado por el Servicio, debiendo pronunciarse dentro del plazo de sesenta días y según el procedimiento que para estos efectos será establecido en el reglamento.

Artículo 34°.-
Certificado de cumplimiento del plan de cierre. Cumplidas las obligaciones legales y reglamentarias, el Servicio deberá emitir un certificado que acredite el cumplimiento del plan de cierre de la faena o instalación minera, de acuerdo con las disposiciones de la presente ley y su reglamento.

Artículo 35°.-
Tipos de certificado de cumplimiento. Existirán dos tipos de certificados de cumplimiento:


a)
Certificado de cierre de instalación, que se otorgará una vez implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre respecto de la instalación o grupo de instalaciones de que se trata.


b)
Certificado de cierre final, que será otorgado una vez que se encuentren implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre de la faena minera en su totalidad, y se haya dado cumplimiento a lo establecido en el artículo 62 de la presente ley.

Artículo 36°.-
Certificados de cierre y garantías. La emisión de los certificados de cierre de la instalación permitirá solicitar la modificación del tipo o reducción del monto de la garantía financiera y la devolución de excedentes financieros. 


La emisión del certificado final marcará el fin de la obligación de mantener una garantía financiera vigente, y dará derecho a requerir la devolución de la misma, del saldo de la misma o de los excedentes que existieren.

Artículo 37°.-
Efectos de los certificados. Los certificados de cumplimiento acreditarán el cumplimiento total y oportuno de los deberes y obligaciones de la empresa minera impuestos en esta ley y su reglamento, respecto de la instalación, grupo de instalaciones o faena a cuyo respecto se otorga, sin perjuicio de las responsabilidades que otras normas legales establezcan.
TÍTULO IX

RESPONSABILIDAD

Artículo 38°.-
Responsables del cumplimiento del plan de cierre. La empresa minera es la responsable del cumplimiento del plan de cierre. Sin perjuicio de lo anterior, la empresa minera podrá contratar a un tercero para que ejecute, por cuenta de ella, la totalidad o cualquiera de las obligaciones que nacen del mismo.

Artículo 39°.-
Responsabilidad solidaria. Será solidariamente responsable con los directores, gerentes y cualquier otra persona que hubiere participado en la administración de la empresa minera, el que, sin estar autorizado por el Servicio, actúa, se califica o aparece como empresa minera, contratista, ejecutora o responsable de la ejecución de un plan de cierre.


Todo aquél que, por sus actos u omisiones, impida o dificulte la implementación o ejecución de un plan de cierre aprobado, será solidariamente responsable con el director, gerente o administrador de la empresa minera por el incumplimiento, las consecuencias del mismo y por los daños ambientales que de ello se deriven.

Artículo 40°.-
Quiebra de la Empresa Minera. En caso de quiebra de la empresa minera, el Director o quien éste designe participará de las Juntas de Acreedores. El plan de cierre será considerado un crédito verificado y privilegiado de primera clase para estos efectos y la garantía estará exceptuada del derecho de prenda general y cederá en beneficio de la ejecución del plan de cierre a que accede.


Siempre que ocurra una quiebra que involucre una faena o instalación minera, el Síndico deberá informar de la misma al Director antes de la celebración de la primera Junta de Acreedores.


En todo lo demás se aplicarán las reglas comunes dispuestas en el Libro IV del Código de Comercio.
TÍTULO X

FISCALIZACIÓN

Artículo 41°.-
Fiscalización. Le corresponderá al Servicio fiscalizar el cumplimiento de esta ley y de su reglamento, sin perjuicio de las facultades legales de otros órganos de la Administración del Estado, y en especial aquellos que deban velar por el correcto cumplimiento de las medidas y condiciones establecidas en la resolución de calificación ambiental. 

Artículo 42°.-
Facultades fiscalizadoras. Los funcionarios del Servicio que ejerzan actividades de fiscalización tendrán amplias facultades para:


a)
Ingresar a cualquier lugar, faena, instalación o establecimiento conectados o asociados con cualquier faena o instalación minera que no sea utilizada como vivienda o morada;


b)
Realizar todas las inspecciones, exámenes, indagaciones o pruebas técnicas que sean consideradas necesarias para determinar la naturaleza y extensión de cualquier riesgo o efecto negativo, existente o potencial, sobre el área de influencia definida en la línea de base del plan de cierre. Los inspectores podrán ser acompañados y asistidos por una o más personas que tengan un especial conocimiento profesional o un experto sobre cualquier materia relevante para una inspección, examen, indagación o prueba;


c)
Requerir la producción de cualquier dibujo, especificaciones, licencia, documento, registro o informe;


d)
Retener cualquier dibujo, especificaciones, licencia, documento, registro o informe producido en respuesta a su requerimiento;


e)
Inspeccionar cualquier obra relativa a la implementación de las medidas comprometidas en el plan de cierre que sea necesaria para completar un informe al Director, e;


f)
Indagar o hacer preguntas a cualquier persona, oralmente o por escrito.


Ninguna persona podrá obstaculizar u obstruir el ejercicio de estas facultades por parte de un fiscalizador o inspector en ejercicio legal de sus deberes, o suministrar información falsa o negarse a proporcionar la información que sea requerida.

Artículo 43°.- Auxilio de la fuerza pública. El Director podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública para el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras. 

Artículo 44º.- Ministros de fe. Los funcionarios del Servicio habilitados como fiscalizadores tendrán el carácter de ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realicen en el ejercicio de las funciones que le confiere el artículo 42º
Artículo 45°.-
Modificación del plan de cierre como resultado de una fiscalización. El Director podrá ordenar modificaciones a las medidas contempladas en los planes de cierre como resultado de las observaciones de un fiscalizador, las que deberán ser fundamentadas en el respectivo informe de fiscalización o inspección. Asimismo, tales modificaciones podrán ordenarse atendido el informe de auditoría preparado de conformidad con lo establecido en el Título V de esta ley.
TÍTULO XI

INFRACCIONES Y SANCIONES

Artículo 46°.-
Competencia administrativa. El Director será competente para conocer administrativamente de las infracciones a la presente ley y su reglamento.


Toda vez que las infracciones revistan los caracteres de delito, el Director denunciará tales hechos y pondrá los respectivos antecedentes en conocimiento de la justicia ordinaria. 

Artículo 47°.-
Infracciones. Constituyen infracciones a esta ley y a su reglamento:


a)
Abandonar una faena o instalación minera;


b)
No presentar el plan de cierre dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, estando obligado por ley a hacerlo;


c)
No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las obligaciones, acciones y medidas establecidas por el plan de cierre;


d)
No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las órdenes o instrucciones emanadas de la autoridad o sus delegados;


e)
Oponerse, resistir o dificultar un acto de fiscalización;


f)
No entregar la información requerida, o entregar información incompleta o falsa, o presentar un balance adulterado o desfigurar datos o antecedentes en los balances, libros, estados, cuentas, correspondencia u otro documento cualquiera, u ocultar o destruir estos elementos, con el fin de dificultar, desviar o eludir la fiscalización;


g)
No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con la obligación de constituir y mantener vigente una garantía;


h)
No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con la obligación de actualizar el plan de cierre e informar a la autoridad cuando la ley lo dispone;


i)
No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con la obligación de auditar su plan de cierre, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 20, y
Artículo 48°.-
Sanciones. Sin perjuicio de otras sanciones civiles, penales y administrativas a que haya lugar, a los infractores de esta ley y su reglamento se les podrá imponer las siguientes medidas: 


a)
Multas diarias de hasta 10 UTM, por cada día de infracción, con un máximo total de 10.000 UTM;


b)
Interés máximo convencional vigente sobre el monto que corresponda garantizar, día por día, con un máximo de un mes;


c)
Suspensiones temporales de operación de faenas e instalaciones;


d)
Clausura definitiva de faenas e instalaciones; 


e)
Aplicación parcial o total de la garantía, y; 


f)
Obligación de reconstituir, de manera inmediata, la garantía cuando corresponda.


Las sanciones a que aluden las letras a) y b) podrán imponerse de manera conjunta entre sí o en concurso con las señaladas en las letras c) a f).

Artículo 49°.-
Imposición de multas, reclamo y prescripción de las mismas. Las multas que esta ley establece y que corresponda aplicar al Servicio serán impuestas administrativamente por el Director. Éstas deberán ser pagadas por el infractor dentro del plazo de diez días contado desde que se notifique la resolución respectiva. 


De la resolución que se dicte podrá reclamarse ante el juzgado de letras competente correspondiente al domicilio del Director. El reclamo deberá formularse dentro del plazo de diez días contado desde la notificación de la resolución que se recurre, previa consignación de la tercera parte de la multa impuesta.


El juicio se sustanciará de acuerdo con las disposiciones del procedimiento sumarísimo a que alude el artículo 235 del Código de Minería.


Las multas que aplique el Servicio prescribirán en el plazo de tres años contado desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho o de ocurrir la omisión sancionada. Este plazo será de seis años si se hubiere actuado con dolo y éste se presumirá cuando se hayan hecho declaraciones falsas al Servicio relacionadas con los hechos cometidos.


Los referidos plazos de prescripción se suspenderán desde el momento en que el Servicio inicie la investigación de la que derive la aplicación de la multa respectiva.


El producto de las multas que se apliquen a las empresas mineras pasará a integrar el Fondo a que alude el Título XIII de esta ley. 


Mientras esté pendiente el reclamo, las cantidades recaudadas por multas se mantendrán en una cuenta especial en el Banco del Estado, de la que el Director girará para efectuar la devolución correspondiente en caso de acogerse algún reclamo por sentencia.

Artículo 50°.-
Vía administrativa. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en contra de las multas y sanciones a que alude el artículo 48 de la presente ley, se podrán interponer los recursos contemplados en el Capítulo IV de la ley N°19.880.

TÍTULO XII

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO
Artículo 51°.-
Obligatoriedad de la garantía. Todo plan de cierre de faenas o instalaciones mineras de la industria extractiva minera sometido al procedimiento de aplicación general, deberá incluir una garantía que asegure al Estado los recursos financieros necesarios para su cumplimiento, según lo dispuesto por el artículo siguiente. 

Artículo 52°.-
Finalidad y determinación de la garantía. El objetivo de la garantía es asegurar al Estado, en todo momento, la disponibilidad de recursos financieros para cubrir, en forma exclusiva, los costos y gastos necesarios de las medidas de cierre, ante el evento que la empresa minera incumpla, total o parcialmente, las obligaciones de cierre contempladas en la presente ley y su reglamento.


Para estos efectos, la garantía será determinada a partir de la estimación periódica de los costos de cierre, durante la vida útil de la faena, considerando su evolución y la de su área de influencia. 

Artículo 53°.-
Facultades del servicio en relación con la garantía. La garantía deberá ser aprobada, previamente, por el Servicio y otorgada a su favor. El Servicio tendrá la facultad legal para girar contra o a cuenta de ella, disponer su liquidación y ejecución o su devolución, total o parcial, a la empresa minera. El procedimiento aplicable se establecerá en el reglamento.

Artículo 54°.-
Régimen de la garantía. Las garantías serán inembargables, no podrán ser objeto de gravamen alguno y no formarán parte del derecho de prenda general de los acreedores de la empresa minera. 

Artículo 55°.-
Constitución de la garantía e integridad de su monto. La empresa minera deberá constituir o completar el monto vigente de la garantía en el plazo que fije el Director, el cual no podrá ser superior a treinta días contados desde la notificación de aprobación del plan de cierre o en el plazo que establezca el reglamento, en los casos de actualizaciones y ajustes del monto de la garantía posteriores a su primera constitución, sin perjuicio de situaciones especiales, que establecerá el reglamento y que deberán estar debidamente calificadas por el Director. 

Artículo 56°.-
Monto de la garantía. El monto de la garantía será determinado a partir del cálculo de los costos de la implementación total y definitiva del cierre de la faena o instalación minera, en un sistema de cierre anticipado, evaluado periódicamente. Este monto deberá incluir los costos de administración de contratos con un tercero, ya sea por parte de la empresa minera o del Servicio, de acuerdo con el procedimiento contemplado en el reglamento. 

El monto vigente de la garantía será el que resulte de calcular, en cada año, el valor presente de los costos de cierre total y definitivo de la faena o instalación minera. Para estos efectos se considerará que el cierre se produce desde el último día del mismo mes calendario del año siguiente a aquél en que se hace exigible la constitución de la garantía, y que la implementación de las medidas de cierre se realizará dentro de un plazo máximo de cinco años. La actualización de los costos considerará la tasa de interés de los instrumentos financieros propuestos para la garantía. 


El monto de la garantía deberá ser ajustado en caso de una modificación mayor de la faena o instalación minera, cambios en los costos de implementación del plan de cierre, u otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Director, según los criterios que se establecerán en el reglamento.


Los costos y gastos necesarios que demanden las medidas de cierre y la cuantía de la garantía deberán ser valorados en su equivalente en unidades de fomento (UF) y se considerará un seguro de cambio, cuando corresponda, cuyo costo será de cargo de la empresa minera.

Artículo 57°.-
Formas de garantía. Le corresponderá a la empresa minera determinar la o las formas en que constituirá la garantía, pudiendo elegir entre las siguientes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 59:


a)
Efectivo;


b)
Boleta bancaria de garantía; 


c)
Instrumentos Financieros representativos de captaciones o de deuda comprendidos entre las letras a) y e) del artículo 45 del D.L. N° 3.500, de 13 de noviembre de 1980, tales como:



- 
Letras de crédito emitidas por instituciones financieras y avaladas conforme a lo que establezca el reglamento;



-
Títulos garantizados por instituciones financieras;



- 
Depósitos a plazo, bonos, y otros títulos representativos de captaciones, emitidos por instituciones financieras;



- 
Títulos emitidos por la Tesorería General de la República o por el Banco Central de Chile, y otros títulos emitidos o garantizados por el Estado de Chile.



-
Bonos de empresas públicas o privadas, entre otros.

Artículo 58°.-
Régimen de los instrumentos financieros elegibles como garantía. Los instrumentos financieros elegibles como garantía deberán tener clasificaciones de riesgo iguales o superiores a Categoría A, para instrumentos de deuda de largo plazo, o Nivel 3, para instrumentos de deuda de corto plazo, conforme a las clasificaciones establecidas en el artículo 105 del D.L. N°3.500 y las asignaciones otorgadas a los instrumentos por la Comisión Clasificadora de Riesgos.


Los instrumentos en garantía deberán ser depositados, con cargo a la empresa minera, en una institución de depósito de valores fiscalizada por la Superintendencia de Valores y Seguros.


Siempre que cumplan con los requisitos antes señalados, serán también elegibles instrumentos financieros extranjeros representativos de captaciones o de deuda, emitidos o garantizados por Estados extranjeros, bancos centrales o entidades bancarias extranjeras o internacionales, o que se encuentren inscritos en el registro de valores extranjeros de la Superintendencia de Valores y Seguros.


El o los instrumentos representativos de la garantía sólo podrán ser transferidos a terceros en forma conjunta con el plan de cierre al que acceden y con la previa autorización del Servicio.


Los desembolsos para constituir la garantía en instrumentos de renta fija se determinarán a partir de la actualización de los costos de cierre total y definitivo, según la tasa de interés que otorguen los instrumentos correspondientes. 


Los ingresos por rentabilidad que generen los instrumentos otorgados en garantía accederán a los instrumentos, incrementando el monto garantizado. En todo caso, dichos ingresos constituirán ingreso tributable de la empresa minera.

Artículo 59°.-
Contrato de seguro como garantía. Con todo, la garantía podrá estar constituida por un contrato de seguro de cumplimiento del plan de cierre, a todo evento y en beneficio exclusivo del Servicio Nacional de Geología y Minería. El seguro y la empresa aseguradora deberán estar inscritos y ser fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros.


La empresa minera podrá proponer esta forma de garantía junto con la presentación del proyecto de plan de cierre para su aprobación, para lo cual entregará toda la información que le sea requerida por el Servicio, entre otra, la relativa a las características del seguro, monto, plazos, causales de exculpación de pago, forma de liquidación y pago, reaseguros comprometidos, empresa aseguradora, y otros que se consideren relevantes. 


El Servicio podrá rechazar fundadamente la propuesta, debiendo pronunciarse dentro del plazo y de acuerdo con el procedimiento que, para estos efectos, será establecido en el reglamento.


Dentro de los 10 días siguientes a la terminación del contrato de seguro, cualquiera que sea la causal de término del mismo, la empresa minera deberá comunicar tal circunstancia al Director y constituir una nueva garantía de conformidad con lo dispuesto en los artículos anteriores del presente Título.

Artículo 60°.-
No obligación de garantía. No estarán obligadas a constituir garantía de ninguna especie, aquellas empresas mineras sometidas al procedimiento simplificado.


Con todo, el Servicio velará por el cumplimiento de las actividades programadas en el plan de cierre, tanto por las que deban ejecutarse durante la operación de la faena minera, como por aquéllas que estén programadas para la fase post operacional, a través de un programa de fiscalización y de acuerdo con lo establecido en el reglamento para la elaboración y ejecución de un Plan de Cierre Simplificado.
TÍTULO XIII

DEL FONDO PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE MEDIDAS DE SEGUIMIENTO Y CONTROL

Artículo 61°.-
Creación, administración y formación del Fondo. Créase un fondo para la implementación de medidas de seguimiento y control, en adelante "el Fondo", destinado a financiar las medidas de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos sobre las variables ambientales relevantes de las faenas mineras que han cumplido íntegramente con el plan de cierre.


El Fondo será administrado por el Servicio, sin perjuicio de que éste, mediante licitación pública, pueda delegar en terceros dicha función así como la implementación de las medidas de seguimiento y control respectivas.  


El Fondo estará formado por los recursos proporcionados por las empresas mineras en la forma señalada en el artículo siguiente, por el producto de las multas que el Servicio curse como consecuencia del ejercicio de las facultades que la presente ley le confiere, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado.

Artículo 62°.-
Del deber de aportar al Fondo. En forma previa a la entrega del certificado de cierre final a la empresa minera, ésta deberá proporcionar al Servicio, en dinero o instrumentos financieros establecidos en el artículo 57, los recursos necesarios para financiar las medidas de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos sobre las variables ambientales relevantes de la faena minera.

El monto de dichos recursos corresponderá al valor actualizado del costo total de las medidas establecidas, incrementado en un 10%, a fin de cautelar el íntegro financiamiento de las medidas señaladas ante eventuales imprevistos. 

Artículo 63°.-
Liberación de responsabilidad. La entrega íntegra de los recursos a que aluden los artículos anteriores liberará a la empresa minera de la responsabilidad por la implementación de aquéllas.

TÍTULO XIV

OTRAS DISPOSICIONES
Artículo 64°.-
Deducciones. Para los efectos de los dispuesto en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1, del Decreto Ley N°824, de 1974, procederá la deducción de los gastos efectivamente pagados o adeudados por causa del cumplimiento del plan de cierre de faenas e instalaciones mineras debidamente aprobado por la autoridad competente, que se establece en la presente ley. Sin embargo, en el caso que, según lo dispuesto en el artículo 57, se hayan constituido garantías en dinero, instrumentos financieros o boletas de garantía en efectivo, la deducción del gasto corresponderá al monto garantizado. Para estos efectos, el monto del gasto en el año que se constituya por primera vez la garantía, corresponderá al monto inicialmente garantizado; en los años siguientes, el monto anual del gasto corresponderá al incremento que haya experimentado la garantía en conformidad a dicha normativa. En el evento que el monto garantizado en un año disminuya respecto de aquél garantizado en el año anterior, dicha disminución será considerada como un ingreso tributable del año en que se determine el nuevo monto garantizado.


En todo caso, al cierre de una faena o instalación minera, los gastos totales deducidos por causa del cumplimiento de su plan de cierre no podrán superar la suma de las cantidades efectivamente pagadas o adeudadas por tal causa o la suma de las cantidades garantizadas con dinero o instrumentos financieros por tal concepto.

Artículo 65°.-
Crédito fiscal. Dará derecho a crédito fiscal, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del Plan de Cierre de faenas e instalaciones mineras a que se refiere la presente ley.


Las empresas mineras que por cesar en su actividad de exportación no puedan recuperar en conformidad al artículo 36 del Decreto Ley N°825, de 1974, y su Reglamento, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes y servicios utilizados que sean necesarios para la ejecución del Plan de Cierre de faenas o instalaciones mineras a que se encuentren obligados, podrán obtener su reembolso a contar del mes siguiente de realizarse las operaciones gravadas, en la forma y plazos que determine el Servicio de Impuestos Internos. Lo anterior es sin perjuicio de la aplicación del artículo 28 del Decreto Ley N°825, cuando corresponda.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo Primero.-
Las empresas mineras que al momento de la entrada en vigencia de la presente ley, se encuentren operando alguna faena o instalación minera y dispongan de resolución de calificación ambiental, deberán dentro del plazo de tres años, presentar al Servicio un proyecto de cierre de dichas faenas o instalaciones, el cual se regirá por las normas de la presente ley y en su reglamento.



En el caso que los contenidos ambientales incluidos en la resolución de calificación ambiental sean insuficientes para el cálculo de la garantía, lo que será determinado por el Servicio, el titular de la faena o instalación minera, deberá acompañar un informe técnico de alcance ambiental, el que se sujetará a los términos y condiciones señalados en el artículo 13 y será sometido a consulta de la autoridad ambiental, la cual deberá pronunciarse dentro del plazo señalado en el Reglamento. Dicho informe no constituirá calificación ambiental para ninguno de los efectos previstos en la ley N°19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. 



En todo caso, ninguna de estas empresas podrá cerrar una faena o instalación minera sin que haya presentado y obtenido la aprobación por parte del Servicio de un proyecto de plan de cierre. El Director tendrá un plazo de sesenta días para responder esta solicitud de aprobación, desde la fecha de presentación de ella en la Oficina de Partes del Servicio.


Para efectos de la garantía, en el caso que ésta se constituya en dinero o instrumentos financieros, las empresas señaladas en este artículo deberán enterar la garantía, determinada según lo dispuesto en el artículo 56, en cuotas anuales durante un período de cinco años, o durante el período que resta para iniciar el cierre previsto por la empresa, si éste resultare inferior.



Dentro del período que se determine, el monto vigente de la garantía, en relación al costo de cierre actualizado, deberá ser proporcional al número de años transcurridos de dicho período; y para los ejercicios siguientes, deberá corresponder al total del costo de cierre actualizado. En cada caso, el gasto deducible de la base imponible corresponderá al monto garantizado en cada ejercicio. 

Artículo Segundo.-
Tratándose de faenas e instalaciones mineras que, por encontrarse en operaciones antes de la entrada en vigencia de la ley N°19.300 y del reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, no cuenten con una resolución de calificación ambiental, deberán presentar, dentro de un plazo de tres años, proyectos de planes de cierre, los que serán sometidos al procedimiento de aprobación, fiscalización, y de emisión de certificados a cargo del Servicio, de acuerdo con las disposiciones establecidas en esta ley y en su reglamento. Respecto de la garantía, serán aplicables las mismas condiciones señaladas en el artículo primero transitorio. 



Para efectos de lo dispuesto en el artículo 13 de la presente ley, el titular de la faena o instalación minera deberá acompañar un informe técnico de alcance ambiental, el que deberá ser sometido a consulta de la autoridad ambiental, la cual deberá pronunciarse dentro del plazo señalado en el Reglamento, y no constituirá calificación ambiental para ninguno de los efectos previstos en la ley N°19.300. Sobre Bases Generales del Medio Ambiente.
Artículo Tercero.-
El Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, dictará el reglamento necesario para la aplicación de la misma.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, 
Presidenta de la República.- 
SANTIAGO GONZÁLEZ LARRAÍN, Ministro de Minería.- ANDRÉS VELASCO BRAÑES, Ministro de Hacienda.- ANA LYA URIARTE RODRÍGUEZ, 
Ministra Presidenta 
Comisión Nacional del Medio Ambiente
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 66 DE LA LEY Nº 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES

(5924-06)



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 66 de la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior:

1. Incorpórase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser tercero:

“Asimismo, y en todo aquello que por su naturaleza no sea incompatible, se ajustará a dicha ley y sus reglamentos, la regulación del procedimiento administrativo de otorgamiento de concesiones para prestación de servicios por las municipalidades, salvo lo establecido en los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 8º de esta ley, disposiciones que serán aplicables en todo caso.”.

2. Reemplázase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la expresión “anterior” por “primero”.”.

***

Hago presente a V.E. que el artículo único, fue aprobado tanto en general como en particular, con el voto afirmativo de 77  Diputados, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA SUBSIDIO AL EMPLEO

(6393-05)




Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Establécese un subsidio al empleo de los trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo y a los trabajadores independientes, el que será de cargo fiscal. El subsidio al empleo beneficiará a dichos trabajadores y a los empleadores, de conformidad a lo dispuesto en la presente ley.


Tendrán derecho al subsidio al empleo aquellos empleadores respecto de sus trabajadores dependientes señalados en el inciso anterior que cumplan con los siguientes requisitos:


a) Que el trabajador tenga entre 18 y menos de 25 años de edad;


b) Que el trabajador integre un grupo familiar perteneciente al 40% más pobre de la población de Chile conforme a lo establecido en el inciso final del artículo 10 de esta ley, y


c) Que las remuneraciones brutas mensuales del trabajador sean inferiores a $ 360.000.


Además, el empleador para tener derecho al subsidio al empleo deberá haber pagado las cotizaciones de seguridad social correspondientes al trabajador que originó el subsidio, dentro del plazo legal establecido para ello.


Los trabajadores dependientes señalados en el inciso primero tendrán derecho al subsidio siempre que reúnan los requisitos establecidos en las letras a) y b) del inciso segundo, y que sus rentas brutas sean inferiores a $ 4.320.000 en el año calendario en que se devenga el subsidio. 


Los trabajadores independientes tendrán derecho al subsidio al empleo siempre que reúnan los requisitos señalados en las letras a) y b) del inciso segundo; acrediten rentas brutas por un monto inferior al señalado en el inciso cuarto en el año calendario en que se devenga dicho subsidio; acrediten rentas del N° 2° del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta en la misma oportunidad señalada anteriormente, y se encuentren al día en el pago de sus cotizaciones obligatorias de pensiones y salud de dicho año calendario. 


Artículo 2º.- Para los efectos de este subsidio se entenderá por:


a) Rentas brutas: las rentas definidas para efecto de la aplicación del impuesto a la renta sumadas las cotizaciones previsionales y sin deducción alguna.


b)Rentas del trabajo: aquellas definidas en el artículo 41 del Código del Trabajo y aquellos ingresos señalados en el N° 2° del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


c) Año calendario: el período de doce meses que termina el 31 de diciembre.


Artículo 3º.- El subsidio al empleo se pagará mensualmente al empleador y a los trabajadores dependientes que opten por dicha forma de pago.


Los pagos mensuales del subsidio ascenderán a las cantidades que se indican a continuación, correspondiendo al trabajador señalado en el inciso anterior dos tercios de dicho subsidio y al empleador un tercio de éste: 


a) Cuando las remuneraciones brutas mensuales del trabajador sean iguales o inferiores a $160.000, el monto mensual del subsidio ascenderá a un 30% de las remuneraciones mensuales sobre las cuales se hubieren realizado cotizaciones obligatorias de pensiones y de salud. 


b) Cuando las remuneraciones brutas mensuales del trabajador sean superiores a $ 160.000 e inferiores o iguales a $200.000, el monto mensual del subsidio ascenderá al 30% de $160.000. 


c) Cuando las remuneraciones brutas mensuales del trabajador sean superiores a $200.000 e inferiores a $360.000, el monto mensual del subsidio será la cantidad que resulte de restar al 30 % de $160.000 el 30% de la diferencia entre la remuneración bruta mensual y $200.000.


Si el trabajador dependiente percibiere simultáneamente remuneraciones de dos o más empleadores sólo tendrá derecho a un subsidio al empleo. En este caso, todas las remuneraciones se sumarán para los efectos señalados en el inciso anterior, y a cada empleador le corresponderá proporcionalmente el subsidio, en atención a la proporción que representen las remuneraciones pagadas por él, sobre el conjunto de remuneraciones percibidas por el trabajador en el mes respectivo. 


Los trabajadores que revistan a la vez, las calidades de trabajador dependiente e independiente de acuerdo al N° 2° del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta, podrán optar a pagos mensuales del subsidio en relación a las remuneraciones que perciban en su condición de trabajador dependiente.


Los pagos mensuales del subsidio tendrán el carácter de provisionales para el trabajador y ascenderán al 75% del monto que le corresponda de conformidad al inciso segundo. Estos pagos quedarán afectos a la reliquidación del artículo 5°.


Artículo 4º.- El subsidio al empleo correspondiente al trabajador ascenderá anualmente a las cantidades siguientes:


a) Respecto de los trabajadores cuyas rentas del trabajo brutas durante el año calendario, sean iguales o inferiores a $1.920.000, el monto anual del subsidio para dichos trabajadores ascenderá a un 20% de la suma de las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, de ese año calendario. Con todo, el resultado de la referida suma no podrá exceder el límite máximo anual establecido en el artículo 90 antes señalado.


b) Respecto de los trabajadores cuyas rentas del trabajo brutas durante el año calendario, sean superiores a $1.920.000, e inferiores o iguales a $2.400.000, el monto anual del subsidio para dichos trabajadores ascenderá al 20% de $1.920.000.


c) Respecto de los trabajadores cuyas rentas del trabajo brutas durante el año calendario, sean superiores a $2.400.000 e inferiores a $4.320.000, el monto anual del subsidio para el trabajador ascenderá  al 20% de $1.920.000 menos el 20% de la diferencia que resulte entre la renta del trabajo bruta anual y $2.400.000.


Lo dispuesto en este artículo se aplicará para el cálculo del subsidio de los trabajadores independientes del N° 2° del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta; de los trabajadores dependientes que soliciten expresamente el pago anual; de los trabajadores dependientes que no accedan al subsidio al empleo por percibir remuneraciones mensuales que excedan lo dispuesto en la letra c) del artículo anterior, pero que en el año calendario respectivo se encuentren en alguno de los tramos del inciso anterior; de los trabajadores que revistan a la vez, las calidades de trabajador dependiente e independiente del N° 2° del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta, y de los trabajadores dependientes que hubieren percibido pagos provisionales mensuales del artículo anterior para la reliquidación del subsidio de conformidad al artículo siguiente. En cualquiera de estas situaciones el trabajador sólo tendrá derecho a un subsidio al empleo.


El subsidio al empleo determinado de conformidad a este artículo, considerará las rentas del trabajo devengadas en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que se pague el subsidio.


Artículo 5º.- Corresponderá reliquidar el subsidio al empleo respecto de los trabajadores dependientes que, durante un año calendario o en una parte de él, hayan obtenido pagos provisionales mensuales del mencionado subsidio de conformidad al artículo 3º de esta ley. La reliquidación se practicará en el año calendario inmediatamente siguiente a aquél en que se realizaron los referidos pagos mensuales.


Para la reliquidación del subsidio al empleo, se considerará la diferencia que resulte entre el subsidio calculado de acuerdo al artículo anterior y la suma de los pagos provisionales mensuales del subsidio realizado al trabajador dependiente durante el año calendario inmediatamente anterior a la reliquidación. El saldo que resultare a favor del trabajador le será pagado en la misma oportunidad en que se pague el subsidio determinado de acuerdo al artículo anterior. El trabajador que percibiere una cantidad mayor a la que le corresponda por concepto de subsidio, deberá reintegrar la parte percibida en exceso, debidamente reajustada según la variación experimentada por el índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes anterior a la reliquidación del subsidio y el último día del mes anterior a la fecha de devolución de las sumas pagadas en exceso.


Si el trabajador no hubiere reintegrado las cantidades de subsidio percibidas en exceso, dichas cantidades se descontarán de los futuros subsidios al empleo que correspondan al trabajador. En el caso de no ser posible lo anterior o existieren aún saldos insolutos, la Tesorería General de la República podrá retener de la devolución de impuestos a la renta, y de cualquiera otra devolución o crédito fiscal a favor del trabajador, las sumas que se adeuden por concepto de subsidios de la presente ley percibidos en exceso. 


Los dineros que por este concepto retenga la Tesorería General de la República deberán ser ingresados a rentas generales de la nación.


Si el monto de la devolución de impuestos a la renta y de cualquier otra devolución o crédito fiscal, fuere inferior a la cantidad adeudada, subsistirá la obligación de quien haya percibido en exceso este subsidio, por el saldo insoluto.


Artículo 6º.- En aquellos meses en que el empleador pierda el derecho al subsidio por haber enterado las cotizaciones de seguridad social fuera del plazo legal, el respectivo trabajador mantendrá el derecho a devengar el subsidio al empleo correspondiente a dichos meses pero sólo lo percibirá cuando se encuentren pagadas las cotizaciones obligatorias de pensiones y salud.


El pago fuera de plazo de las cotizaciones previsionales no dará derecho al empleador a reclamar retroactivamente el subsidio al empleo que le corresponda.


Artículo 7º.- Los trabajadores independientes y aquellos dependientes y sus respectivos  empleadores,  tendrán derecho a un plazo adicional para acceder al subsidio, siempre que dichos trabajadores hayan cursado estudios regulares, entre los 18 y antes de los 25 años de edad, en una Institución de Educación Superior del Estado o reconocida por éste y que haya sido acreditada de conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establece la ley N° 20.129. Además, el trabajador deberá reunir los requisitos para acceder al subsidio al empleo con excepción del contenido en la letra a) del inciso segundo del artículo 1°.


El plazo adicional será directamente proporcional al período en que el trabajador haya cursado estudios regulares según lo determine el reglamento, y se contará a partir del mes siguiente a aquél que se establece en el inciso cuarto del artículo 11. Sólo se considerarán los estudios cursados con posterioridad a la entrada en vigencia de este artículo. Con todo, este plazo adicional sólo se podrá extender hasta el mes siguiente en que el trabajador cumpla 27 años de edad.


Artículo 8º.- Las trabajadoras independientes y aquellas dependientes y sus respectivos  empleadores, tendrán derecho a  un plazo adicional para acceder al subsidio de la presente ley, por cada hijo nacido vivo que la trabajadora hubiere tenido entre los 18 y antes de los 25 años de edad, equivalente a la duración del descanso de maternidad dispuesto en el inciso primero del artículo 195 del Código del Trabajo. Este plazo se contará a partir del mes siguiente a aquél que se establece en el inciso cuarto del artículo 11 de esta ley, siempre que reúnan los demás requisitos para tener derecho al subsidio con excepción del contenido en la letra a) del inciso segundo del artículo primero.


El beneficio del artículo 7º de esta ley será compatible con el señalado en el inciso anterior. En este caso, el plazo adicional para acceder al subsidio corresponderá a la suma de ambos y se contará a partir de la fecha indicada en el inciso anterior.


Artículo 9º.- El subsidio al empleo correspondiente al empleador será incompatible con la percepción simultánea de los beneficios que concede el artículo 57 de la ley N° 19.518, el artículo 82 de la ley N° 20.255 y otras bonificaciones a la contratación de mano de obra o de naturaleza homologable otorgadas con cargo a programas establecidos en la Ley de Presupuestos del Sector Público. El empleador deberá optar por el subsidio de esta ley o los beneficios o bonificaciones antes señalados, de conformidad a lo que determine el reglamento. 


El subsidio correspondiente al empleador se suspenderá mientras el trabajador perciba el subsidio por enfermedad regulado en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el subsidio por accidente del trabajo y enfermedades profesionales de la ley N° 16.744, el subsidio de maternidad y permiso por enfermedad del niño menor de un año. El empleador deberá comunicar el hecho que el trabajador se encuentre en goce de alguno de los subsidios anteriores, absteniéndose de cobrar el subsidio. En caso contrario, deberá reintegrar la parte percibida indebidamente con los reajustes e intereses penales establecidos en el inciso primero del artículo 13 de esta ley.


Artículo 10.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo administrará el subsidio al empleo. En especial le corresponderá conceder el subsidio, extinguirlo, suspenderlo o modificarlo, y reliquidarlo de conformidad al artículo 5° de esta ley. Además, deberá pagar el referido subsidio, sea directamente o por medio de las instituciones con las cuales celebre convenios para ello. 


El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder al subsidio al empleo y la reliquidación del mismo, con todos los antecedentes que dispongan el Sistema de Información del artículo 56 de la ley N° 20.255 y los organismos públicos y privados a que se refiere dicho artículo, los que estarán obligados a proporcionar datos personales y antecedentes necesarios para dicho efecto. Para ello, el Instituto de Previsión Social deberá otorgar al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo el acceso al referido Sistema. 


Para la concesión y reliquidación del subsidio al empleo, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo solicitará al Servicio de Impuestos Internos la información de las rentas del trabajador, identificando al contribuyente y año calendario consultado. El Servicio de Impuestos Internos informará la cuantía de las rentas, incluidas las exentas o no gravadas, y honorarios u otras remuneraciones respecto de las cuales se haya efectuado retención o declaración. Una norma conjunta dictada por ambos Servicios, determinará la forma y plazo en que dicha información deberá solicitarse y enviarse. Para ello, no regirá lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 de Código Tributario.


Al personal del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo le será aplicable lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 56 de la ley N° 20.255 en el cumplimiento de las labores que le encomienda la presente ley. Además, le será aplicable a dicho personal el inciso segundo del artículo 35, del Código Tributario, respecto de la información de que tomen conocimiento en virtud del inciso anterior, la que solamente podrá ser usada para los fines del subsidio al empleo. 


Para efecto del inciso tercero del artículo 5° de esta ley, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo comunicará a la Tesorería General de la República, en el plazo que señale el reglamento, la individualización de quienes hayan percibido en exceso el subsidio y el monto a retener a cada uno de ellos.


El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo conocerá y resolverá los reclamos relacionados con materias del subsidio al empleo de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.880, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social.


Un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y además, suscrito por el Ministro de Hacienda, regulará la forma de solicitar el subsidio, los procedimientos de tramitación de la solicitud, la determinación, concesión y pago del mismo, época o épocas de pago del subsidio, los antecedentes que deberá acompañar el solicitante para acreditar el cumplimiento de los requisitos, causales de reliquidación del subsidio, y las demás normas necesarias para su aplicación y funcionamiento. Señalará el o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo para determinar lo establecido en la letra b) del inciso segundo del artículo 1° de esta ley.


Artículo 11.- Para impetrar el derecho a este subsidio, los trabajadores y empleadores deberán presentar su solicitud ante el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en las épocas que determine el reglamento. Los trabajadores dependientes y sus empleadores impetrarán separadamente el derecho que les corresponda del subsidio. El trabajador al momento de solicitar el subsidio deberá optar por el pago mensual o anual del subsidio, sin perjuicio, de que pueda modificar esa opción de acuerdo a lo que determine el reglamento. 


Los beneficiarios del subsidio al empleo que no impetren su derecho en la oportunidad que fije el reglamento se entenderá que renuncian a él. Lo anterior es sin perjuicio de que puedan ejercer este derecho en períodos posteriores según lo determine el reglamento, pero no podrán reclamar retroactivamente el subsidio.


El subsidio determinado de conformidad al artículo 3° se devengará a partir del primer día del mes siguiente a la fecha de la presentación de la solicitud siempre que se cumplan los requisitos para tener derecho al subsidio al empleo.


El subsidio al empleo se pagará hasta el último día del mes en que el trabajador tenga 24 años de edad. 


El subsidio al empleo se extinguirá en el último día del mes en que el trabajador cumpla 21 años de edad, si a esa fecha no hubiere obtenido la licencia de educación media.


Cuando el subsidio al empleo hubiere terminado antes del año calendario por cualquier causal, al trabajador le corresponderá el subsidio anual calculado en la proporción que determine el reglamento.


Se exceptuarán de este subsidio los trabajadores y empleadores de las instituciones públicas o privadas cuyos presupuestos, en cualquiera de los dos últimos años calendario, hayan sido financiados en más de un 50% por el Estado, directamente, o a través de derechos o impuestos.


Artículo 12.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, la supervigilancia y fiscalización del subsidio al empleo que administra el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y la presente ley. La Superintendencia dictará las normas necesarias, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado subsidio. 


Sin perjuicio de las facultades que corresponden a la Dirección del Trabajo en virtud de las normas que la rigen, ésta deberá dar cuenta de inmediato al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, y a la Superintendencia de Seguridad Social respecto de toda irregularidad que observe en los contratos de trabajo siempre que digan relación con el derecho al subsidio de la presente ley.


Artículo 13.- Todo aquél que con el objeto de percibir indebidamente el subsidio al empleo, para sí o para terceros, proporcione, declare o entregue a sabiendas datos o antecedentes falsos, incompletos o erróneos, será sancionado con las penas del artículo 467 del Código Penal. La misma pena será aplicable al empleador que, con igual propósito, incluya en sus planillas a trabajadores inexistentes o que no presten servicios efectivos, así como también a los empleadores que informen remuneraciones distintas a las efectivamente pagadas e imponibles por la empresa. Serán solidariamente responsables de las obligaciones civiles que generen las conductas anteriores tanto el gerente general o el autor material o intelectual del hecho, como el contador que certifique la planilla respectiva.


Lo dispuesto en el inciso anterior es sin perjuicio que el infractor deberá restituir al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquél en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario.


Las investigaciones de hechos constitutivos de delitos señalados en el inciso primero, podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo. Con todo, la querella podrá también ser presentada por el Consejo de Defensa del Estado.


Corresponderá al Servicio de Tesorerías ejercer la cobranza judicial o administrativa de las cantidades pagadas en exceso o percibidas indebidamente del subsidio al empleo, de conformidad a las normas que regulan a dicho servicio.


Artículo 14.- Las cantidades expresadas en pesos de la presente ley se reajustarán el 1 de enero de cada año, en el 100% de la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre el mes de diciembre del año anteprecedente y noviembre del año anterior a la fecha en que opere el reajuste respectivo.


Artículo 15.- Para los efectos tributarios, el subsidio al empleo se considerará un ingreso no constitutivo de renta respecto del trabajador beneficiado y un menor costo o gasto de contratación del trabajador para el empleador que lo obtenga, según corresponda. Además, el subsidio al empleo no será imponible ni estará afecto a descuento alguno y respecto del trabajador será inembargable.


Artículo 1° transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar del primer día del tercer mes de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de que pueda dictarse a contar de la fecha de su publicación el decreto a que se refiere el inciso final del artículo 10.


Artículo 2° transitorio.- El primer reajuste que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el artículo 14 de la presente ley, se concederá a contar del 1 de enero de 2011.


Artículo 3° transitorio.- Mientras no sean obligatorias las cotizaciones de pensiones y salud para los trabajadores independientes del N° 2° del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta, el cálculo del subsidio a que se refiere el artículo 4º de esta ley, se efectuará del siguiente modo para los mencionados trabajadores: 


a) Cuando el trabajador se encuentre en la situación a que se refiere la letra a) del artículo 4º de esta ley, el monto anual del subsidio para dicho trabajador ascenderá al 20% de la suma de las remuneraciones imponibles y rentas imponibles sobre las cuales se hubieren realizado las cotizaciones para pensiones y salud, con el límite máximo imponible que establece el artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980.


b) Cuando el trabajador se encuentre en la situación señalada en la letra b) o c) del artículo 4º de esta ley, el monto anual del subsidio ascenderá a aquel calculado de conformidad a la letra b) o c) de dicho artículo, según corresponda, multiplicado por el resultado que se obtenga de dividir la renta del trabajo anual sobre las cuales se hubieren realizado cotizaciones para pensiones y salud por el resultado de sumar las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, de dicho año.


Artículo 4° transitorio.- Durante los dos primeros años calendarios de la entrada en vigencia de la presente ley, para los efectos de la aplicación de la letra b) del artículo 1° de esta ley, se utilizará como instrumento técnico de focalización la Ficha de Protección Social.


Artículo 5° transitorio.- El artículo 7º de esta ley entrará en vigencia a contar del 1 de enero del tercer año siguiente al  de la entrada en vigencia de la presente ley. Durante los tres primeros años de vigencia del mencionado artículo no será exigible que las instituciones de educación superior se encuentren acreditadas en conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establece la ley N° 20.129. 


El inciso quinto del artículo 11 de esta ley, entrará en vigencia a contar del 1 de enero del segundo año siguiente al de la entrada en vigencia de la presente ley. 


Artículo 6° transitorio.- Increméntese la dotación máxima de personal vigente del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en 5 cupos.


Artículo 7° transitorio.- Durante el primer año calendario de entrada en vigencia de la presente ley en el Diario Oficial y el siguiente a éste, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, requerirá al Instituto de Previsión Social la verificación del cumplimiento de los requisitos de los solicitantes del subsidio al empleo en el Sistema de Información de Datos Previsionales del artículo 56 de la ley N° 20.255, a fin de conceder los beneficios de esta ley. Una vez concedidos los beneficios por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo y durante ese mismo período, podrá requerir del Instituto de Previsión Social la emisión de liquidaciones y pagos de los referidos subsidios. Para estos efectos se faculta al Instituto de Previsión Social para convenir en forma directa con instituciones públicas y privadas el pago de los subsidios.


Los subsidios de que trata este artículo se solicitarán ante el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo o en las entidades públicas o privadas con las que celebre convenio al efecto, para lo cual podrá convenir en forma directa con ellas.


El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo hará público en su sitio web la razón social y RUT de las empresas que reciben el subsidio y el número de subsidios que perciben mensualmente.


Artículo 8° transitorio.-  Durante los tres primeros meses de vigencia de la presente ley, los empleadores y sus trabajadores o ex trabajadores podrán solicitar el pago mensual del subsidio a que se refiere el artículo 3°, que corresponda a todos o algunos de los cuatros meses inmediatamente anteriores  a aquel mes en que presenten dicha solicitud, siempre que hubieren cumplido los requisitos para acceder a él, en los meses cuyo pago se solicita.


Para los efectos de la aplicación del inciso primero del artículo 9º de esta ley, se entenderá que la solicitud y concesión al empleador del subsidio indicado en este artículo, importará que el empleador opte por este beneficio. 


A contar de la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, la Superintendencia de Seguridad Social podrá dictar las normas necesarias para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.


Artículo 9° transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley, durante el año 2009, se imputará al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y se financiará con recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR A LOS SEÑORES ROBERTO PLISCOFF VÁSQUEZ Y GENARO ARRIAGADA HERRERA COMO INTEGRANTES DEL CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN 

(S 1147-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de informar el Oficio N° 253, de S.E. la señora Presidenta de la República, de fecha 2 de marzo de 2009, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Consejeros del Consejo Nacional de Televisión a don Genaro Arriagada Herrera y don Roberto Pliscoff Vásquez.

A la sesión en que se analizó esta proposición, asistieron, además de sus miembros, especialmente invitados, los señores Genaro Arriagada Herrera y Roberto Pliscoff Vásquez. 
- - -

Cabe señalar que la señora Primera Mandataria hizo presente la urgencia, en los términos del inciso segundo del numeral 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, para la solicitud en análisis.

- - -


Conforme al artículo 2º de la ley Nº 18.838, la administración del Consejo Nacional de Televisión, la ejerce un Consejo compuesto de once miembros, uno de libre designación del Presidente de la República, que se desempeñará como su Presidente y diez Consejeros designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. Los Consejeros designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado permanecerán en sus cargos 8 ocho años, renovándose por mitades cada cuatro años.
Cabe hacer presente, que por decreto supremo N° 48, de 2004, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se designó como Consejero a don Juan Hamilton Depassier, a contar del 17 de octubre de 2004, por ocho años. Sin embargo, dado que el 6 de septiembre de 2008 se produjo su fallecimiento, se declaró vacante su cargo, mediante el decreto supremo N° 158, de 15 de septiembre de 2008, considerándose vacante su cargo a partir del 6 de septiembre de 2008.

Asimismo, por decreto supremo N° 48, de 2004, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se designó como Consejero a don Mario Papi Beber por ocho años, a contar del 10 de julio de 2004, quien renunció a su cargo y cuya renuncia fue aceptada, mediante el decreto supremo N° 43, de 28 de enero de 2008, fecha desde la cual se encuentra vacante su cargo.

Conforme al artículo 2º, inciso final, de la ley N° 18.838 se dispone que para estos casos las vacantes en los cargos de Consejeros deben proveerse de acuerdo al mismo procedimiento de designación de los titulares originales y durarán en sus funciones el tiempo que reste para completar el período del Consejero reemplazado.

En consecuencia, se propone designar, previo acuerdo del Senado, como nuevo integrante del Consejo Nacional de Televisión a don Genaro Arriagada Herrera para ocupar la vacante generada por el fallecimiento de don Juan Hamilton Depassier, por el tiempo que le restaba para completar su período, esto es hasta el 17 de octubre de 2012.
También, se plantea designar, previo acuerdo del Senado, como nuevo integrante del Consejo Nacional de Televisión a don Roberto Pliscoff Vásquez para ocupar la vacante generada por la renuncia de don Mario Papi Beber, por el tiempo que le restaba para completar el período de 8 años, esto es hasta el 10 de julio de 2012.

Enseguida, corresponde destacar la trayectoria política y académica de don Genaro Arriagada Herrera. Especialmente cabe mencionar que se desempeñó como Ministro Secretario General de la Presidencia entre los años 1994 y 1996 y que fue designado Embajador de Chile ante el Gobierno de los Estados Unidos entre los años 1998 y 1999. 

Asimismo, debe indicarse que posee una vasta experiencia como asesor político, observador y analista internacional y que se desempeñó como Coordinador de la Comisión Nacional de Ética Pública, entre otros cargos públicos.
Por su parte, don Roberto Pliscoff Vásquez se destacó en el área de las telecomunicaciones y en el ámbito académico. Asimismo, debe mencionarse que ejerció el cargo de Subsecretario de Telecomunicaciones entre los años 1990 a 1994. Este ingeniero cursó estudios en materia de evaluación de proyectos, políticas públicas, gestión financiera del Estado y empresarial. 
Asimismo, se desempeñó entre los años 2004 y 2006, como Jefe de Gabinete del entonces Subsecretario de Minería, Mario Cabezas. También fue Vicepresidente del Directorio de la Empresa de Correos de Chile.

Dentro de sus labores específicas, debe indicarse que fue miembro de la Comisión para el estudio de las normas sobre Televisión Digital de la Subsecretaría de Telecomunicaciones y que participó en el diseño del sistema de utilización de las tecnologías de la información en la educación del Proyecto Enlaces, coordinado por el Ministerio de Educación.


El artículo 205 del Reglamento de la Corporación prescribe que los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”.

- - -

La Comisión recibió a los señores Genaro Arriagada Herrera y Roberto Pliscoff Vásquez, quienes agradecieron esta designación y valoraron la destacada trayectoria de los miembros que integran el Consejo Nacional de Televisión.

El señor Genaro Arriagada Herrera indicó que la televisión es el único medio que permite regular sus contenidos por órganos externos, como es el caso del Consejo Nacional de Televisión, lo cual valoró por el alto impacto que tiene la televisión en la sociedad chilena.

Enseguida, se comprometió a cautelar el contenido de la programación televisiva, especialmente de la violencia y de la pornografía, procurando que no se restrinja la libertad de expresión y de prensa.

Posteriormente, valoró el sistema mixto de la televisión chilena. Sin perjuicio de lo anterior, formuló algunos reparos respecto de su sistema de financiamiento.

Por otra parte, comentó que los fondos concursables que entrega el Consejo Nacional de Televisión han sido un gran aporte, porque han ayudado a mejorar la calidad de la programación televisiva. Sobre este mismo tema, acotó que estos fondos deberían ser aumentados en la próxima Ley de Presupuestos.

En materia de concesiones, precisó que el Consejo Nacional de Televisión tiene la misión de garantizar el pluralismo y la diversidad, debiendo evitar la concentración de las concesiones de televisión.

Por su parte, el señor Roberto Pliscoff Vásquez señaló que dentro de las principales tareas que debe cumplir el Consejo Nacional de Televisión está el analizar los contenidos de las programaciones televisivas, debiendo procurar que éstas refuercen los valores morales y culturales propios de la nación, defiendan la dignidad de las personas, formen una sociedad más fraterna y solidaria e incentiven el pluralismo, la participación, la justicia social y la tolerancia. 
En cuanto a la televisión abierta, indicó que existe una insatisfacción generalizada por un exceso de programas de contenido farandulero e intrascendente, que podría mejorarse con la televisión digital.

Enseguida, opinó que el Consejo Nacional de Televisión debería optimizar los Fondos Concursables que entrega para mejorar la calidad de la programación televisiva. A modo de ejemplo mencionó los fondos de producción local, los fondos para programas culturales y los fondos de antenas. En el caso particular de los fondos antenas, explicó que éstos ayudan a superar la realidad geográfica de nuestro país y las condiciones de aislamiento. 
Por último, expuso que el Consejo Nacional de Televisión debe asumir interesantes desafíos, no sólo en el trabajo que le implica su misión de velar por el adecuado funcionamiento de los servicios de televisión de libre recepción, sino también en los desafíos que se presentarán con la implementación de la televisión digital y de otros tipos de tecnologías relacionadas con las señales digitales audiovisuales.
Enseguida, el Honorable Senador señor Cantero destacó el gran rol que cumple el Consejo Nacional de Televisión en la formación de la opinión pública y en la construcción del entorno cultural y valórico nacional.

Asimismo, indicó que el Consejo Nacional de Televisión debe asegurar el acceso a la televisión digital, en cuanto a su propiedad, espacio territorial y funcionalidad, para evitar que se produzca la concentración de los medios de comunicación. 

Con respecto al contenido de la televisión, comentó que existen grandes cuestionamientos en la materia y que recién en los últimos años ha percibido una preocupación de los directores del Consejo de Televisión Nacional de Chile y del Consejo Nacional de Televisión sobre esta materia.

Luego, recalcó que el Consejo Nacional de Televisión debe continuar y profundizar los estudios que realiza sobre el impacto de la televisión en la sociedad chilena. En su opinión estos estudios deben concentrarse en el “grooming” y en la violencia intraescolar. Sobre este mismo tema, comentó que existe un gran déficit en la sociedad chilena, porque nadie prepara a nuestros niños para enfrentar sus emociones y en este contexto destacó el labor que puede cumplir en esta área una televisión educativa.

Finalmente, en cuanto al sistema de financiamiento, postuló que debería implementarse un sistema público de carácter concursable.

El Honorable Senador señor Letelier señaló que el Consejo Nacional de Televisión no debe limitarse a ser órgano meramente decorativo, sino que más bien debe cumplir una función más preponderante.

Luego, sostuvo que el Consejo Nacional de Televisión debería clarificar su situación respecto de la televisión digital, la televisión cerrada y la televisión por internet, puesto que en la actualidad no existe certeza sobre su competencia en estos ámbitos.

Por otra parte, opinó que la libertad de expresión ha sido mal utilizada, porque ha servido para justificar la proliferación de la “televisión chabacana” y en este sentido consideró que el Consejo Nacional de Televisión no ha asumido su responsabilidad para evitar que se continúe deteriorando la programación televisiva. Sobre esta misma idea, solicitó al nuevo postulante al Consejo Nacional de Televisión que procure aumentar los recursos destinados para realizar estudios sobre el impacto de la televisión en nuestro jóvenes y niños.

En cuanto a las concesiones de televisión, sostuvo que apoya al sistema de concesiones por señal, porque este sistema permite una adecuada democratización de las concesiones al evitar la concentración de los medios de comunicación. Al respecto, señaló que le preocupa que se garantice el acceso de todos los canales regionales a las concesiones de televisión, puesto que acotó que esto actualmente no se cumple en el caso de la VI Región.

Enseguida, el señor Genaro Arriagada Herrera planteó a la Comisión que cite al Pleno del Consejo Nacional de Televisión para que le formulen todos sus planteamientos e inquietudes que esta Comisión tiene sobre la televisión chilena.

El Honorable Senador señor Chadwick, por una parte, destacó la trayectoria de don Genaro Arriagada y, por otra, valoró su propuesta de invitar a una sesión especial a todos los integrantes del Consejo Nacional de Televisión.


Finalmente, mediante el examen de los antecedentes que le fueron proporcionados en relación con esta designación, vuestra Comisión pudo apreciar que don Genaro Arriagada Herrera y don Roberto Pliscoff Vásquez reúnen las condiciones que la Constitución y la ley exigen para servir el cargo que se trata de proveer.


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Letelier y Núñez, tiene el honor de informar que en las designaciones de los miembros del Consejo Nacional de Televisión en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico y propone a la Sala dar su acuerdo para el nombramiento de los señores Genaro Arriagada Herrera y Roberto Pliscoff Vásquez para los cargos propuestos.


Acordado en sesión celebrada el día 11 de marzo de 2009 con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera y
Ricardo Núñez Muñoz


Sala de la Comisión, a 11 de marzo de 2009.
(Fdo.): María Isabel Damilano Padilla, Secretario
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